y 


e 


ais 


n 


00 
Comentarios al có 


de procedimientos 


nacional de ejecucic 


¿Cómo vamos en materi: 
de Justicia Alternativa? 


El Juició de Miguel Midáloj El fin de 


la primera etapa de la insurgencia 


¿Qué es y qué hace la unidad 
de causa y gestión? : 


¿Qué es el la causa poa gigital?. 


¿Cómo se hace un acta de a 
en derecho mercantiA 


Lógicas Jurídicas/ 


GACETA 


DICIAL 


Noviembre 2019 | Año I | No. 3 


a 


www.poderjudicial-gto.gob.mx- 


GACETA DICIAL 


Rodrigo Guadalupe 

Rodríguez Vázquez 
Juez civil de partido 
+ 19 de marzo de 2018 


Francisco Javier Méndez García 
Juez de oralidad penal y 
exmagistrado 
+14 de enero de 2019 


Lic. Rubén Armenta Mendoza 
Juez especializado en 
materia familiar 
+9 de septiembre de 2019 


[e) 
yo] 
[qu] 
2 
(0) 
ua 
o 
yo] 
O 
fa 
yo] 
2) 
2 
[u% 
(0) 
yo] 
[e) 
[am 
0 
O 
fa 
yo] 
pao] 
2 
U 
2 
(0) 
Ú 
(90) 
w 


Noviembre 2019 | Año I | No. 3 


Biografía de Bartolo de Sassoferrato' 


(1313?-1357) 
Su vida 


Nació en la baja edad media, algunos dicen que en 1313 y otros que fue un año después, en 
Venatura, cerca de Sassoferrato,? ambas comunidades de la región llamada Marcas en el 
ducado de Urbino en Italia, entre Florencia y Roma.* 


Hay polémica sobre su origen familiar ya que algunos sostienen que nació fuera de 
matrimonio siendo tildado, en aquellos ayeres, de ilegítimo viviendo entre sacerdotes y quizá 
por esa razón cambio, de su nombre, la referencia del lugar de nacimiento por el lugar donde 
fue educado.* 


Recibió clase de gramática por el sacerdote Petrus de Assisio y, a los 14 años, inició 
formalmente sus estudios en jurisprudencia en la escuela del estado general de Perusa, donde 
fue alumno del juez y profesor Guittoncino di ser Francesco dei Sigibuldi mejor conocido como 
Cino da Pistoia, quien sostuvo la primacía del derecho civil sobre el derecho canónico y, en su 
obra lectura in codicem, comenta los primeros 9 libros del código de Justiniano.* 


Estuvo 14 años en Persusa bajo la supervisión de su maestro Cino donde además de 
derecho se capacitó en geometría y en el idioma hebreo.* 


Posteriormente, a la jubilación de su profesor, en 1333, fue a estudiar el doctorado 
a la universidad de Bolonia donde fue discípulo de Jacobo Butrigario como de Rainiero de 
Forli, ambos de la escuela de los consiliatores (asesores); logrando en un año, el 10 de noviembre 
de 1334, obtener el postgrado a la edad de 21 años” para después aislarse, posiblemente en 


Z, Recopilación de información por el juez Dr. Jur. Gilberto Martiñon Cano. Titular de 
Investigaciones Jurídicas del Poder Judicial de Guanajuato. 


2. También se le encuentra como Bartolomé de Saxoferrato y Bartholi de Saxoferrato. Cfr. García y 
García, A.: Derecho común en España: los juristas y sus obras. Murcia, España. Universidad de 
Murcia. 1991; p. 99 y 106. 


3. Cfr. Despacho de abogados Uria Menéndez: Bártolo de Sassoferrato. En portal electrónico https:// 
www.uria.com/es/quienes-somos/despacho/firma-lider.html. Consultado el 10 de julio del 2019; 
passim. 

4. Cfr. Despacho de abogados Uria Menéndez: Bártolo... , passim. 

3, A quien en su honor se le puso cino da pistola a un asteroide descubierto en el observatorio de las 


montañas de pistoia por Luciano Tesi y Andrea Boattini, el 22 de agosto de 2000. Cfr. Paltrinieri, 
G.: Bologna, cittá del tempo: calendario, meridiane, orologi. Giraldi, 2008; passim. 


6. Cfr. Del Arenal Fenochio, J.: Historia mínima del derecho en occidente. Colegio de México. 
Ciudad de México 2016; passim. 


y 
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un convento próximo a Bolonia, donde compuso numerosos textos que llamó Quaestiones.* 
(Preguntas). 


Entre los años 1334 a 1339 fue asesor en Todi y Cagli y, en el último año, con 26 de 
edad, comenzó a dar clase en la universidad de Pisa hasta 1343 que regresó a Perusa donde fue 
profesor de los hermanos Baldo Angelus y Petrus todos de apellidos Ubaldis. Mismo lugar en el 
que, en 1355, fue nombrado consiliarius (asesor) del emperador Carlos IV de Luxemburgo hasta 
que murió el 13 de julio de 1357, a los 43 años.? 


Su legado 


Su obra tuvo y tiene importancia en la praxis del derecho, como en el ámbito 
académico y tiene alcances en el ámbito artístico — social. 


En efecto, en el ambiente artístico algunas operas clásicas utilizan su nombre, doctor 
Bartolo, para caracterizar un abogado, como se hizo en el barbero de Sevilla de Gioacchino 
Rossini y en las bodas de Fígaro de Mozart." 


Por lo que hace a su influencia en la academia, después de su muerte, varias 
universidades italianas, Bolonia, Nápoles, Turín, Módena, Macerata y Padua, crearon cátedras 
dedicadas a estudiar y comentar la obra de Bartolo. 


Evidentemente sus aportaciones, de contenido teórico-práctico, se volvieron 
fuente obligada de consulta como de cita y su metodología de interpretación del derecho, es 
considerado el mos Italicus, que se dispersó más allá del sistema románico - germánico llegando 
al comun law británico donde influyo en civilistas como Alberico Gentili quien fue profesor 
de la universidad de Oxford y es uno de los tres llamados padre del derecho internacional 
públicó que separo: lo secular del derecho canónico y la teología católica.'* Como influyó en 
Richard Zouchequien, parlamentario ingles y posteriormente juez del tribunal superior del 
Almirantazgo.'? 


Le Cfr. Del Arenal Fenochio, J.: Historia mínima del... ,passsim. 


8. Cfr. Lleonart y Amselem, A. J.: Surgimiento de los estados modernos y su impacto en el derecho 
del mar. Contribución doctrinal de Bartolo De Sassoferrato. En revista de política internacional 
número 156,. Centro de estudios políticos y contitucionales del ministerio de la presidencia, 
relaciones con las cortes e igualdad. Marzo/Abril 1978; pp. 139 y ss. 


9: Cfr. García y García, A.: Derecho común en España: los juristas y sus obras. Murcia, España. 
Universidad de Murcia. 1991; passim. 


10. Cfr. Benedetto,M.A.: Bartolo da Sassoferrato. In Novissimo Digesto Italiano. Vol 2. ISBN 88-02- 
01797-2. 1958; pp. 279 y 280 


11. Cfr. Marke, J.J.: A Catalogue of the Law Collection at New York University: With Selected 
Annotations. New York, USA: Lawbook Exchange Ltd. 1999; p. 1372. 


12. Cfr. Holland “T.: Iuris et iudicii fecialis, sive, iuris inter gentes et quaestionum de eodem 
explicatio. Washington, DC. 1911; PP. 417 y ss. 
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Por él se creó el latinajo nemo bonus iurista, nisi sit Bartolista (nadie es buen jurista si no 
es bartolista) y por él se formó la expresión, aún viva, de bártulos, que si bien no está reconocida 
por la real academia de la lengua,'* con este nombre se identifica a los seguidores de Bartolo 
como a sus textos.'* 


En fin, su principal herencia es su obra jurídica que se puede clasificar en comentarios 
a leyes civiles, tratados, consultas jurídicas, conceptos legales y la creación de un método de 
interpretación del derecho. 


Comentarios, tratados y consultas 


De los comentarios destacan lo que realizó del corpus iuris civilis, donde interpretó 
diferentes preceptos legales'* dejando a salvo lo previamente escrito por Ulpiano. 


De igual manera escribió diferentes tratados de diversos temas, por mencionar 
algunos, en derecho constitucional, el tratado de marcas y armas de insigniis et armis y el de 
leyes fluviales, fluminibus seu Tyberiadis. Habiendo emitió alrededor de 400 consilia (consultas 
jurídicas escritas). 


Conceptos jurídicos 


Sobresale la elaboración de plurales conceptos legales que forjaron costumbre dentro 
del derecho civil, tal como fueron los temas de conflictos territorial de leyes, el estatuto de la 
nobleza que se introdujo al ius commune (derecho común) **. 


Otra de sus aportaciones, que lo coloca en inmortales reglones de la historia jurídica 
mundial y uno de los más importantes de la edad media, fue la concepción del utrumque ius y la 
metodología para interpretar el derecho. 


13. Real academia de la lengua: Bártulo. En https://dej.rae.es/buscador-general/b%C3%A1rtulos. 
Consultado el 10 de julio del 2019. 


14. En diccionarios diferentes a la real academia de la lengua española si aceptan la palabra bártulo 
conceptualizándolo como un conjunto de cosas, utensilios y objetos que se utilizan en una actividad 
o son de uso personal y cotidiano. Cfr. The free diccionary. En https://es.thefreedictionary.com/ 


b%C3%A1rtulos . Consultado el 10 de julio del 2019. 


1 En un recuento, tan solo en España se ha sostenido que algunos han localizado 125 codices 
bartolianos. Vid. en extenso García y García, A.: Derecho común en ..., p. 100. 


16. Es claro la influencia que tuvo del sacerdote Pedro de Asís, su primer profesor. 


CONTINÚA EN LA TERCERA DE FORROS... 
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se. VIENE DE LA SEGUNDA DE FORROS 


El utrumque ius” es la asociación del derecho civil (el corpus iuris civile) con el canonico 
(corpus iuris canonici), cuya unión es el antecedente del derecho comunitario (ius commune) que 
rige la unión europea.'* 


No se pasa por alto que hizo aseveraciones, ahora criticables, tales como la distinción 
entre hombre libres y siervos (aunque precisó que la diferencia de origen no es del derecho 
natural, sino legal del código civil).'” 


Como, es reprochable su texto a comentarios ex libero en el que afirmó que la tortura 
debe aplicarse de manera diferente considerando que, si se trata de clérigos, nobles, personas 
con cargo secular, hombres ricos y de buena fama, debe imponerse solo en el caso de que se 
nieguen a declarar. Pero, si son viles, oscuros e ignotos se debe aplicar tortura sin ninguna 
condición, todo en aras de encontrar la verdad.? 


Su pensamiento discriminatorio se corrobora cuando expuso el concepto de dignidad 
genérica separando los plebeyos de los caballeros militares, presbíteros etc. . Y precisó que hay 
diferentes grados de dignidad según sea la persona: ilustre, superilustre, notable (spctabilis), 
clarísimo, nobilísimo y el grado supremo.?' 


El método de interpretación: Búsqueda de la ratio legis 


Por otro lado, en lo que hace a su método de interpretación del derecho derrocó el 
de uso anterior promovido por la escuela de los glosadores que eran fieles a la letra de la ley y 
consideraban que solo era válido lo que constaba en el texto legal fuera razonable o no, fuera 
la intención del legislador o no. 


Bartolo, creador de la escuela de los comentaristas o post-glosadores, resumidamente 
sostenía que la ley solo no se debía interpretar en sentido gramatical - literal, sino de forma 
crítica combinándola letra de la ley y espíritu por el que fue creado, buscando la ratio legis. Lo 


Ve Cfr. Ayuso, M.: Presentación. En utrumque ius. Derecho, derecho natural y derecho canónico. 
Marcial Pons. 2014; pp. 17 y ss. 


18. Vid. in extenso Morán Martín, R.: El ius commune como antecedente jurídico de la Unión 
Europea. Ponencia se inserta dentro del proyecto de investigación BHA2002-00029 del Plan 
Nacional de Investigación Científica, Desarrollo e Innovación Tecnológica. Inicialmente fue una 
ponencia en el Curso de verano de la Universidad de Extremadura “Europa: tiempos y leyes”, 
pronunciada el 17 de julio de 2003. En cuadernos de Historia del Derecho. No. 12. Extremadura, 
España. 2005; passim. 


19, Cfr. Pérez Martin, A.: Estudios sobre monarquía y nobleza en la edad media. Real asociación de 
historiadores de España. Ed. Sáenz y Torres. Madrid España. 2019; pp. 111 y ss. 


20. Cfr. Pérez Martin, A.: Estudios sobre monarquía..., p. 114. 


21. Cfr. Pérez Martin, A.: Estudios sobre monarquía..., p. 116. 
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importante era resolver problemas concretos y fijar pautas de interpretación de las doctrinas 
jurídicas. 


Su metodología trascendió al grado de que, Juan II de Italia en 1427, los reyes católicos 
de Castilla en 1499, Alfonso V de Portugal en 1427 con las ordenacoes alfonsinas y en Brasil dos 
siglos y medio después de su muerte, en 1603 con las ordenacoes filipinas; todos dispusieron que, 
en caso de omisión en los textos romanos (el jurado de los 5 difuntos y en las glosas de Accurso””) 
como de discrepancia en la interpretación de la ley, se aplicará el criterio interpretativo de Bartolo. 


Sobresale lo anterior pues no se había hecho desde los emperadores romanos 
Teodosio II y Valentiniano HI que promulgaron la ley de Citas, en 426, por el que en el foro 
solo se podía citar las opiniones de Gayo, Paulo, Ulpiano, Modestino y Papiniano. Así que la 
referida sistemática de Bartolo puede llamársele el segundo tribunal de los difuntos. 


Este método, por supuesto con variables propias del paso del tiempo, aun es utilizado 
en la actualidad en derecho civil. Incluso no lo eclipsó el posterior método francés de la 
exegética, el mos gallicus del siglo XIX. 


A la fecha se sostiene que la interpretación integral de la norma debe considerar la 
ratio legis. 


22. Cfr. Benedetto,M.A.: Bartolo da Sassoferrato... , pp. 279 y 280. 


29 Cfr. Valencia Zea, A. y Ortiz Monsalve, A.: Derecho civil. Tomo I. Parte general y personas. 
Editorial Temis S. A. Bogotá — Colombia. Decimoctava edición. 2016; pp. 191 y ss. 


24. Cfr. Fernández Ruiz, J.: Método Exegético. https://mexico.leyderecho.org/metodo-exegetico/ 
Consultado el 1 de agosto del 2019. 
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La gaceta del poder judicial de Guanajuato se publica ahora con seis secciones: lógicas de 
derecho, casos y cosas de derecho, leyes comentadas, control y administración judicial, se ha hecho 
justicia y praxis judicial. 


La primera parte contiene las lógicas jurídicas, con lo que se da cumplimiento a 
la obligación de transparencia de la información jurisdiccional y, conjunta mente, se brinda 
seguridad jurídica a los justiciables. 


Dentro de la segunda sección, se publican casos y cosas de derecho donde 
diversos pensadores abordan temas de actualidad relacionados con el derecho. 


En la tercera porción se realizan comentarios a diferentes artículos de diversas 
leyes, por plurales autores. 


La cuarta parte, se ocupa de acotaciones sobre control y administración judicial 
para la mejor intelección del poder judicial. 


Para la quinta sección se analizan casos que en el pasado fueron relevantes por 
el hecho acaecido o por el tema jurídico decidido y en la actualidad son parte de la historia 
jurídica. 


A lo anterior se suma una nueva sección, la sexta, praxis judicial se abordan 
temas relativos a la práctica jurisdiccional que se desarrollan en el día a día en los juzgados 
respondiendo a las preguntas ¿qué es? y/o ¿cómo se hace?. 


Los contenidos de los artículos son exclusivamente responsabilidad de sus 
autores y no representan la postura oficial del poder judicial del Estado de Guanajuato. 


Se permite la copia o redistribución total o parcial de la presente obra con la 
condición de que se precise la fuente, el autor y la creación en el poder judicial del estado de 
Guanajuato. 


I. Todo artículo que se publique en la gaceta del poder judicial debe seguir la metodología 
propia que consta en el portal oficial de Investigaciones Jurídicas. 


II. Se asegura la publicación de réplicas científicas a los trabajos, siempre y cuando verse 
sobre el tema principal del texto replicado, la extensión sea de 15 páginas máximo y se 
satisfagan los requisitos metodológicos propios. 


TIT. La revista publicará artículos de autores invitados y de todo aquel interesado en difundir 
su Opinión sobre temas relacionados con la ciencia jurídica, mismos que podrán enviar 
libremente al correo electrónico investigaciones.juridicasApoderjudicial-gto.gob.mx. Los 
trabajos enviados serán evaluados por el comité editorial de la revista, quien determinará si 
admite o niega la publicación. 


El envío del artículo implica la declaración formal del remitente de que es inédito 
y de su autoría; así mismo acepta ceder de manera irrevocable, los derechos de autor al Poder 
Judicial de Guanajuato. Del mismo modo asume, de manera individual, la responsabilidad 
de potenciales daños que su escrito pudiera causar, desligando a esta Institución. 


IV. Está prohibido el uso de lenguaje género-sensitivo y alusiones discriminatorias, salvo 
que sean usadas a manera de ejemplo de lo que no debe ser o sean objeto de estudio. 
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Artículo. 

Artículos. 

Confrontar. 

Citado por. 

Distrito federal. 

Doctor en Derecho. 

Derechos humanos. 

Constitución política federal mexicana. 
Comisión nacional de derechos humanos. 
Código nacional de procedimientos penales. 
Licenciado en Comunicación Social. 
Licenciado en Diseño Gráfico. 
Licenciado en pedagogía. 

Ley nacional de ejecución penal. 

Ley general de salud. 

Persona privada de libertad. 

Página. 

Páginas. 


Reglas Nelson Mandela. 


Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el 


tratamiento de los reclusos. 

Suprema corte de justicia de la nación. 
Siguientes. 

Universidad autónoma del estado de México. 
Ver. 


Ver ampliamente. 


- 


7 


Noviembre 2019 | Año I | No. 3 | 


| Presentación editorial 


n esta ocasión, se analiza el enjuiciamiento de Miguel Hidalgo, que marcó la fase 
final del movimiento insurgente y que se materializó con la publica exhibición de las 
cabezas Hidalgo, Allende, Aldama y Jiménez clavadas en una estacas colocadas donde 
ahora se ubica el jardín de la unión en Guanajuato capital y que poco tiempo después se 
cambiaron repartiéndose en cada una de las esquinas superiores de la alhóndiga de Granaditas. 


Inició el final de la primera parte de la insurrección con la batalla del Puente de 
Calderón cuando se incendió un carruaje que llevaba municiones que, además de un fuerte 
estruendo, quemó a muchos integrantes del ejército insurgente y enfiló a la derrota. 


Vencido en esa batalla, Hidalgo fue relevado del liderazgo de la insurgencia por 
Allende, además se le amenazó con matarlo si pretendía huir y, en esas condiciones, con líder 
derrocado y vencidos, viajaron al norte del país, siendo emboscado y capturados en Acatita de 
Bajan donde comenzó otro peregrinar ahora a Chihuahua y ahora todos los insurgentes presos. 
Muchos no llegaron y los que lo lograron fueron sentenciados a muerte. 


Hidalgo fue el último de los líderes insurgentes en ser juzgado; aunque se conocía, 
todos sabían, que la sentencia iba ser condenatoria y así fue. Se le fusiló y un tarahumara, de 
oficio mezcalero, le cortó la cabeza y la sumergió en una caja con sal. 


La ejecución de Hidalgo fue ordenada en una sentencia dentro de un proceso 
eclesiástico militar que condenó a quien consideró provocador de un levantamiento desleal y que 
ahora es reverenciado como uno de los artífices de la independencia, el iniciador, el que prendió 
la mecha que, años después, se materializó en la independencia de México y de Iberoamérica. 


Todo eso y variados detalles previos a la detención, enla aprehensión, el enjuicia miento, 
la ejecución y hasta que las cabezas de los insurgentes se colocaron en las esquinas de la alhóndiga, 
se narra en la sección se ha hecho justicia. 


Además del análisis histórico, se dan a conocer plurales lógicas jurídicas de los 
subsistemas: penal para adultos, penal de adolescentes, oralidad familiar y materia mercantil; 
de obligada lectura para quien se dedica al derecho, desde cualquier trinchera y desde cualquier 
materia. 


Adicionalmente, en este ejemplar, se trascriben criterios históricos de las salas penales 
en torno a 2 temas que eran y continúan siendo actuales: El delito continuado y el concurso 
aparente de normas. 


En una publicación previa, en memoria del licenciado Enrique Cardona Arizmendi, 
se re-publicó su texto sobre el delito continuado, cuya primera aparición fue anterior a la 
existencia legal de dicha institución jurídica en el código penal y que, tanto en Guanajuato como 
en México, muy poco se había escrito. 


Pues bien, la influencia de dicho texto se materializó en el artículo 10 de la legislación 
sustantiva penal de Guanajuato e impregnó los criterios históricos de las salas penales y a la 
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fecha es cimiento de nuevas como necesarias reflexiones que actualicen las respuestas que se 
dieron en el pretérito, a la problemática del presente. 


En la sección casos y cosas de derecho, se integra el discurso del Dr. Mariano González 
Leal, quien, en el 195 aniversario del Supremo Tribunal de Justicia de Guanajuato, con magna 
retórica, resaltó logros históricos que vencieron los obstáculos y enfilan a un buen porvenir. 


Se acompaña de un artículo que reprocha la obligatoriedad de la jurisprudencia 
mexicana por considerarla trasgresora de la independencia jurisdiccional. 


Para el segmento de control y administración judicial, se expone, con cifras, la situación 
actual del centro estatal de justicia alternativa. 


Arribando al apartado de leyes comentadas, se exploran diversos preceptos legales de la 
legislación nacional de ejecución penitenciaria y de la codificación nacional de procedimientos 
penales. 


Una nueva y última sección de la revista praxis jurisdiccional contiene las aportaciones 
que responden a las preguntas ¿qué es y qué hace un jefe de unidad de causa y gestión?, ¿qué es la 
causa penal digital? y ¿cómo se hace un acta de embargo mercantil?. De todo exponiendo pautas y 
sugerencias por parte de los autores. 


Estos últimos temas son algunos, de muchos, que cotidianamente se realizan en 
los juzgados. Empero, están prácticamente olvidados, tanto por la doctrina mexicana y en su 
enseñanza en las escuelas de derecho. Mala praxis, que es fuente de 
errores por lo que debe erradicarse. 


Por otro lado, esta revista rinde tributo a 6 jueces que 
fallecieron en los últimos 11 años. 


Finalmente, en esta edición, con su biografía y 
trascribiendo, al final de cada sección una de sus aportaciones, 
se recuerda al doctor en derecho Bartolo de Sassoferrato 
creador del método de análisis legal atendiendo a la ratio 
legis. 


Escribiendo de razones, el contenido plural de 
este ejemplar es por ti y para estar más cerca de ti. 


Palacio de Justicia 
Guanajuato, capital 1 de octubre del 2019 


66 Nemo bonus turista nisi bartolista 99 
(nadie es un buen jurista si no es bartolista) 


Frase acuñada después de la muerte de 
Bartolo de Sanseferrato 
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Primera sección 
Lógicas de derecho 


Las lógicas de derecho son afirmaciones 
conclusivas que reseñan un argumento 
asumido en un caso jurisdiccional o 
un tema administrativo obtenido en 
reunión de jueces. 
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Resoluciones de segunda 
instancia penal 


elito de afectación al ordenamiento urbano. Al resultar la administración 
pública el bien jurídico protegido, un particular no puede tener la calidad de 
parte ofendida, sino de víctima indirecta. 


El artículo 262 del código penal del estado de Guanajuato, ubica al tipo de 
afectación al ordenamiento urbano, dentro de los delitos de la administración pública, por 
ende, si el bien jurídico protegido lo es la administración pública, evidente resulta que un 
particular no puede ser su titular, sino que será el estado a través de alguno de sus órganos 
representativos quien ostente esa calidad. 


Si a ello se suma que el tercer párrafo del citado numeral establece que la 
reparación del daño referida en la fracción VI del artículo 99-b del mismo ordenamiento 
legal, deberá ser pagada a la administración pública municipal del lugar donde se ubique el 
inmueble, se deja de manifiesto que en tratándose de esta clase de delitos, el titular del bien 
jurídico afectado, por ende a quien deba cubrirse la reparación del daño causado, deberá 
ser una entidad pública y no un particular; por tanto el particular en el proceso penal no 
puede ostentar la calidad de parte ofendida, sino de víctima indirecta. 
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raude genérico. Si el activo planteó al pasivo un acto contrario a derecho y 

este fue lo que determinó su voluntad a entregar a aquél una suma económica, 

ese actuar no puede ser entendido como configurador del elemento típico de 

engaño, exigido en la comprobación del cuerpo del delito de fraude, previsto 
por el artículo 201 del código penal del estado. 


Si el ofendido realizó en favor del activo una disposición patrimonial motivado 
por una futura acción contraria al ordena miento social que éste desplegaría, no se acredita 
el engaño requerido por dicha figura típica, ya que decidir entregar una suma de dinero a 
cambio de una contraprestación consistente en la obtención de un fallo judicial favorable, 
a sabiendas de que se realizarían actos de corrupción como parte fundamental de las 
gestiones realizadas para ese efecto, supone que la conducta que el Ministerio Público 
pretende reprochar al inculpado, partió de otra igualmente reprochable como lo es el uso 
de relaciones personales para influir en una decisión judicial. 
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uto de vinculación a proceso. Es violatorio del principio acusatorio y la 

naturaleza contradictoria de la contienda, el que el juez de control reclasifique 

por un delito más grave a aquel que solicitó el ministerio público sin 
oportunidad de debate sobre ello. 


Si bien el artículo 316 del código nacional de procedimientos penales establece 
los requisitos que se deben reunir para la emisión de un auto de vinculación a proceso y 
prevé la posibilidad de reclasificación, al señalar que el mismo debe dictarse por el hecho 
o hechos que fueron motivo de la imputación, pudiendo el juez de control, otorgarles una 
clasificación jurídica distinta a la asignada por el ministerio público, dicha facultad de 
reclasificación no puede ser ilimitada, pues se encuentra acotada por los principios rectores 
del proceso penal, como lo son el acusatorio, de contradicción y defensa técnica, de tal 
suerte que si en la causa penal, el ministerio público tan sólo solicitó vinculación a proceso 
por hechos previstos en la ley como delito de lesiones que pusieron en peligro la vida, no 
así, por la calificativa de ventaja que el juez de control asumió tener por demostrada en su 
vinculación a proceso, sin darle oportunidad a la contraria de ejercer el contradictorio, 
ello, al haber agravado la situación jurídica en que quedaron los imputados viola el 
principio acusatorio, y la naturaleza contradictoria de la contienda, así como el derecho a 
una defensa técnica. 


NS 
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nimputabilidad. Como causa excluyente del delito, sus tratamientos jurídicos no 
intervienen cuestiones axiológicas, relativas al concepto del bien y el mal. 


La inimputabilidad, como causal excluyente del delito, normada por el artículo 
33, fracción vii, del código penal, es estructurada por el legislador sobre una base tricotómica, 
de contenido psiquiátrico-psicológico-jurídico, lo que significa que para decidir acerca de 
ella es indispensable contar con idóneas pruebas concernientes a la existencia en el agente 
de una noxa, bien sea de tipo funcional u orgánico, que le produzca una afectación, esto es, 
una perturbación de la conciencia o que se traduzca en un desarrollo psíquico incompleto 
o retardado. 


Estas serán las pautas para que el Juzgador resuelva sobre la capacidad o 
incapacidad de aquél, lo que desde luego hará apoyándose en las opiniones periciales que se 
hubiere producido, pero el suyo será un juicio de carácter normativo, con el que definirá si 
se da o no el resultado legalmente requerido y que ha de consistir, para que el individuo sea 
inimputable, en que al momento de desplegar la conducta típica carecía de la capacidad de 
comprender su carácter ilícito o de conducirse de acuerdo a esa comprensión. 


De lo que se apunta líneas arriba es de desprenderse que para el juicio de 
reproche en materia criminal es presupuesto indispensable que quien realiza un proceder 
que se ajusta a determinada definición típica, posea la doble facultad de entender que 
actúa antijurídica mente y de auto determinarse, es decir, obrar o dejar de hacerlo según su 
propio querer. Volición y entendimiento son entonces los que constituyen la imputabilidad, 
lo que quiere decir que al perderse cualquiera de ellos ya no puede fincarse un juicio de 
culpabilidad, porque la consecuencia de éste, que es la aplicación de la pena, sólo tiene 
sentido para quien se da cuenta que con su conducta transgredió el orden normativo, 
esto es, que hizo lo que está prohibido o que dejó de hacer lo que le resulta imperativo, 
resultando obvio que para quien no está en esos supuestos carece de sentido el castigo; 
no es éste el que resulta pertinente para reencausar un comportamiento que sea plausible 
dentro del grupo comunitario, pues lo que requiere es un tratamiento bien distinto, que 
lejos de lo represivo, atienda a la insania que padece, debiendo decirse lo mismo de quien 
no puede auto conducirse, que no está en su facultad contener sus propias acciones, por 
más que sepa que son indebidas. 
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Conciencia de actuar al margen de lo normativamente prescrito y poder de 
sujetar lo que se hace a sus lineamientos, son los factores necesarios para ser responsable 
de una conducta definida como delito. 


De ahí que en el indicado artículo 33, fracción VII, de la legislación sustantiva 
criminal, se establezcan las causas que pueden determinar la incapacidad de entender y de 
querer, señalándose específicamente tres: 


a) enfermedad mental que perturbe gravemente la conciencia, 
b) desarrollo psíquico incompleto o retardado y 
c) grave perturbación de la conciencia sin base patológica. 


La primera de las enunciadas se constituye, obviamente, por un padecimiento, 
orgánico o funcional, no efímero, que se evidencia por los denominados trastornos 
mentales, que cualquiera que sea su índole o causa, deben tener el efecto ya precisado: 
perturbar gravemente la conciencia, que es lo que, como ya se dijo, hace incapaz al agente. 


En cambio, la grave perturbación de la conciencia sin base patológica se 
entiende en el sentido de que derive no de un proceso morboso más o menos duradero 
que desemboque en ella, sino más bien como consecuencia de emociones intensas, 
estados febriles agudos u otros semejantes, lo que explica que precisamente por su calidad 
transitoria y reactiva no puede aparejar ni siquiera una medida de seguridad curativa, la 
que sí es menester para el que padece la enfermedad a que se hizo merito en un principio, 
que tendrá como fin justamente hacerle objeto de los tratamientos conducentes a su 
curación, que permitan su reingreso al seno de la sociedad sin riesgo para ésta. 


Es de puntualizarse que las facultades de cognición y decisión de que habla la 
ley no se refieren a la posibilidad de distinguir entre el bien y el mal, porque éstos son 
conceptos que gravitan sobre las concepciones morales de cada individuo, que por ello 
mismo pueden cambiar radicalmente de uno a otro. Para actuar conscientemente no es 
menester que se comparta el criterio axiológico predominante en la colectividad. 


Se puede estar en desacuerdo con él y regirse por principios muy diversos; en 
consecuencia, cabe tener por bueno lo que para los demás sea malo, pero esto no excluye 
el que se entienda que se está actuando indebidamente. Por eso lo que las normas penales 
demandan es que al actuar se tengan conciencia de la antijuridicidad en su sentido más 
lato, esto es, se requiere darse cuenta de que lo que se hace es indebido, que es distinto a 
admitir que sea malo o a percatarse de la magnitud de sus consecuencias. Así lo prescribe 
expresamente el invocado artículo 33, fracción VII, del código penal, al señalar que el 
delito se excluye cuando, por cualquiera de las causas que puntualiza, el agente no tenga la 
capacidad de comprender el carácter ilícito del hecho típico realizado o de conducirse de 
acuerdo con esa comprensión. 
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oautoría y complicidad correspectiva. Su naturaleza y sus diferencias. 


En el fallo de primera instancia, respecto a la fase culminatoria del hecho, se 
sostuvo, refiriéndose a los acusados: 


Y...) primero estaban lanzando piedras y de manera simultánea, ambos sacaron armas de 
fuego y la accionaron... eso quiere decir que entre ustedes hubo un acuerdo tácito, es decir, no hablaron 
ni dijeron vamos a sacar las armas de fuego y vamos a disparar” sino cuando uno vio la conducta del 
otro, pues lo asimiló, lo imitó y también sacó su arma de fuego, ese es un acuerdo tácito, sin palabras, 
derivado del simple comportamiento... y fue concomitante con los hechos, no fue previo, no antes 
dijeron vamos a sacar el arma de fuego y vamos a accionarla en contra de los contrarios, no, sino 
cuando ya estaban ahí decidieron de manera instantánea realizar ambos esa conducta (...). 


No puede ser más clara la ilustración que la juez natural hace de la dinámica 
culminante del suceso: habiéndose entablado una violenta disputa entre dos grupos de 
personas, de uno de los cuales formaban parte los inculpados, dentro de la que se lanzaban 
mutuamente piedras, éstos últimos “..de manera simultánea...”, utilizaron las sendas armas de 
fuego de que estaban provistos y las accionaron en dirección a donde estaban sus rivales, 
habiendo uno de los proyectiles así disparados, causado a la víctima una mortal lesión, sin 
que hubiera sido dable determinarse cuál de ellos lo hizo, esto es, se ignora quién de ellos 
detonó la pistola calibre .380 que pericialmente se estableció fue de la que se expulsó la 
ojiva provocante del resultado letal habido. 


Siendo ello así, entonces no cabía proclamar una coautoría, en términos de lo 
dispuesto por el artículo 20, primer párrafo, primer supuesto, del Código Penal, pues su 
actualización demanda tener por patente que el hecho delictivo se realiza por varios en 
común, lo que por ello mismo demanda como imprescindible la demostración del nexo 
causal entre la conducta específica realizada y el resultado típico que se atribuye, pues 
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sólo así puede afirmarse que se realiza, esto es, se ejecuta, se comete, no por uno, sino por 
varios, lo que la propia Juez Natural se encarga de descartar al reconocer, como ya se 
apuntó, que “..no se tiene determinado quien disparó...” 


Frente a esa indeterminación precisamente en torno a la autoría, esto es, cuál de 
los dos inculpados accionó el arma que expulsó el proyectil causante de la lesión mortal, 
era de aplicarse la hipótesis jurídica prevista por una disposición legal distinta a la en 
que sustentó su decisión la A quo, específicamente el artículo 27 del código penal, que 
literalmente estatuye que: 


“Cuando en la comisión de un delito intervengan dos o más personas y por 
resultar incierta la forma de su autoría o participación no puedan aplicarse las 
normas contenidas en los artículos 20, 21 y 22 a todos se les impondrá de un medio 
del mínimo a un medio del máximo de la punibilidad señalada para el tipo penal 
que resulte probado...”. 


Tal dispositivo regula la llamada complicidad correspectiva, que se estructura 
apuntando sus elementos esenciales: intervención de dos o más personas en la comisión 
de un delito e imposibilidad de aplicar las normas generales de la autoría por haber 
incertidumbre de la forma en que participaron. Cuando estos supuestos están presentes 
no es posible sancionar a los intervinientes como autores, por la obvia razón de que no 
puede castigarse a nadie como tal mientras no se le demuestre que realizó una determinada 
y concreta conducta y que ésta es típica, esto es, en tanto no se pruebe que entre su hacer u 
omisión y el daño resultante establecido hay un nexo causal. 


Explicando la figura jurídica de la complicidad correspectiva, el primer tribunal 
colegiado en materia penal del primer circuito, al resolver el amparo en revisión 429/98, 
sustentó tesis que reza: 


“Complicidad correspectiva. Esta forma de intervención prevista en la fracción 
VIII, del artículo 13 del Código Penal, requiere para su acreditación que se demuestre: a) 
una plural intervención de sujetos en la fase ejecutoria de la conducta típica; b) respecto 
de un delito de resultado material; c) que esa intervención sea dolosa; d) de características 
tales que cualquiera de esas intervenciones pudiera haber sido causante o cocausante 
del resultado material; e) imposibilidad de probar quién o quiénes causaron el referido 
resultado material; y además constatar que no existen elementos de prueba que permitan 
establecer un acuerdo previo entre los intervinientes.” 


No puede haber duda de que el caso en examen agota todas las exigencias que 
lista el precedente jurisdiccional que se ha invocado, porque según declaratoria expresa del 
primer grado, hubo intervención de los dos imputados en la fase ejecutiva de la conducta 
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delictuosa, que aparejó el concreto resultado material, consistente en la muerte del 
ofendido; el proceder de aquéllos no puede calificarse sino de doloso, como así se precisa 
en la sentencia rebatida, pues deliberada y conscientemente pretendían causar daño a 
quienes eran sus rivales en la contienda entablada, al punto tal que sobre ellos dispararon 
con armas de fuego, sin que se hubiera podido precisar cuál de ambos causó el referido 
daño resultante. 


Menester es destacar que la complicidad correspectiva se excluye cuando, a 
pesar de colmarse los requisitos de que antes se hace examen, hay prueba que permite 
establecer un acuerdo previo entre los intervinientes, lo que es de todo punto obvio, 
porque si quienes, mediante previo acuerdo, de manera concertada, con planificación y 
preordenación, deciden cometer un cierto delito y llevan a cabo las acciones necesarias 
para consumarlo, de él resultan sus coautores, incluso calificadamente, aunque no pudiera 
identificarse al que produjo el resultado previsto en la ley, lo que quiere decir, que en tales 
casos lo que prevalece es la dolosa vinculación entre los intervinientes para desplegar 
la conducta criminal, que por ello los convierte a todos en sus autores, hipótesis que no 
aparece actualizada en el caso. 
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econocimiento. Si se hace por fotografía y el reconocido se encuentra presente, 
es conculcatorio de garantías fundamentales. 


Hay una razón de índole jurídica, de nivel constitucional, que impediría asumir 
la entrevista de C.B.R. como dato de prueba para sobre él fincar la probabilidad de que 
J.L.C.M. fuera precisamente el individuo al que se refiere como el autor de los mortales 
disparos y que consiste en haberla llevado a realizar un reconocimiento no respecto de 
persona, sino de fotografías, lo que contravino los imperativos contenidos en los artículos 
251, fracción VIII y 252, fracción V, del código nacional de procedimientos penales y, por 
ende, se conculcó el debido proceso que como derecho fundamental consagra el artículo 17 
de la Constitución General de la República. 


Ciertamente, estando el imputado J.L.C.M. detenido a disposición del ministerio 
público en una carpeta de investigación diversa a lo que dio pábulo a la imputación del 
hecho señalado en la ley como delito de homicidio, motivo de la resolución apelada, se le 
cuestionó respecto a si otorgaba anuencia para participar, con otras personas, en acto de 
investigación relativo a reconocimiento, habiéndose rehusado, por lo que quien conducía 
la concerniente al fallo aquí impugnado, acudió a juez de control para recabar autorización 
a efecto de que se realizara reconocimiento, pero no de persona, sino de fotografías, en el 
que fungió como reconocente la testigo C.B.R., la que sin género de dudas señaló en la 
relativa a J.L.C.M., al motociclista que había visto disparar varias veces sobre el pasivo, 
con el mortal resultado habido. 


Ese modo de proceder constituyó un grave yerro de la fiscalía, porque el 
cuadro que se le presentaba hacía observables los imperativos contenidos en los artículos 
251, fracción VIII y 252, fracción V, del código nacional de procedimientos penales. la 
primera de tales disposiciones señala que no requieren autorización del juez de control 
determinados actos de investigación, entre ellos, el reconocimiento de personas, pero el 
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señalado en segundo orden previene la posibilidad de que el que vaya a ser objeto de ese 
reconocimiento se niegue a participar en él, por lo que entonces se requerirá autorización 
previa del Juez, señalando de manera expresa que incluso coercitivamente se realizará el 
reconocimiento cuando aquél se niegue a ser examinado. 


Esas prescripciones legales presuponen la presencia de quien va a ser sometido 
al reconocimiento, lo que es obvio, porque sólo sobre tal condición puede llevarse a cabo; 
si no se está en ese supuesto, cabe entonces que se practique el reconocimiento fotográfico, 
según así lo indica el numeral 279 del Ordenamiento Adjetivo previamente invocado. 


Si en el caso, por lo ya dicho, el imputado J.L.C.M. tan estaba físicamente a mano 
que incluso se negó a ser objeto de reconocimiento, es incontestable que la autorización 
que habría de solicitarse del Órgano Jurisdiccional era para que se le obligara a someterse 
a dicho acto de investigación y no así para que se autorizara un reconocimiento por 
fotografías, que fue lo que incorrectamente se hizo, por lo que es obvio que lo que así se 
obtuvo carece de validez, por violentar preceptuaciones que regían la situación procesal en 
el caso. 
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Resolución de primera instancia 
de oralidad penal 


a causal de sobreseimiento por inocencia del imputado, prevista en el artículo 

327 fracción II del código nacional de procedimientos penales, exige destrucción 

del andamiaje probatorio que lo acusa y no solo contradicción de información 
probatoria. 


La causal de sobreseimiento prevista en el numeral 327 fracción III del código 
nacional de procedimientos penales exige la existencia de datos destructores de la 
acusación, no solo que la contradigan. 


Es decir, los datos de prueba que aporta la defensa en audiencia, con el propósito 
de justificar la hipótesis de sobreseimiento por inocencia del imputado, no es suficiente 
con que se ponga en tela de juicio la información probatoria que sostuvo la vinculación a 
proceso, pues solo se confrontan datos de prueba de cargo versus de descargo, contrario 
a ello implica una necesaria valorización que el juez de control no puede realizar en esa 
fase procesal, toda vez que dicha facultad está limitada al tribunal de enjuiciamiento en su 
resolución final. 


NS 


Noviembre 2019 | Año I | No. 3 | 


Resoluciones de segunda instancia 
del sistema penal para adolescentes 


ompetencia en el ámbito personal de validez de los jueces especializados en 
justicia penal para adolescentes. Debe atenderse a la edad cronológica de la 


persona adolescente al momento del hecho que la ley señala como delito. 


En armonía con la normatividad vinculada al sistema de justicia penal juvenil 
en nuestro país, debe atenderse a la edad cronológica y no a la mental para estar en 
posibilidad de declarar imputable a la persona adolescente, resultando idóneo y pertinente 
en primer término para establecer la edad del imputado el dato de prueba consistente 
en el acta de nacimiento, del cual es viable establecer el grupo etario en el cual se ubica 
atendiendo a su rango de edad, y sólo ante la imposibilidad de contar con el mismo se 
atenderá al informe médico ó bien, bajo la óptica del principio pro persona atender a la 
presunción de la edad por parte de la autoridad judicial. 


Precisamente dicha clasificación etaria es derivada de considerar las 
características especiales que presentan los adolescentes distintos a los adultos, las cuales 
se encuentran relacionadas con su desarrollo cognitivo, emocional y moral. 


En consecuencia es dable afirmar que éstas ya fueron previamente analizadas 
y consideradas para sujetar a una persona al Sistema Integral de Justicia Penal para 
Adolescentes. 


Lo anterior, da sustento además al principio de seguridad jurídica previsto en el 
artículo 16 de la carta magna, puesto que aseverar lo contrario, generaría incertidumbre 
de una variable constante en el desarrollo de la persona adolescente, como es su grado 
de madurez, pues se insiste las características que han servido de base para establecer los 
rangos de edad de las personas adolescentes, por si mismas son modificables a través de 
la voluntad o el trato, a la par de que la infancia es una etapa de constante evolución y 
cambio, por tanto debe corresponderse al concepto biológico conforme al cual la edad se 
computa con el tiempo transcurrido a partir del momento del nacimiento, como lo ha 
sostenido la primera sala de la suprema corte de justicia de la nación al resolver el amparo 
en revisión 805/2016. 
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Criterios de conversatorio jueces 
del sistema integral de justicia 
penal para adolescentes 


udiencia de revisión, procede en suspensión condicional del proceso, a petición 
del asesor jurídico. 


En términos de lo que dispone el artículo 104 de la ley nacional del sistema 
integral de justicia penal para adolescentes y 198 del código nacional de procedimientos 
penales, si el imputado dejare de cumplir injustificada mente las condiciones impuestas o no 
cumpliera con el plan de reparación del daño, se convocará a las partes a una audiencia en 
la que se debatirá sobre la procedencia de la revocación de la suspensión condicional del 
proceso; en relación a ello, se precisa que ello procede a petición del ministerio público o 
de la víctima u ofendido. 


Se estima que si la petición de solicitud de audiencia es de la asesora jurídica, a 
ello se ha de atender, en atención a que atento a lo que prevén los artículos 109 fracción X, 
110 del código nacional de procedimientos penales, la víctima tiene derecho a intervenir en 
todo el procedimiento por si o a través de su asesor jurídico, así como a ser representados 
dentro de la investigación y el proceso por el asesor jurídico; luego entonces si quien 
peticiona la audiencia referida es el asesor jurídico, es evidente la procedencia. 
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o debe tenerse por cumplimentada orden de comparecencia o aprehensión si 
se deja al menor a disposición en el centro de readaptación social. 


Noes dable tener por cumplimentada la orden de comparecencia ode aprehensión 
en contra de un adolescente, si se deja a disposición en el centro de readaptación social; 
pues la naturaleza de dicha orden, es precisamente una forma de conducción del imputado 
al proceso, de donde resulta claro que no se estaría verificando, tan es así que la persona 
estaría a disposición de un juez de adultos. 


Aunado a ello, de conformidad con lo que dispone el artículo 145 párrafo tercero 
del código nacional de procedimientos penales, prevé que los agentes policiales que ejecuten 
una orden judicial de comparecencia pondrán al imputado inmediatamente a disposición 
del juez de control que hubiere expedido la orden, en la sala donde ha de formularse la 
imputación, en la fecha y hora señalada para tales efectos. 


En tal sentido, es evidente que si no se deja a disposición al adolescente en el 
interior de la sala de audiencias, no habrá de tenerse por cumplimentada la orden de 
comparecencia o aprehensión. 
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olicitud para que se emita la evaluación de riesgos procesales para la 
determinación de las medidas cautelares. 


De conformidad con lo que prevé el artículo 72 de la ley nacional del sistema 
integral de justicia penal para adolescentes, la autoridad administrativa tiene entre otras 
atribuciones, la de entrevistar a las personas adolescentes detenidas o citadas a la audiencia 
inicial para obtener sus datos socio-ambientales sobre riesgos procesales y evaluar estos 
para la determinación de las medidas cautelares. 


En tal sentido, cualquiera de las partes puede solicitar a dicha Autoridad 
administrativa, verificar lo anterior, sin que medie para ello la orden del juez de control, 
pues respecto a dicho particular, no existe en la mencionada legislación, limitante alguna 
para las partes. 


Con independencia de lo anterior, y una vez que exista solicitud por el ministerio 
público para que se verifique audiencia de control de detención, al emitirse el auto 
respectivo habría de ordenarse a la autoridad administrativa, que a la brevedad, realice la 
entrevista y emita la evaluación de riesgos procesales correspondiente, previo a que tenga 
verificativo la audiencia mencionada. 


Ahora bien, y para el caso de que el adolescente imputado no se encuentre 
detenido, es entonces en el auto de radicación donde se ordena verificarlo anterior, para lo 
cual evidentemente se señala fecha y hora determinada para que se apersone el adolescente 
ante la referida autoridad, para tal finalidad. 


Se estima que es conveniente agregar en el proveído, que para el caso de que 
el adolescente no se presente, desde luego informe al juzgador, haciéndole así también 
saber que si se hace presente el adolescente en diversa fecha o si se le ingresa al centro 
de internación para adolescente, la encomienda que se le hubiere hecho, desde luego 
continuará vigente, es decir al actualizarse estos últimos supuestos, habrá de entrevistar al 
adolescente y emitir la evaluación de riesgos respectivo. 


F 
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rescripción de las medidas de sanción no privativas de libertad. 


Si bien la ley nacional del sistema integral de justicia para adolescentes no 
establece precepto relativo para determinar la prescripción de aquellas medidas de 
sanción no privativas de libertad y que se encuentran enunciadas en el artículo 155 
fracción 1 de la ley en mención, lo que crea la interrogante ¿prescriben las medidas de 
sanción no privativas de libertad?, cuestión que corresponde al juez de ejecución resolver 
considerando el numeral 179 fracción X y 210 fracción III entendiendo que una causa de 
extinción de la sanción lo es la prescripción. 


Pues si bien el legislador en tratándose de la prescripción de las medidas de 
sanción de carácter privativo de libertad sí estableció las reglas a seguir, empero guardo 
silencio respecto de la prescripción de las medidas de sanción no privativas de libertad, 
entonces obligado se encuentra el órgano jurisdiccional a elaborar la respuesta que habrá 
de considerarse para determinar en qué temporalidad deberán prescribir aquellas medidas 
impuestas en sentencia que no requieren para su cumplimiento la privación de la libertad. 


A efecto de construir el argumento tendiente a resolver la cuestión en cita 
se habrá de partir de lo dispuesto por artículos 10 y 17 de la ley antes mencionada, 
numeral primero en mención que dispone la aplicación supletoria de otras legislaciones 
y el siguiente en lo referente a que ningún adolescente gozará de menos derechos que un 
adulto, entendiéndose que en la legislación creada para adultos sí dispone la posibilidad 
que prescriban las sanciones que no implican una privación de la libertad, luego entonces 
el sentenciado dentro del sistema de justicia penal para adolescentes también debe tener 
a su favor la misma posibilidad, pues además toda persona debe encontrarse dentro de un 
marco de seguridad jurídica. 


Continuando con el planteamiento para determinar sobre la prescripción de las 
medidas de sanción no privativas de libertad determinaremos que tratándose de delitos del 
orden común habremos de acudir a lo dispuesto por el numeral 124 del Código Penal para 
el Estado de Guanajuato, que dispone “si la pena asignada al delito no fuere privativa de 
libertad, la acción penal y las sanciones penales prescribirán en un año”. 
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Lo que además debe relacionarse que para efecto de iniciar la etapa de ejecución 
debe celebrarse la audiencia a que hace referencia el artículo 198 de la ley nacional del 
sistema integral de justicia penal, entonces será a partir de la fecha en que se celebró la 
misma que habremos de iniciar el cómputo de un año para la prescripción de la sanción 
no privativa de libertad, en tanto que para aquellos casos que debido a la no localización 
del adolescente y pese haber agotado los mecanismos legales para lograr la presencia de 
la persona sentenciada el cómputo de un año se iniciará una vez que se tenga la seguridad 
jurídica de no ser posible la localización o presencia del adolescente a la audiencia antes 
señalada. 


Decisión que así se asume considerando que para el inicio de la etapa de 
ejecución en el sistema de justicia penal para adolescentes materialmente inicia con la 
celebración de la audiencia antes indicada, puesto que en ella se aprueba o no el plan 
individualizado de ejecución, el que conforme a su definición dispuesta por el artículo 3 de 
la ley de la materia es para el caso un documento en el que se individualiza al ejecución de 
la medida de sanción y que conforme los numerales 187 y 188 de la misma legislación en 
su elaboración debió participar el adolescente o persona adulta joven sentenciada. 


Así también deberá considerarse que la medida de sanción impuesta conlleva 
un carácter socioeducativo tal como lo señala el numeral 30 de la Ley de la materia y cuyo 
cumplimiento se hace tangible en la etapa de ejecución como así lo dispone el diverso 28 
de la multicitada legislación, lo que lleva a realizar lo legal y jurídicamente posible para 
iniciar la etapa de ejecución, caso en el cual de no lograrse ello, la vigencia de la medida de 
sanción no privativa de libertad no puede permanecer indefinida, por tanto es que se opta 
por su prescripción iniciando su cómputo como ya se dijo una vez agotados los medios 
para hacer presente al sentenciado y que al no ser ello posible se surtirá la extinción de la 
medida de sanción por su prescripción en los términos propuestos. 
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Resoluciones de primera 
instancia de oralidad familiar 


érdida de la patria potestad. Por haber sido condenado por delito grave debe 
atenderse a la afectación que ocasiona en la moralidad del menor de edad para 
decretarla y no a la que se refiere la ley penal. 


El artículo 11 de la ley sustantiva en materia penal del estado de Guanajuato, 
presenta un catálogo de lo que se estiman delitos graves, sin embargo, al referirse a delitos 
graves, el legislador debió considerar esa gravedad en cuanto a la afectación que en la 
moralidad del menor de edad pudiera irrogarle la cercanía del sentenciado de que se trate; 
por tanto, lo grave del delito que constituye la condena, debe centrarse en la influencia 
perjudicial de la conducta del sentenciado en la moral del menor, atendiendo no a la 
gravedad a que se refiere la ley penal, sino a la naturaleza del delito o delitos, esto para 
así determinar si la convivencia con el sentenciado, puede resultar determinante e incidir 
en el futuro del menor de edad y decretar, de manera casuística lo que más convenga 
para la para la educación y moralidad de dicho infante. Por lo que aun y cuando se haya 
comprobado la comisión del ilícito con base en los elementos del tipo penal ante el juez 
competente para así determinarlo, el juzgador que deba decidir respecto de la pérdida de 
la patria potestad no puede basar su conclusión tomando en cuenta el análisis del ilícito 
con los elementos que tomó el juez penal, pues los elementos para una sanción civil que 
condene a la pérdida de la patria potestad son distintos, ya que se tiene que dilucidar si 
el progenitor ha sido falto a su obligación de cuidado y búsqueda del bienestar del menor, 
así como, si falló en su obligación de cuidado y respeto por el desarrollo y bienestar moral, 
educativo, y patrimonial de los hijos. 


ed 
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ndemnización compensatoria. Carga de la prueba para determinar su procedencia, 
juzgando con perspectiva de género. 


Corresponde a quien deba darla la carga de la prueba a fin de desvirtuar 
la aseveración de quien la solicita de que se dedicó durante el matrimonio 
“preponderantemente” a las labores del hogar, y en su caso al cuidado de los hijos, 
aplicando la herramienta de impartir justicia con perspectiva de género, que implica juzgar 
considerando las situaciones de desventaja que, por cuestiones de género discriminan 
e impiden la igualdad a fin de reconocer los derechos de la mujer a una vida libre de 
violencia y discriminación y de acceso a la justicia en condiciones de igualdad, siendo 
un hecho innegable que nuestro país atendiendo a los roles de género, la mayoría de las 
mujeres se dedican principalmente a los quehaceres propios del hogar, así como al cuidado 
y educación de los hijos, lo cual las limita de desarrollarse profesional o laboralmente y se 
reduce notablemente la obtención de ingresos en comparación con los del marido que se 
desarrolló profesional o laboralmente. 


NS 
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ndemnización compensatoria. Deben considerarse los derechos parcelarios del 
cónyuge que deba darla para efecto determinarla. 


Considerando que los ejidatarios pueden adoptar el domicilio pleno de 
sus parcelas y adquirir la propiedad sobre las mismas, para dejar de estar sujetas al 
régimen ejidal y pasar al régimen de propiedad privada regida por el derecho común, de 
conformidad con el artículo 82 de la ley agraria y pasar a estar dentro del comercio, lo que 
de ninguna manera afecta al ejido. si bien los ejidatarios tienen la facultad de enajenar 
sus derechos parcelarios a otros ejidatarios o avecindados del mismo núcleo de población 
como lo establece el artículo 80 de la citada ley, cuando se adquiere el dominio pleno puede 
enajenarse a un tercero, lo cual permite que pueda venderse incluso en subasta pública 
para el pago de la indemnización compensatoria en los casos de divorcio que establece el 
artículo 342-a del código civil del estado de Guanajuato. 
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Histórico de lógicas 
Sobre delito continuado' 


Distinción entre concurso real y delito continuado. Quinta sala penal.- Toca número 
153/1979.-Magistrado:Angel Martínez Inda. 


En realidad, es uno solo el agravio formulado por el fiscal aunque se expresen 
diversas razones con la pretensión de explicarlo y funda mentarlo; el fondo del problema 
que plantea consiste en afirmar que en la especie se da un concurso real de delitos, en los 
términos de los artículos 28 y 30 del código penal de actual vigencia, porque el inculpado 
cometió el mismo delito de extorsión que define el artículo 291 del propio Ordenamiento 
en cinco ocasiones diferentes y en perjuicio de diversos pasivos, por lo que, afirma, debe 
acumularse la sanción que corresponde a cada uno de dichos ilícitos; de tal criterio, deduce 
que la a-quo inaplicó dichos preceptos y que se fundamentó erróneamente en el artículo 
30,fracción V del mismo Código, que contempla uno de los casos en que se declara te el 
concurso por darse la hipótesis de absorción o consunción de una figura en otra, porque se 
comprenden en una sola, valorativa descripta mente en sus elementos; concluye el apelante 
que por esta razón, aún aceptando, sin conceder, que la peligrosidad del inculpado fuera 
mínima, no procedería, merced a la acumulación de penas, la concesión del beneficio de la 
condena condicional que se otorgó en la sentencia impugnada. Respecto a tales argumentos, 
es cierto que la Juez de Primer Grado aplicó inexacta mente el artículo 30 del Código Penal, 
fracción V, pues no se da en el caso el supuesto jurídico de consunción o absorción al que 
dicha fracción se refiere, pues ésta alude a figuras típicas distintas que llegan a identificarse 
porque una comprende valorativa o descriptivamente los elementos de la otra y se produce 
en casos en que tal absorción o consunción opera “de medio a fin (uso documento falso y 
fraude), de peligro o daño (disparo de arma de fuego y lesiones), de menos a más (homicidio 
y parricidio), etcétera, casos en los que la absorción opera de la menos grave a la más grave, 
sancionándose sólo esta (exposición de motivos del actual Código Penal), situación que no 
se da en la especie repetimos pues en ningún momento concurren figuras delictivas diversas 
en las que se produjera el fenómeno de la absorción, sino una sola figura típica definida 
como extorsión por el artículo 291 del propio Código a que antes se hizo afusión; sin 
embargo, el aserto del Fiscal resulta irrelevante en el caso que estudiamos, pues a pesar de 


1 Las tesis fueron recabadas por la Lic. Fátima Ivette López Vázquez, Encargada de la biblioteca del 
Poder Judicial de Guanajuato. 


y 


Noviembre 2019 | Año | | No. 3 | 


lo infundado del razonamiento del Juez en que pretende fundar su sentencia, tampoco es 
el caso de aplicarlos artículos 28 y 30 del Código Penal que considera violados el recurrente, 
ya que no estamos en presencia de un concurso real como él lo pretende, pues aunque 
aparentemente la literalidad del primero de dichos preceptos le daría la razón al definir 
dicho concurso como la comisión de delitos ejecutados en actos distintos”, basta analizar 
los medios comisivos emplazados por el acusado, “su unidad de intención, criterio de 
identidad objetiva de la conducta y unidad de resolución” (exposición de motivos antes 
señalada), para comprender que la realidad de lo acontecido nos coloca frente a la hipótesis 
definida en el artículo 14 del Código Penal como delito continuado, independientemente 
de que los sujetos pasivos sean diversos (pues la identidad del pasivo para configurar tal 
delito sólo se requiere en lesiones o agresiones contra la vida, la salud, el honor, la libertad 
y la honestidad de las personas)? y que los actos constitutivos del mismo se hubieren 
verificado en diferentes ocasiones; bien es verdad que la distinción en casos como el 
presente, entre concurso real y delito continuado, es sutil y motiva duda y discusión , pero 
profundizando en la conducta del agente, en la observación de su finalidad, en el empleo de 
los dos o medios comisivos, esto es en lo que la doctrina califica como “criterio de identidad 
objetiva, unidad de la lesión JURIDICA (no personal) y unidad de resolución”, como se hizo 
notar en líneas precedentes, encontramos la pauta para establecer la diferencia entre una 
y otra de las hipótesis a que antes aludimos, entre concurso de delitos y delito continuado 
(en el que, obviamente, por ser uno solo, no hay posibilidades de concurso), demostración 
que sólo se obtiene a posteriori, en cada caso, mediante juicios de valor que debe formular 
el Juzgador, analizando todas las constancias pertinentes de autos de las que pueda 
desprender un criterio fundado, razonable, que 10 capacite para resolver el problema que 
se le plantea. No resulta ocioso invocar en apoyo de nuestra idea los de la doctrina en nos 
que se inspira: Fernando dice sobre el particular “Clasificación de los delitos...Continuado. 
En este delito se dan varias acciones y una sola lesión jurídica. Es continuado en la 
conciencia y discontinuo en la ejecución... Se dice que el delito continuado consiste en: lo.- 
Unidad de resolución; 2o.-Pluralidad de acciones (discontinuidad en la ejecución); y, 3o.- 
Unidad de lesión jurídica. Como ejemplo puede citarse el caso del sujeto que decide robar 
veinte botellas de vino, para no ser descubierto, diariamente se apodera de una, hasta 
completar la cantidad propuesta...El concurso de delitos.-...Pluralidad de acciones y unidad 
de resultado.- Una conducta reiteradamente delictuosa, puede lesionar el mismo bien 
titulado por el derecho. Las acciones son múltiples para una sola lesión jurídica. Se habla 
entonces del delito continuado. Recuérdese que es continuado en la conciencia y 
discontinuo en la ejecución. Consiste en unidad de resolución, pluralidad de acciones y 
unidad de ataque jurídico...En el delito continuado son varias las acciones emanadas de la 
misma resolución (diversos adulterios con una persona, robar determinados bienes 
mediante acciones repetidas) .. (Lineamientos Elementales de Derecho Penal. Editorial 
Porrúa, S.A., Séptima Edición. 1973). Por su parte, Carranca y Trujillo trata el tema como 
sigue en lo conducente: “Pluralidad de acciones y un solo resultado: el delito continuo.- 
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Cuando hay pluralidad de acciones parciales que concurren entre todas a integrar un solo 
resultado también el delito es uno solo y se denomina continuo...El hecho que lo constituye 
se integra con acciones plurales procedentes de la resolución del sujeto y con violación del 
mismo precepto legal,Delito continuo es una repetición de actos criminosos constitutivos 
del delito y distintos entre sí, pero unidos en una sola conciencia delincuente porque van al 
cumplimiento de un mismo propósito criminoso uno solo (Pessina, porque citado la 
resolución por Carranca)...Es subjetiva mente uno solo por la resolución es única, único el 
dolo y desde el primer instante se tiene la representación de las acciones sucesivas, único 
objetivamente porque no importa que la cosa que se quiera obtener se obtenga en una sola 
vez o en varias sucesivas (Alimena)...Para Mezguer los elementos del delito continuo son: 
unidad del tipo básico y del bien jurídico lesionado, la homogeneidad en las formas de 
ejecución, una conexión temporal adecuada; y en los ataques contra bienes eminentemente 
personales - vida cuerpo, honor, libertad y honestidad- también identidad de la persona 
ofendida...IA esencia del delito continuo la constituye una pluralidad de acciones 
perfectamente diferenciadas las unas de las otras en orden al tiempo y que sin embargo son 
valoradas jurídicamente como una unidad...en nuestro derecho no procede la acumulación 
de sanciones cuando los hechos constituyen un delito continuo”... (Derecho Penal 
Mexicano, Parte General. Tomo II. Sexta Edición. Antigua Librería Robrado. 1964). En 
términos similares se formulan los comentarios respectivos en el Código Penal Comentado 
del Estado de Guanajuato, de los señores Abogados Cardona Arizmendi y Ojeda Rodríguez. 
Creemos que en las reflexiones doctrinarias que anteceden se encuentra la clave que nos da 
la solución adecuada en el caso a estudio, de acuerdo con el criterio que al efecto se expuso; 
y, repetimos, no es obstáculo para insistir en él, el afirmar que en el caso que nos ocupa los 
ofendidos fueron personas diferentes y que, por lo mismo, también sería diversa, no única, 
la lesión, pues si atendemos a los argumentos transcritos y la propia definición de nuestro 
Código respecto al delito advertimos que la identidad del pasivo sólo se exige cuando las 
distintas acciones o conductas agreden a la vida, honor, libertad y honestidad, por lo que, a 
contrario sensu, no tratándose de la afectación a tales valores tutelados por el derecho y 
que son eminentemente personales, los sujetos pasivos pueden varios, por eso la doctrina 
se refiere a una sola lesión como ya lo hicimos notar, lo que implica que se viola “un solo y 
mismo precepto legal”. (Adviértase en este proceso, la conducta del acusado; llamadas 
telefónicas anónimas, ostentación de ser activista, amenaza idéntica en cuanto a daños a 
familiares y bienes, el mismo tipo de instrucciones para el depósito del dinero, señalamiento 
de lugares de cierta especificación para tal entrega (Parroquia o Catedral) ; motivación o 
finalidad: comprar un coche y ropa; causa u origen de la conducta: haberlo visto en una 
película (fojas 14 frente) todo lo cual nos convence como antes se dijo, de la “unidad de 
intención, criterio de identidad objetiva unidad de resolución” a que alude nuestro Código) 
Consecuentemente, siendo infundado el agravio del fiscal y no habiéndose formulado por 
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éste consideración alguna sobre la peligrosidad del agente, lo que nos impide reflexionar 
sobre el tema y aumentar la sanción impuesta, y por lo mismo, hacer estimación alguna 
sobre la condena condicional concedida al inculpado, es de confirmarse la sentencia 
recurrida.? 


Delito continuado, previsto en el artículo 10, tercer párrafo, del código penal del 
estado de Guanajuato. Se actualiza sólo en los casos de delitos cometidos dolosamente 
y no de aquellos de realización culposa. 


Conforme a la disposición contenida en el párrafo tercero del artículo 10 del 
Código Penal del Estado de Guanajuato, para que un delito sea continuado, se requiere de la 
concurrencia, entre otros factores que ahí se describen, de la unidad de propósito delictivo 
en quien tenga el carácter de sujeto activo. Lo anterior significa que éste, al ejecutar el 
primero de los actos ilícitos, tiene ya la intención de llevar a cabo los futuros hasta alcanzar 
su finalidad; por lo tanto, el delito llamado continuado sólo puede actualizarse cuando es 
cometido dolosamente, y no cuando se ejecuta culposamente, pues es en el primer caso 
cuando el agente delictivo actúa queriendo la realización del hecho legalmente tipificado 
o lo acepta, previéndolo al menos como posible, en términos del artículo 13 del mismo 
ordenamiento legal citado, y así puede sostenerse entonces, en su caso, que una persona 
tiene unidad de propósito ante una pluralidad de conductas cometidas por ella que violen 
un mismo precepto legal. 


Criterio sustentado por la Cuarta Sala Penal unitaria del Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado de Guanajuato, en la resolución pronunciada el 19 de junio de 2015 en 
el toca número 109/2015, formado con motivo del recurso de apelación interpuesto por 
el Ministerio Público en contra del auto dictado el 8 de mayo de igual año por el Juzgado 
de Partido en materia Penal de la ciudad de San Miguel de Allende en el proceso penal 
16/2015.* 


2 Consultable en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. Octubre, 1980. 
Núm 6; pp. 14a 18. 


3 Consultable en Boletín Jurídico. Noviembre 2015. Núm. 6; pp.12 y 13. 
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Sobre concurso aparente de 
normas * 


Robo y daños.- Concurso aparente de delitos. Primera Sala penal.- Toca 128/980.- 
Magistrado Miguel Valadez Reyes. 


El análisis de las pruebas personales referidas en los párrafos que proceden, 
permite concluir que en el caso está probado que el agraviado construyó una cerca de 
alambre de púas, sostenida en postes de madera , en terrenos que afirma son de su propiedad 
y que los acusados adecuen corresponden a la sucesión respecto de la cual tienen derechos, 
así como que estos últimos , ante la negativa de aquel de quitar el cercado construido, 
procedieron por su cuenta a destruirlo, utilizando pinzas y otras herramientas, para 
después llevarse consigo postes y alambrado , que depositaron en la casa de su trabajador 
.- Los hechos así planteados , para los efectos de su tratamiento jurídico , han de ubicarse 
dentro de la hipótesis típica del delito de robo , a que se contrae el artículo 265 del Código 
Penal, porque con independencia de que la cerca se hubiese construido en terrenos que 
no son de la propiedad del afectado, lo que está por determinarse, los propios inculpados 
admiten que aquél fue quien con sus propios recursos la erigió, de donde se sigue que 
en lo que respecta a los componentes materiales de la valla, se encontraban dentro de la 
esfera patrimonial de la víctima, por lo que era esta quien podía ejercer sobre ellos actos de 
disposición, esto es, de dominio de suerte es que si los inculpados destruyeron el cercado y 
sus actitud no se limitó a esto sino que además se llevaron consigo tanto los alambres como 
los postes de madera con que se había construido, esto es, quebrantaron la posesión del 
agraviado e hicieron ingresar a su esfera patrimonial bienes muebles que les eran ajenos, 
sin contar desde luego con el consentimiento de persona legítimamente autorizada para 
darlo, incuestionable es que se reúnen todos y cada uno de los elementos que integran la 
figura típica, lo que queda así acreditado al tenor de lo dispuesto en el artículo 158 del 
Código de Procedimientos Penales.- No puede decirse lo mismo en cambio del delito daños 
que tuvo también por justificado el A quo en su resolución, porque en esta se pasa por alto 
lo dispuesto en el artículo 32, fracción V, dispositivo que tiene perfecta aplicación al caso, 
porque si bien es cierto que formalmente la conducta de los inculpados se adecúa a dos 
diferentes hipótesis típicas, como son la de robo y la de daños, no menos verídico es que el 
concurso de esas normas es solamente aparente, habida cuenta que se trata de una misma 
conducta que no puede castigarse repetidamente , so pena de vulnerarse el principio non 
bis in ídem, rector de las decisiones en materia penal y como la destrucción del cercado 


4 Recabadas por la Lic. Fátima Ivette López Vázquez, Encargada de la biblioteca del Poder Judicial 
de Guanajuato. 
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solo sirvió de medio necesario para que los activos pudieran apoderarse de los materiales 
de que estaba construido y hacerlos ingresar a su patrimonio, inconcuso es que el daño 
queda absorto valorativamente por el robo, que es por eso la única infracción que puede 
declarase existente, habida cuenta de lo cual procede modificar en este aspecto el fallo que 
se analiza y decretar en favor de los inconformes su libertad con las reservas legales en lo 
que concierne al mencionado ilícito de daños.* 


Concurso aparente entre robo y asalto.- Concurso real entre robo y lesiones.- Sexta 
Sala Penal.- Toca Numero 135/981.- Magistrada: Ma. de Lourdes Vélez Moreno. Con 
independencia de lo que hasta aquí se ha expuesto, con motivo de los agravios expresados 
por el Ministerio Público que, a juicio de la suscrita, son parcialmente fundados, el fallo que 
se revisa deberá modificarse. 


Desprendiéndose del sumario que el empleo dela violencia por parte delos activos 
sobre el chofer del taxi fue el medio de que se valieron para despojarlo de sus pertenencias 
y apoderarse del automóvil, la relación de medio a fin entre dicha circunstancia y el robo 
cometido, en que se apoye el inferior para determinar la absorción de las lesiones y el 
asalto que también se imputaron a los acusados, al robo, es patente, pero no todos esos 
delitos guardan una relación lógica valorativa que los haga incompatibles y determine la 
imposibilidad de su concurso. 


Aunque todos los aspectos de un comportamiento converjan hacia una misma 
meta delictiva, la relación de medio a fin que exista entre dos figuras típicas no siempre da 
lugar a la consunción del delito medio por el delito fin, esto solo se produce, de acuerdo 
con la regla contenida en la fracción V del artículo 32 del Código Penal, que el inferior 
no invoco de modo expreso pero indudablemente inspiro su decisión, cuando existe 
identidad o asimilación entre los bienes jurídicos que respectivamente protegen, es decir, la 
absorción no es solo teleológica sino esencialmente valorativa es por ello que únicamente 
puede operar de la menos grave a la más grave y sancionarse solo esta. 


Ahora bien, elemento constitutivo del delito de asalto es el uso de la violencia 
ejercida sobre una persona en paraje solitario o en un lugar despoblado, pero como en 
la especie este fue realizado con el fin de perpetrar un robo, la conducta de los acusados 
encuadra más adecuadamente en el robo con violencia que, por tutelar además del 
patrimonio, la libertad individual, encierra el desvalor delictivo que contiene el asalto y, 
por lo tanto, lo consume y siendo esta la figura exactamente aplicable el caso, es la única 
que debió entrar en función descartándose el concurso entre los tipos antes mencionados, 
que no puede ser afirmado solo porque la agravación correspondiente no haya sido 
aplicada lo cual es imputable el Ministerio Publico que no precise en sus conclusiones dicha 
calificativa ocasionando con ello que a los acusados se les sancionase por robo simple. 


3 Consultable en Boletín del Supremo Tribunal de Justicia en el Estado de Guanajuato. Octubre 1980, 
Número 6; PP. 4 y 5. 
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Pero si una relación valorativa puede ser afirmada entre los delitos de salto y 
robo, no sucede lo mismo entre esta figura y la de lesiones que el Código Penal prevé en 
su artículo 206 cuya existencia fue plenamente acreditada en el caso con la fe ministerial y 
el dictamen médico legal relativos a las que presento el agraviado ya nombrado porque si 
bien la circunstancia calificativa de violencia hace que el robo simultaneársete proteja la 
libertad individual, habiéndose causado lesiones al pasivo de la conducta, resulto afectado 
un diverso bien jurídico: el de la salud personal, no asimilable ni al patrimonio ni a la 
libertad puesto que no se trata de bienes que pertenezcan a una misma categoría, cuya 
afectación rebasa una mera circunstancia ejecutiva y hace efectivo el concurso. 


Sintetizando lo anterior, el que se haya hecho uso de la violencia sobre una 
persona para consumar el robo constituye el tipo complementado y agravado de robo con 
violencia, que capta la lesión especifica que implica la violencia para la libertad individual 
por lo que necesariamente opera la consunción entre el delito de asalto como medio y el de 
robo, que era el fin perseguido por el sujeto, pero en cuanto el empleo de la violencia afecto 
un diverso bien jurídico, el ámbito de la agravante fue rebasado e integra otro delito: el de 
lesiones. En boletín del supremo tribunal de justicia del estado de Guanajuato. Octubre- 
Noviembre de 1981. No. 12; pp. 348-349. 


Concurso aparente entre despojo y falsificación de documentos.- Segunda Sala Penal.- 
Toca número 283/979.- Magistrado: Mariano González Leal. 


Si, en efecto, existió simulación de un contrato de arrendamiento entre los 
coacusados, la falsedad de tal contrato no constituye un delito autónomo, toda vez que no 
agoto en sí mismo una hipótesis delictuosa, sino que fue el medio engañoso mediante el 
cual las coacusados se posesionaron materialmente de un inmueble ajeno, de lo que resulta 
que la conducta que se pretende tipificar como delito autónomo no fue sino el medio 
comisivo para la integración del delito de despojo. Y en estas circunstancias, considerar 
integradas las dos hipótesis delictuosas, siquiera sea en la forma provisional necesaria para 
la procedencia de la orden de aprehensión en los términos del artículo 16 Constitucional, 
implicaría necesariamente la conculcación de lo dispuesto por la fracción 1 primera del 
artículo 32 del Cédigo Penal, en virtud de que la simulación del contrato tantas veces 
señalado fue elemento constitutivo del delito de despojo por el que si se dictó orden de 
aprehensión en contra del indicado, en virtud de lo cual no es posible jurídicamente ya 
la luz del dispositivo invocado, considerar integradas con una sola conducta dos figuras 
delictuosas diversas. En boletín del supremo tribunal de justicia del estado de Guanajuato. 
Diciembre 81- Enero 82. No. 13; pp. 8-9. 


Imposibilidad de concurso entre encubrimiento y falsedad en declaraciones judiciales 
e informes dados a una autoridad.- Sexta Sala Penal.- Toca número 71/982.- Magistrado: 
Ma. de Lourdes Vélez Moreno. 


DS 
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Los agravios expresados son fundados pero inoperantes pues por motivos 
diversos a los que tuvo en cuenta el Inferior la Soltura que decreto en favor de A. M. 
L. habrá de mantenerse firme.- Por ser el procedimiento una serie de actos referidos a 
la investigación de delito y de sus autores a fin de hacer factible la aplicación de la Ley 
Penal a un caso concreto, si A. M. L., presentándose de motu propio ante el Agente del 
Ministerio Publico investigador se dijo manejador del automóvil con el que, la mañana 
del 17 diecisiete de diciembre del año próximo anterior, en la calle salida a San Juan de 
León, Gto., fueron atropelladas y muertas cuatro personas y causados daños a diversos 
vehículos, sin que esto correspondiese a la verdad pues según fue establecido con pruebas 
posteriores el conductor de esa unidad era persona distinta, es cierto que con ello afecto 
el procedimiento en cuanto, como se alega, lo que este persigue es el establecimiento de la 
verdad y la identificación del culpable para que el Órgano Jurisdiccional este en aptitud de 
reprimirlos.- Por otro lado, si bien como una derivación del principio de que nadie puede 
ser compelido a declarar en su contra, quien declara como indiciado en una Averiguación 
Previa o ya como acusado ante el Juez, puede mentir impunemente porque su falsedad 
queda bajo el derecho de defensa, la conducta de quien comparece voluntariamente 
ante la autoridad investigadora diciéndose autor de determinado hecho delictivo con el 
único y exclusivo propósito de entorpecer las investigaciones desviándolas del verdadero 
responsable, no queda amparada bajo ese derecho porque entonces no se miente para 
evadir la propia responsabilidad sino que se trata de una falsa confesión que se vierte para 
encubrir a otro.- Sin embargo, pese a su innegable carácter ilícito, la falsedad con que A. 
M. L. se condujo al declarar, primero, ante el agente del Ministerio Publico y luego ante el 
Juez de los autos, no cobra entidad delictiva autónoma al ser solo acciones consumativas 
del ENCUBRIMIENTO por el que se motive Formal Prisión. Aunque captada por tipos 
penales diferentes, su conducta produjo una sola afectación jurídica, ya que ambas figuras 
tutelan el mismo bien, por ello, no podrían ser simultáneamente aplicadas sin violación 
del principio “Non bis in idem” en respeto del cual solo es operante el tipo que en el orden 
lógico puede ser tenido como fin y, en este sentido, la falsedad del acusado en las diversas 
declaraciones que rindió ante Autoridades en ejercicio de sus funciones, queda consumida 
en el ENCRUBRIMIENTO, de suerte que la decisión del Inferior de decretar Soltura en 
favor del referido inculpado respecto a1 delito de FALSEDAD que también se le impute, 
aunque incorrecta en sus razonamientos, es finalmente eficiente y debe ser confirmada. En 
boletín del supremo tribunal de justicia del estado de Guanajuato. Junio — Julio 1982. No. 
16; pp. 230-231. 


66 Lex Semper loquitur 99 
(El derecho siempre habla) 


Bartolo de Sanseferrato 
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Segunda sección 
Casos y cosas de derecho 


Casos y cosas de derecho, se ocupa 
de diversos temas de actualidad 
jurídica o relacionados. 
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En los 195 años del Poder 
Judicial de Guanajuato” 


] Dr. Mariano González Leal* 


Señores... 


La celebración de un aniversario, sobre todo de un aniversario poco menos 
que bisecular, impone una profunda reflexión y un análisis honesto y concienzudo sobre 
el cumplimiento de los objetivos planteados por quienes sentaron las bases de esta noble 
institución, que pervive hoy, a través de los años, engarzada firmemente al carro de la 
historia. 


El Supremo Tribunal de Justicia de Guanajuato cumple apenas -apenas- ciento 
noventa y cinco años de su fundación. Una celebración de esta naturaleza no puede 
pasar desapercibida cuando la línea de conducta de quienes la integran sigue siendo, por 
fortuna, a pesar de los tiempos que corren y de los vientos que soplan, mayoritariamente 
vertical y ejemplar para otras regiones y comarcas del País, no menos que profundamente 
comprometedora y vinculante para quienes tienen el honor de integrarlo. 


La impartición de justicia es la función más alta que el ser humano puede 
desempeñar, porque —como numerosas veces lo señalé en el ejercicio de la función pública y 
en el aula bien amada de nuestra Universidad-, no obstante que en las profundidades de mi 
entraña -lo digo con plena sinceridad-, nunca me sentí digno de tales encomiendas; porque, 
decía, es el ejercicio de una función que constituye nada menos que un atributo divino. 
Juzgar a nuestros semejantes, es, sín duda, la mayor responsabilidad y el más trascendente 
compromiso que se puede tener en la existencia. 


Del correcto ejercicio de la función jurisdiccional depende la convivencia justa, 
pacífica y respetuosa de la persona humana dentro de las normas sociales elevadas a preceptos 
jurídicos. Por lo tanto, el conocimiento de la técnica del derecho, pero nunca aislado, sino 
invariablemente fundamentado en la ética, en los principios y los valores humanos, se torna 
una prioridad absolutamente trascendental. 


Discurso pronunciado el 28 de junio del 2019 en el 195 aniversario del Supremo Tribunal 
de Justicia del Estado de Guanajuato en el auditorio Miguel Hidalgo, de esta Institución. 


Xx Magistrado en retiro del Poder Judicial de Guanajuato. Notario público No. 1 en la ciudad de 
León, Guanajuato. Licenciado en derecho por la Universidad de Guanajuato. Doctor en derecho 
penal y criminología por la Universidad de Roma en Italia. 
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No obstante el torrente de ideas pragmáticas y disolventes que hoy destruyen al 
mundo, en Guanajuato no hemos olvidado que hemos recibido de nuestros mayores un poder 
judicial mayoritariamente sano, noble y fuerte en un Estado consciente de sus tradiciones, pero 
a la vez maduro y moderno. Guanajuato es un Estado que valora plenamente la herencia de 
bien que supieron legarnos nuestros padres y nuestros maestros, y de ella, una de las partes más 
valiosas es, sín duda, una administración de justicia que sirve a la ciudadanía y que no se sirve de 
ella; una impartición de justicia capaz de salvar su propia responsabilidad histórica trasmitida 
a través de los valores éticos y axiológicos fundamentales frente al embate del utilitarismo, de la 
apetencia estrictamente material y del relativismo corrosivo, ayunos de todo valor espiritual. 


Esta noble institución ha logrado, gracias a la labor conjunta de sus integrantes, 
su plena evolución y actualización tecnológica, sín sacrificar su esencia ni su axiología. Con 
verdadero orgullo y satisfacción hemos sido día a día, en nuestro caso desde el ejercicio de la 
función notarial, testigos presenciales de la altura técnica y jurídica, pero sobre todo moral, con 
que se conducen habitualmente nuestros juzgadores. 


La Patria atraviesa tiempos difíciles, y Guanajuato es parte de la Patria. No puede 
substraerse a los tiempos procelosos que por doquier nos acosan. Pero la manera como el 
Poder Judicial los ha enfrentado reafirma nuestra convicción de que la función jurisdiccional 
guanajuatense ha sido un elemento fundamental para construir una Patria más noble y más rica, 
a pesar de los pesimismos que no sin lamentable razón, todavía sobreviven en quienes se niegan a 
sí mismos la esperanza de la redención. 


La trascendencia de los ideales de la administración de justicia en nuestra hora debe 
basarse en ofrecer soluciones cristianas, eficaces y justas, que admitan parangón, con ventaja, 
con los sistemas más modernos en la tecnología y en el orden social, pero que conserven los bienes 
espirituales y morales heredados de las nobles civilizaciones de las que procedemos. 


La vocación de nuestros jueces debe seguir, como hasta hoy, procurando una estructura 
robusta y actual; unos instrumentos de acción eficaces y una fe capaz de responder firmemente 
y con verdad al prevaricato, al utilitarismo y a la traición. Queremos todo ello para salvar, de 
verdad, las esencias de la convivencia social, que debe tender a la rectitud plena e indubitable, por 
encima de intereses inconfesables. 


Queremos seguir teniendo un Poder Judicial compuesto por hombres que, como decía el 
inconmensurable ideólogo don Juan Vázquez de Mella, tengan cada uno de ellos su propio poder 
Judicial: el poder judicial de la insobornable conciencia. 
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La función jurisdiccional es presente y es futuro con el recuerdo y la incorruptible 
exigencia del pasado, en el que revolotean incansablemente los ejemplos y las palabras de nuestros 
maestros inolvidables. Se ha forjado golpe a golpe sobre el yunque de la insensibilidad y del 
indiferentismo. Jamás ha olvidado el repertorio axiológico que se hereda y que no se improvisa, ni 
el ansia imperativa de no traicionar jamás la esencia de lo que constituye uno de los tesoros más 
apreciables que nos han sido legados. 


Una figura política de la España de hoy ha dicho, con profunda sensibilidad, palabras 
más, palabras menos: Así como cuidamos los afectos, las amistades, los amores, tenemos qué 
cuidar las instituciones, porque las instituciones son la estructura de paz que permiten la vida 
social. 


Y otra figura española, sombra luminosa de la nueva Castilla de la Mancha, dictó hace 
siglos la norma de conducta: “Si la vara de la justicia tiembla en tu mano, que sea por el peso de 
la misericordia, pero nunca por el de la dádiva” 


Agradezco profundamente a la señora magistrada Claudia Barrera Rangel, Presidenta 
del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo Jurisdiccional, su generosa gentileza al hacerme 
el honor de invitarme a dirigir estas palabras a los integrantes del amado y admirado Poder 
Judicial de Guanajuato. Evoco hoy, con profunda emoción, una parte entrañable de mi vida, 
y me reencuentro con tantos y tantos rostros que siempre respeté porque siempre supieron ser 
respetables, y porque han sabido hacer valer invariablemente los principios que nutren y han 
nutrido su existencia. 


Conservar impoluta y digna la imagen de la función jurisdiccional guanajuatense es 
el reto, pero es también la piedra angular de la esperanza. 


Y sobre todo, es el irrenunciable compromiso con nuestros mayores y las generaciones 
que habrán de sucedernos. 


Muchas gracias. 
Guanajuato, 28 de junio de 2019 
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La independencia judicial como 
derecho humano y su conflicto 
con la obligatoriedad irrestricta 
de la jurisprudencia 


Michael Rolla Negrete Cárdenas* 


Resumen: El objetivo del presente trabajo es exponer algunas razones por las que el sistema 
actual de obligatoriedad de la jurisprudencia en México, puede llegar a ser incompatible con la 
independencia judicial de los juzgadores, lo cual, termina por incidir en el derecho humano a ser 
juzgado por un tribunal independiente. 


Palabras clave: Independencia judicial interna, obligatoriedad irrestricta de la jurisprudencia, 
derechos humanos. 


Abstrac : This paper exposes some reasons why the current system of compulsory jurisprudence 
in Mexico may become incompatible with the judicial independence of the judges, which ends up 
influencing the human right to be judged by an independent court. 


Keywords: Internal judicial independence, unrestricted obligation of jurisprudence, human righ 


Sumario: Introducción. Il La independencia judicial: derecho humano y obligación 
constitucional. II. La jurisprudencia: su naturaleza y su papel en el sistema jurídico mexicano. 
III. La falibilidad de la jurisprudencia. IV. Independencia judicial versus observancia irrestricta 
de la jurisprudencia. Conclusión. Bibliografía. 
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Introducción 


Recientemente, con motivo de la transición en la presidencia del máximo tribunal del 
país, su nuevo titular, el Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, se ha pronunciado 
enfáticamente sobre la necesidad de que el Poder Judicial de la Federación preserve 
su independencia. El Ministro presidente, ha explicado que la independencia judicial 
comprende tanto a la institución en su conjunto, como a las decisiones de cada juez en 
lo particular, que deben someterse en todo momento a la Constitución, al margen de 
cualquier otro tipo de presiones o interés de naturales política, personal o corporativa. 
La preocupación del titular de la Suprema Corte de Justicia de la Nación no es baladí, 
pues el deber de independencia de los jueces tiene como reflejo la garantía del derecho 
humano de toda persona a ser juzgadas por un tribunal independiente. 


En el presente trabajo se plante la existencia de un riesgo a la independencia 
judicial generado al interior de la propia institución debido al sistema de obligatoriedad 
irrestricta de la jurisprudencia. 


Oportuno resulta aclarar que aquí no se pretende analizar la cuestión sobre 
la conveniencia o inconveniencia de que el sistema jurídico conceda vinculatoriead 
formal a la jurisprudencia, ni si tal sistema es per se, nocivo para la independencia 
judicial. Lo que el presente trabajo pretende, es visibilizar un problema concreto del 
régimen de obligatoriedad de la jurisprudencia, específicamente en el contexto de un 
Estado constitucional de derecho, en el que los jueces tienen una posición diferenciada 
en cuanto a su obligación de hacer prevalecer la protección más amplia a los derechos 
humanos por encima de cualquier disposición normativa que pueda haber en contra 
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La independencia judicial: derecho 
humano y obligación constitucional 


Es generalmente aceptado, que a partir de las reformas constitucionales del 6 y 10 de julio del 
2011, en México opera un modelo de Estado Constitucional de Derecho en el que la tutela de 
los derechos humanos es la piedra angular del sistema jurídico. 


Así, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece en sus 
párrafos primero, segundo y tercero, de su artículo 1”, la inexcusable obligación del Estado 
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos que han sido reconocidos 
tanto en la Constitución, como en los tratados internacionales sobre la materia, en los que el 
Estado mexicano sea parte. 


Adicionalmente, el citado artículo 1? constitucional predica en su párrafo tercero, que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de interpretar las 
normas relativas a los derechos humanos, favoreciendo en todo momento la protección más 
amplia a las personas. 


Si bien, el cumplimiento de las obligaciones arriba enunciadas ha sido encomendado, 
al Estado en su conjunto, resulta especial el papel que desempeña el Poder Judicial en lo 
particular, pues, la Constitución le ha conferido a esta rama del poder público la garantía de 
los derechos humanos, a través de la potestad para revisar la constitucionalidad de los actos de 
los otros poderes y órganos estatales. 


En concordancia con lo anterior, todos los jueces del Estado están facultados para 
inaplicar cualquier norma jurídica que, en un caso concreto de su conocimiento, resulte 
incompatible con los derechos humanos reconocidos constitucional y convencionalmente. 
Empero, para que el Poder Judicial sea capaz de cumplir efectivamente con sus funciones, 
necesita contar con ciertos presupuestos institucionales y materiales que garanticen su 
independencia como garante del control constitucional de los actos de autoridad. Es por esto, 
que la independencia de los jueces se considera un elemento esencial de todo Estado de derecho, 
toda vez que su vigencia representa una garantía para la protección de los derechos de los 
ciudadanos!. 


Sobre el contenido y alcance de la independencia judicial, Aguiló Regla? señala que, 
ésta consiste básicamente en el deber del juez de obediencia exclusiva al Derecho, o dicho de 
otro modo, en el deber que tiene todo juzgador de no someterse a ningún tipo de influencia 
exógena al Derecho. 


1 Cfr. Guarnieri, C.:y Pederzoli, P.: Jueces y Política. Taurus. Madrid, 1999; p. 16. 


2 Cfr. Aguilo, J.: Independencia e Imparcialidad de los Jueces y Argumentación Jurídica. En revista 


Isonomía. No. 6, México. 1997; p. 74. 


> 
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En este orden de ideas, Sebastián Linares? distingue dos connotaciones de la 
independencia judicial: la positiva y la negativa. En términos positivos, una decisión judicial es 
independiente cuando se encuentra basada únicamente en la valoración jurídica de los hechos 
que se someten al conocimiento del juez, de conformidad con las fuentes del derecho vigentes. 
En términos negativos, una decisión es independiente siempre que se encuentre ausente de 
interferencias indebidas, entendidas estas como aquellas provenientes de relaciones de poder 
metajurídicas, tales como; la intimidación, la manipulación ideológica o las lealtades políticas. 


Siguiendo con el mismo autor, la independencia judicial se pude considerar, tanto 
en relación al Poder Judicial en su conjunto, como en relación a los jueces en lo individual. Así, 
cuando hablamos de la independencia del poder judicial frente a los otros poderes del estado, 
estamos hablando de una dimensión “externa” de la independencia judicial. En cambio, cuando 
hablamos de la independencia de los jueces en lo individual, esta se entiende no solo en un 
sentido externo, sino también interno, es decir, respecto a los jueces en lo individual frente a los 
propios operadores del Poder judicial. 


Para los fines del presente trabajo, el aspecto que interesa de la independencia 
judicial es su dimensión interna, sobre la cual Perfecto Andrés Ibáñez* explica que consiste 
en la ausencia de influencias provenientes del interior del propio Poder Judicial como grupo 
burocráticamente estructurado, y que se basa en apartar al juez de amenazas relacionadas a sus 
aspiraciones de prestigio profesional y social, y de mejoras económicas, que pueden condicionar 
y limitar su autonomía decisional. 


En este sentido, la independencia judicial, al ser un presupuesto indispensable para 
garantizar que los jueces sometan sus resoluciones únicamente al imperio del derecho, sin 
atender a ningún tipo de influencia indebida, implica que se erija también como un derecho 
humano, ya que toda persona tiene el derecho a ser juzgada por un tribunal independiente, 
derecho que se encuentra explícitamente reconocido en el artículo 8.1 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos”. 


Es así que, la independencia judicial, al ser un presupuesto fundamental para el 
funcionamiento del Poder judicial, se constituye como una obligación a cargo de todos los 
jueces en particular, que corresponde al derecho humano de toda persona de ser juzgada por un 
tribunal independiente. 


3 Cfr. Linares, S.: La independencia judicial: conceptualización y medición. En Política y Gobierno, Centro 
de Investigación y Docencia Económicas vol. 11, núm. 1, 2004; pp. 82 y ss. 


+ Cfr. Ibañez, P. A.: Ética de la Independencia Judicial. En El Buen Jurista: Deontología Jurídica, García, C.: 
(Coord.). Tirant Lo Blanch. Valencia, 2013; pp. 41 y ss. 


5 Cfr. “Artículo 8.- Garantías Judiciales 
1. Toda persona tiene derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por 
un juez o tribunal competente independiente e imparcial establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos 
y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.” 
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Al La jurisprudencia: su naturaleza y su 
o . e e . . 
papel en el sistema jurídico mexicano 


En el sistema jurídico mexicano, el Poder Judicial de la Federación produce un tipo de norma 
jurídica que constituye una fuente formal de derecho: la jurisprudencia. 


En efecto, el artículo 94 constitucional faculta a al Poder Judicial de la Federación 
para emitir jurisprudencia, figura proveniente del common law, y que, en esencia consiste en el 
respeto que los jueces deben tener por las decisiones precedentes tomadas por otros tribunales 
que resolvieron un problema semejante?. 


El precepto constitucional mencionado delega la regulación sobre la jurisprudencia a 
la Ley de Amparo, que en su artículo 217 dispone que la jurisprudencia emitida por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación tendrá fuerza vinculante sobre todos los órganos jurisdiccionales 
del país, quienes al resolver cada caso que sea de su conocimiento, tendrán la obligación de 
sujetar sus resoluciones a la norma jurisprudencial aplicable”. 


La razón de que los jueces subordinen sus resoluciones a los criterios de la Suprema 
Corte se sustenta en la idea que las determinaciones de esta constituyen la interpretación 
“correcta” de la ley?. 


Sin embargo, la idea de que la jurisprudencia es la simple interpretación de la ley, 
en el caso de México, dista mucho de la realidad, pues, aunque con características peculiares, 
la jurisprudencia tiene la naturaleza de una autentica norma jurídica”, que, de hecho, es 


6 Summers, R.: El precedente en los Estados Unidos de América (Estado de Nueva York). En La 
Interpretación del Precedente: Un Estudio Comparativo, traducción del “Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. Maccormick, N. y Summers, R. (Coords.). México. 2016, p.331. 


7 La ley de amparo regula también la obligatoriedad de la jurisprudencia que fijan otros órganos del Poder 
Judicial de la federación, como los Tribunales Colegiados de Circuito, sin embargo el presente trabajo se 
avoca únicamente a la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por ser la que tiene 
vinculatoriedad para dodos los tribunales del país. 


8 Ver la tesis publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Julio de 1994, Octava Época, Tomo XIV, 
Julio de 1994, p. 644. 


9 Respecto a esta afirmación, Rafael Coello ha desarrollado un interesante análisis sobre la naturaleza jurídica 
de la jurisprudencia en el que, después de examinar las características teóricas de las normas generales 
concluye lo siguiente: “(...) la jurisprudencia derivada de la Ley de Amparo no tiene los rasgos distintivos 
de una norma jurídica general producto de una potestad normativa, pero tampoco la de una norma jurídica 
individualizada, derivada de encontrar su origen en un acto jurisdiccional, por lo que es menester reconocerle 
una naturaleza propia diversa a la de esas normas jurídicas” (Coello, R.: La Aplicación Retroactiva de la 
Jurisprudencia Regulada en la Ley de Amparo, en Judicatus, Revista del Poder Judicial del Estado de 
Nuevo León, año 2, núm. 4, 2014, p. 38.). 
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generalmente tomada en cuenta por los operadores jurídicos de forma preferente a la ley, e 
incluso, al texto constitucional”. 


Por otro lado, tampoco es acertada la consideración dogmática sobre la infalibilidad 
de la jurisprudencia, tal como se explicará a continuación. 


TI . La falibilidad de la jurisprudencia 


Como se ha dicho hasta ahora, en México la jurisprudencia es una auténtica norma jurídica, 
cuyo contenido es considerado como la interpretación “correcta” de la ley. No obstante, lo 
cierto es que existe la posibilidad de que el propio Poder Judicial de la Federación fije criterios 
de interpretación que lejos de ser “correctos”, sean incompatibles con una interpretación más 
para los derechos humanos. 


Una muestra emblemática de lo anterior, se encuentra en la sentencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos de fecha 23 de noviembre del 2009 por la que se resolvió 
el caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos. 


En la sentencia de referencia, la Corte Interamericana determinó en los párrafos 339, 
340 y 341", que el Poder Judicial del Estado mexicano, a través de su jurisprudencia, había 
realizado una errónea interpretación sobre los alcances del fuero militar, en contravención a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. 


Con este antecedente, a partir del 2011, con la introducción del control difuso de 
constitucionalidad y de convencionalidad en el sistema jurídico, habrio la posibilidad de que los 
jueces implicaran normas jurisprudenciales, ya que, considerando que la jurisprudencia tiene 


10 Cfr. En relación a lo último, nos adherimos a Vicente Fernández Fernández cuando realiza la siguiente 
descripción del papel de la jurisprudencia en el sistema jurídico mexicano: “La jurisprudencia en México 
ha sido de gran importancia en el desarrollo jurídico, porque aun cuando no estamos en un sistema donde lo 
que prima sea el precedente, como en Estados Unidos, a causa de la naturaleza misma de la jurisprudencia 
se ha llegado a veces al extremo (...) Decimos que son extremos porque se ha ido desnaturalizando la 
esencia de la jurisprudencia, al pasar de ser el resultado de la interpretación de la ley, no solamente a una 
actividad integradora de ella —que ya de por sí es un exceso=, sino a conformar una actividad cuasilegislativa, 
al modificar las normas, cambiar su sentido, crear figuras no reguladas, siempre bajo la justificación de que 
es en beneficio del gobernado y del propio orden jurídico nacional” (Fernández, V.: La justicia de los 
precedentes. ¿Invasión a la independencia y autonomía del juzgador? En Revista de Derecho (Valdivia), 
vol. XXIX, núm. 2, Universidad Austral de Chile, Valdivia. 2016;p. 28.), 


11 Sentencia Caso Radilla Pacheco vs. Estados Unidos Mexicanos, 2009, Corte Interamericana de Derechos 
Humanos; p. 93. 
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la misma naturaleza de una norma jurídica, no había razón para que, en un caso concreto, 
su aplicación no fuese susceptible de someterse, a un escrutinio de constitucionalidad o de 
convencionalidad. 


La conclusión anterior fue compartida por varios jueces mexicanos durante 
los primeros años posteriores a la reforma del 2011, tal y como lo describe María Amparo 
Hernández Chong Cuy en un trabajo del año 2014”, en el que ofrece un muestrario de 
casos en los que, con posterioridad a la adopción del control difuso de constitucionalidad y 
convencionalidad en el sistema jurídico, Tribunales Colegiados de Circuito comenzaron a 
inaplicar normas jurisprudenciales emitidas por la Suprema Corte, por considerar que la 
jurisprudencial aplicable al caso concreto resultaba incompatible con la interpretación mas 
favorable para la tutela de los derechos humanos””. 


Sin embargo, la misma autora relata cómo, posteriormente, ante un caso de 
inaplicación de una jurisprudencia por vía control difuso de convencionalidad'”, la Suprema 
Corte reafirmo el dogma sobre la obligatoriedad intangible de la jurisprudencia, la cual plasmó 
en la resolución del amparo directo en revisión 2126/2012, donde el máximo tribunal señalo 
que los órganos jurisdiccionales carecen de facultades para reinterpretar el contenido de una 
jurisprudencia?”. 


Con la resolución anterior, la Suprema Corte manifestó claramente su oposición a 
que un tribunal de menor jerarquía, cuestionara la corrección de sus criterios jurisprudenciales, 
como si se tratara de una especie de instancia infalible. Sin embargo, esta resolución no dejaba 
de ser más que una sentencia y no un precedente vinculante, por lo que la discusión seguía 
abierta. 


12 Cfr. Hernández, M. A.: Crónicas de una muerte anunciada. (La obligatoriedad de la jurisprudencia en 
entredicho. En revista del Instituto de la Judicatura Federal, Núm. 38. México.2014; pp. 81 y ss. 


13 Se menciona específicamente las siguientes tesis jurisprudenciales: 1a./]. 90/2008 Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta “Tomo XXIX, enero de 2009 Página: 347 y J; 9a. Epoca; la. Sala; S.J.F. 
y su Gaceta; XVIII, Agosto de 2003; p. 175. 


14 Se menciona la inaplicación de la tesis jurisprudencial: 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro 
TII, Diciembre de 2011, Tomo 3; p. 2235. 


15 El fragmento preciso de la sentencia señala lo siguiente: “(...) si existe jurisprudencia del Máximo 
Tribunal exactamente aplicable al caso, los órganos jurisdiccionales obligados a cumplir con ella 
carecen de atribuciones para reinterpretar su contenido, pues uno de los derechos fundamentales que 
ante todo debe observar el juzgador es precisamente la seguridad jurídica que tutelan los artículos 14 
y 16 constitucionales, la cual se haría nugatoria si la obligatoriedad de la jurisprudencia dependiera 
de lo que en cada caso determinaran los órganos jurisdiccionales que por disposición legal tienen 
el deber de acatarla .” (Ejecutoria de la sentencia de amparo directo en revisión 2126/2012, p. 5, 
disponible en línea en: http: //i1us.scjn.gob.mx/sjfsist/Documentos/Ejecutorias/24374.pdf, consultada 
el 23 de mayo 2017.) 
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No fue sino hasta a finales del 2014, cuando con motivo de la contradicción de tesis 
299/2013, la Suprema Corte tomó la oportunidad para poner punto final a la controversia en 
torno a la interpretación de las normas jurisprudenciales, al resolver lo siguiente: 


“(...) no es posible determinar que la jurisprudencia del Máximo Tribunal del país pueda 
ser objeto de la decisión de un órgano de menor grado que tienda a inaplicarla, como 
resultado del ejercicio de control de convencionalidad ex officio, porque permitirlo daría 
como resultado que perdiera su carácter de obligatoria, ocasionando falta de certeza y 
seguridad jurídica”.'* 

Con motivo de esta resolución, el entonces Ministro de la Suprema Corte, José 
Ramón Cossío Díaz y Roberto Lara Chagoyan realizaron un trabajo en el que elaboraron una 
crítica a la decisión tomada por la Corte”. 


Los autores exponen la incongruencia en la decisión de la Corte al aceptar que, una 
norma de fuente legislativa, dotada de legitimidad democrática si pueda ser susceptible de un 
control difuso de constitucionalidad y convencionalidad por cualquier juez, mientras que se 
niega la misma posibilidad respecto a una norma de fuente jurisprudencial'*, pues a menos que 
se acepte el carácter infalible de la Suprema Corte, no existen razones sostenibles para negar 
que un juez no pueda implicar en un caso concreto, una norma jurisprudencial que considere 
incompatible con una interpretación más favorable para la tutela de los derechos humanos, 
siempre que aquel asuma la carga de la argumentación para justificar su decisión. 


La postura de los citados autores se resume perfecta mente con la siguiente afirmación: 


“..en los tiempos que corren, resulta ya inaceptable una concepción de la jurisprudencia 
como una norma intangible, infalible y que indefectiblemente contiene la interpretación 
final de un derecho humano, ya que esa concepción resulta frontalmente contraria a la 
idea de los derechos humanos que hemos adoptado en México a través del contenido del 
artículo 1” de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos””. 


Como se puede ver, pese al cambio de paradigma constitucional en materia de 
derechos humanos, la Suprema Corte no ha disminuido ni un ápice el dogmatismo hacia la 
intangibilidad de la jurisprudencia. 


16 Tesis: P./]. 64/2014, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 13, Diciembre 
de 2014, Tomo l, p. 8. 


17 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con la jurisprudencia que viola derechos humanos?. En revista 
del Centro de Estudio Constitucionales, Suprema Corte de Justicia de la Nación, año L, Núm. 1, julio- 


diciembre 2015, México; p. 169-191. 


18 De acuerdo con el trabajo de los autores, la Corte reconoce la naturaleza jurídica de la jurisprudencia como 
una norma jurídica. 


19 Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 191. 
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En el siguiente apartado se explicara, como la postura de la Suprema Corte implica 
una vulneración a la independencia judicial en su dimensión interna. 


] Ñ ) Independencia judicial vs. acatamiento 
. irrestricto de la jurisprudencia 


Todo lo expuesto hasta ahora permite abordar el problema central del presente trabajo, el cual 
radica en que, ante el actual paradigma de derechos humanos, el régimen de obligatoriedad 
irrestricta de la jurisprudencia que ha impuesto la Suprema Corte a partir de la tesis P./J. 
64/2014, surgida con motivo de la contradicción de tesis 299/2013, es incompatible con las 
obligaciones constitucionales de los jueces, pues, pese a que están conminados a ejercer un 
control difuso de constitucionalidad y de convencionalidad en cada caso de su conocimiento, 
de llegar a presentarse una norma jurisprudencial, que en un caso concreto no fuese la norma 
más favorable para la protección de los derechos humanos, ésta tendría que ser forzosamente 
aplicada por el juzgador, aun en contra de las razones que este pudiera tener en contrario. 


Lo recién dicho implica al menos dos cuestiones que se vinculan entre sí: En primer 
lugar, si la Constitución, como norma máxima del sistema jurídico, impone a todos los jueces 
del Estado, el deber de hacer prevalecer en todo momento los derechos humanos reconocidos 
constitucionalmente, sobre cualquier norma que le sea incompatible, y al mismo tiempo, una 
norma emitida por un órgano constituido, es decir, creado por la constitución y subordinado 
a la misma, como la Suprema Corte, prohíbe a los jueces realizar un escrutinio sobre ciertas 
normas, en este caso las jurisprudenciales, el resultado es una antinomia que vulnera lo que en 
lógica jurídica se conoce como “la facultad de hacer lo que se debe””, pues una determinación 
de Corte, vinculante para los jueces, les impide cumplir con sus obligaciones constitucionales. 


En segundo lugar, como consecuencia del punto anterior, si los jueces se subordinan 
a la norma jurisprudencial de manera irrestricta, estos no estarán juzgando únicamente con 
base en la valoración jurídica de los hechos sometidos a su conocimiento en el caso particular 
(inexistencia del aspecto positivo de la independencia judicial, previamente descrito), sino que 
su resolución estará sujeta a un criterio previo y externo a ellos, que les ha sido impuesto por un 
órgano superior jerárquico (inexistencia del aspecto negativo de la independencia judicial). 


Lo anterior no significa otra cosa que la vulneración de la independencia judicial 


interna de los jueces, que como hemos dicho, se basa en la ausencia de influencias provenientes 
del interior del propio poder judicial como grupo burocrática mente estructurado, y que consiste 


20 García, E.: Introducción a la Lógica Jurídica. Colofón. México. 2012; p. 151. 


y 


Noviembre 2019 | Año l | No. 3 | 


en apartar al juez de amenazas relacionadas a sus aspiraciones de prestigio profesional y social, 
y de mejoras económicas, que pueden condicionar y limitar su autonomía decisional.” 
Se afirma lo anterior con base en las siguientes consideraciones: 


Primeramente, el único fundamento normativo para prohibir el escrutinio de la 
constitucionalidad y convencionalidad de normas jurisprudenciales, es la misma jurisprudencia, 
pues en el sistema jurídico mexicano no existe una previsión normativa expresa sobre las 
consecuencias de la inobservancia de una jurisprudencia por parte de los órganos a los que 
les es vinculante, por lo que en última instancia, la razón por la que se acatan las normas 
jurisprudenciales, emana de la autoridad del órgano del que proviene, lo que implica un 
sometimiento ilegitimo por parte de los jueces, que se basa en el temor a las consecuencias 
adversas a las que daría lugar su desacato. 


No se puede pasar por alto que este fenómeno es de complicado análisis, pues como 
bien señala Linares, la independencia judicial, como objeto de medición, es invisible”, en virtud 
de que consiste en un proceso mental, y difícilmente, un juez en funciones proporcionará 
información sobre las auténticas razonas que subyacen a sus resoluciones. Sin embargo, como 
el mismo autor indica, la presencia de ciertos elementos formales e informales en el sistema, 
pueden servir como indicios para determinar la posible afectación a la independencia judicial. 
En este caso, podemos observar como elementos formales del sistema, por una lado, a las 
disposiciones constitucionales en materia de derechos humanos que obligan a los jueces a 
ejercer un control difuso de constitucionalidad y convencionalidad sobre cualquier norma 
jurídica de su conocimiento, y por otro lado, la existencia de jurisprudencias, que prohíbe a los 
jueces realizar un escrutinio sobre las normas jurisprudenciales. 


La simple existencia de esta antinomia normativa proporciona indicios de ausencia 
de independencia judicial pues visibiliza la posición que tiene la Suprema Corte para emitir 
determinaciones contrarias al texto constitucional, a fin de lograr el acatamiento irrestricto por 
parte de los jueces. 


Respecto a los elementos informales del sistema, que se expresan a través de los hechos 
y de la conducta de los operadores del sistema, en este caso, de los órganos jurisdiccionales, una 
muestra de la existencia de estos elementos es proporcionada por la jueza Hernández Chong 
Cuy”, previamente citada, quien relata cómo, ante la inobservancia de la jurisprudencia por 
parte de un Tribunal Colegiado de Circuito, en la resolución del amparo directo en revisión 
2126/2012, la Suprema Corte dio vista al Consejo de la Judicatura Federal para que éste 
iniciara acciones disciplinarias en contra del tribunal, por considerar su conducta un acto de 
desacato. 


21 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., pp. 41 y 42. 
22 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 96.. 
23 Cfr. Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 88. 
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Así, tomando en cuenta los indicios proporcionados por los elementos formales e 
informales señalados, es dable inferir, al menos de manera probabilística, que en México existe 
una dependencia por parte de los jueces respecto a la estructura burocrática del Poder Judicial 
de la Federación, la cual se explica en razón de que, en un sistema de estructura piramidal 
como el de la judicatura federal mexicana, en donde el vértice jerárquico-administrativo lo es 
también jurisdiccional”, la última instancia encargada de revisar las decisiones de un juez, a su 
vez, tiene asignado el encargo de administrar las expectativas profesionales de promoción de los 
juzgadores”. 


Respecto a este tipo de relación burocrática que impera al interior de las estructuras 
judiciales verticalmente organizadas, en donde además opera un sistema de jurisprudencia 
vinculante, Michelle Taruffo ha identificado lo siguiente: 


“(...) cuanto más le otorgamos a un Tribunal Supremo, al máximo nivel de la pirámide 
judicial, un poder de interpretar en términos generales la ley sin hacer referencia a un 
caso específico, de manera tal que esta interpretación cae desde arriba hasta abajo, sobre 
todos los jueces, sobre todo cuando esta es vinculante, yo veo aquí que llega un modelo 
burocrático, autoritario y vertical de la administración de la justicia. Autoritario porque 
estamos hablando de un sistema en forma de pirámide, en donde el nivel superior puede 
determinar lo que hace el nivel inferior; esto es la base de los sistemas autoritarios”, 


Reflexionando las palabras de Taruffo, y aplicándolas, mutatis mutandis, al caso 
mexicano, podemos observar que con ellas se describe el estado de cosas actual, pues la Suprema 
Corte, en su calidad de máximo tribunal del país, ha formulado normas jurídicas que inciden en 
la independencia judicial interna de los jueces, lo cual tae aparejado una afectación al derecho 
humano a ser juzgado por un juez independiente. 


24 En México, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 100 constitucional, el presidente de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación es a la vez el presidente del Consejo de la Judicatura Federal. 
Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 30. 


25 En México, de conformidad con el segundo párrafo del artículo 100 constitucional, el presidente de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación es a la vez el presidente del Consejo de la Judicatura Federal. 
Cossío J.R y Lara, R.: ¿Qué hacer con..., p. 30. 


26 Taruffo, M.: El precedente judicial en los sistemas de civil law. En revista lus et Veritas, no. 45, 2012, 
p- 94, disponible en línea en: http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/iusetveritas/article/view/11991, 
consultado el 31 de mayo de 2017. 


y 
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Conclusiones 


La independencia judicial constituye, tanto una obligación para los órganos jurisdiccionales, 
como un derecho humano para los justiciables. 


El sistema de obligatoriedad irrestricta de la jurisprudencia, establecido por la 
suprema corte de justicia de la nación, en el que se imposibilita a los órganos jurisdiccionales 
realizar un escrutinio sobre las normas jurisprudenciales, vulnera la independencia judicial 
de los jueces en su dimensión interna y del derecho humanos a ser juzgado por un tribunal 
independiente, pues, pese a que constitucionalmente se encuentran obligados para llevar a cabo 
tal ejercicio respecto de cualquier norma infra constitucional, a fin de procurar la interpretación 
más favorable para los derechos humanos del justiciable, se ven inhibidos de hacerlo debido a 
las posibles consecuencias adversas para sus aspiraciones profesionales que se podrían generar 
por la actualización de un acto de desacato. 
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Tercera sección 
Leyes comentadas 


Lapresentesección contiene opiniones de 
diversos autores, sobre un artículo de una 
codificación buscando su interpretación 
funcional, ¿qué es? y ¿cómo se aplica? 
y si presenta problemas, se plantea una 


solución. 
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Comentarios al Código Nacional de 
Procedimientos Penales 


Artículo 322. Prórroga del plazo de la 
investigación complementaria 
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Comentarios 


La solicitud de prórroga del plazo de 
cierre de investigación complementaria 


Jueza Mtra. Ma. de los Ángeles 
Camacho Trejo Luna* 


Sumario: I.- Concepto de prórroga de la investigación complementaria. IH.- La 
posibilidad convencional y constitucional de solicitar la prórroga de la investigación 
complementaria. Conclusiones. Bibliografía. 


] Concepto de prórroga de la 
Ñ investigación complementaria 


La investigación complementaria es la segunda etapa procesal del proceso acusatorio 
adversativo que comprende, desde la formulación de la imputación hasta el cierre de 
la investigación, para que las partes tengan la oportunidad de recabar información 
probatoria para sustentar su teoría del caso. 


Este plazo puede ampliarse, en casos que deben ser de verdadera excepción 
con el propósito de continuar la investigación por cuestiones sobrevinientes o por 
imposibilidad material de concluirla en el tiempo inicialmente planteado. 


Mas dicha facultad de solicitar la prórroga, acorde al art. 322 del CNPP, 


acorde a la literalidad de la ley solo la tiene la fiscalía, no la víctima, ni el asistente 
victimal, ni el defensor, ni el imputado. 


le Juez de oralidad penal. Licenciada en derecho por la Universidad de Guanajuato y cuenta con 
estudios terminados de doctorado en instituto de estudios superiores en derecho penal. 


y 
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La posibilidad convencional y 
constitucional de solicitar la 
prórroga de la investigación 
complementaria 


Aunque, en un primer momento pareciera que la ley únicamente faculta al ministerio público, 
“director de la investigación”! a solicitar la prórroga de la investigación complementaria, sin 
embargo hay que tener presente que en este nuevo sistema de justicia penal de corte acusatorio 
existe ya un principio de igualdad de armas que impera sobre las partes contendientes en el 
litigio y que está previsto tanto constitucional como legalmente. 


Consecuentemente el ordinal 322 del CNPP debe de ser analizado bajo esta óptica y 
ante tal planteamiento, surgen los siguientes comentarios: 


Conforme a lo apuntado por José Rogelio Alanís García, en las reflexiones de la 
judicatura federal al código nacional de procedimientos penales, los numerales del 321 al 324 de 
este Código se encuentran además estrictamente relacionados con los siguientes derechos: 


Derecho a una defensa adecuada 


Consiste en la posibilidad jurídica y material de ejercer la defensa de los derechos e 
intereses de una persona, en juicio y ante las autoridades, de manera que se asegure la realización 
efectiva de los principios de igualdad de las partes y de contradicción. Asimismo, constituye 
un derecho ilimitado por ser un derecho fundamental absoluto. Justamente la defensa de la 
persona en juicio y de sus derechos se concibe solamente a través de un abogado. 


Derecho de acceso a la justicia 


Es el derecho que tienen todas las personas a utilizar las herramientas y mecanismos 
legales para que se reconozcan y protejan sus derechos. El acceso a la justicia garantiza 
que las personas puedan acudir ante los tribunales a reclamar que se protejan sus derechos 
sin importar su estatus económico, social, político, migratorio, racial, étnico o de su filiación 
religiosa, identidad de género u orientación sexual. 


La organización de las naciones unidas al respecto establece que el acceso a la justicia 
es un principio básico del estado de derecho. Sin acceso a la justicia, las personas no pueden 


Artículo 21 de la CPEUM señala: La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y 
a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando de aquél en el ejercicio de esta función. 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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hacer oír su voz, ejercer sus derechos, hacer frente a la discriminación o hacer que rindan 
cuentas los encargados de la adopción de decisiones. La declaración de la reunión de alto nivel 
sobre el estado de derecho hizo hincapié en el derecho a la igualdad de acceso a la justicia para 
todos, incluidos los miembros de grupos vulnerables, y reafirmó el compromiso de los estados 
miembros de adoptar todas las medidas necesarias para prestar servicios justos, transparentes, 
eficaces, no discriminatorios y responsables que promovieran el acceso a la justicia para todos, 
entre ellos la asistencia jurídica. Las actividades de las naciones unidas en apoyo de las iniciativas 
de los estados miembros para asegurar el acceso a la justicia son un componente básico de la 
labor en la esfera del estado de derecho. 


La administración de justicia debe serimparcial y no discriminatoria. En la declaración 
de la reunión de alto nivel sobre el estado de derecho, los estados miembros resaltaron que 
la independencia del sistema judicial, junto con su imparcialidad e integridad, es un requisito 
previo esencial para apoyar el estado de derecho y lograr que la justicia se administre sin 
discriminación. 


Derecho al debido proceso 


El debido proceso es el conjunto de formalidades esenciales que deben observarse 
en cualquier procedimiento legal, para asegurar o defender los derechos y libertades de toda 
persona acusada de cometer un delito. Este derecho incluye las siguientes condiciones: El 
derecho a que se presuma su inocencia hasta que se demuestre lo contrario, el derecho a ser 
informada e informado de qué se le acusa y cuáles son los derechos que le asisten, el derecho 
a tener un intérprete o traductor, el derecho a declarar o a guardar silencio, el derecho a no 
declarar en su contra, el derecho a tener una abogada o abogado (la asistencia letrada), el 
derecho a ser juzgada o juzgado lo más pronto posible, el derecho a tener el tiempo y los medios 
necesarios para preparar la defensa, el derecho a tener un proceso justo, el derecho a que se le 
reciban todas las pruebas que ofrezca, el derecho a interrogar o hacer interrogar los testigos de 
cargo, el derecho a ser informado e informada de sus derechos (art. 20, B fracción II CPEUM), 
el derecho a ser oída y oído por un tribunal competente, independiente e imparcial, eEl derecho 
a hallarse presente en el proceso, el derecho a no ser sometido o sometida a tortura o malos 
tratos, inhumanos o degradantes y el derecho a la protección y asistencia consular, en caso de 
ser extranjera o extranjero. 


Asentado esto, se puede establecer que el imputado y su defensor cuentan con 
el mismo derecho del ministerio público para ofrecer y desahogar medios de prueba que 
consideren pertinentes y necesarios para acreditar su teoría del caso, y ello, procesalmente 
hablando debe de ir perfeccionándose en este plazo de cierre de investigación complementaria 
al igual que sucede para la fiscalía, tan es así que en el diverso numeral 340 del código nacional 
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de procedimientos penales, concreta mente en la fracción II, se establece el tiempo y la forma en 
que el acusado y su defensor deberán realizar su descubrimiento probatorio. 


En razón a lo anterior se considera que las reglas de actuación contenidas en los 
numerales del 321 al 323 del código nacional de procedimientos penales, deben de corresponder 
en igualdad de términos y condiciones para todos los sujetos en el proceso. 


Por otra parte, de los numerales que se refieren al plazo de investigación 
complementaria contenidos en el Código Nacional de Procedimientos Penales, debe resaltarse 
el hecho de que los artículos 322 y 323 resultan ser confusos y repetitivos, lo que da lugar a que 
se pueda suponer que se están planteando diferentes hipótesis o supuestos, y que ésta hubiere 
sido la razón de que se hayan redactado en diferentes preceptos; aunado a que en ellos se 
excluye la posibilidad de que también la víctima o el ofendido y su asesor jurídico al ser partes 
procesales tengan el mismo derecho que las otras a solicitar justificadamente la prórroga del 
citado plazo, ya que no se hace mención alguna respecto de estos sujetos de procedimiento 
penal. 


Finalmente se considera oportuno comentar que los mencionados derechos de 
defensa adecuada, debido proceso y acceso a la justicia que le asisten al imputado, tienen 
límites, concretamente un límite temporal, esto es, que el derecho de solicitar más tiempo que 
el establecido por la ley para una mejor defensa no puede ser infinito, ya que se debe considerar 
que existe una víctima a la cual le asisten también derechos, y que la misma se encuentra en 
una necesidad de que se imparta la justicia de manera pronta y se le repare el daño; es por ello 
que el órgano jurisdiccional debe considerar si efectivamente está justificada la solicitud de la 
prórroga del cierre del plazo de investigación y en la medida de lo posible optar porque esa 
prórroga no afecte los derechos de ninguna de las partes, así como de que se resuelva el caso en 
un plazo razonable. 


A lo anterior se agrega otra razón de peso, que lo es el hecho de que en algunos 
casos pesa sobre el imputado la medida cautelar de prisión preventiva, la cual también debe 
ponderarse respecto del hecho por el cual se le está procesando, y que no siempre es congruente 
solicitar una prórroga del plazo de cierre de investigación, si conforme a la pena que le 
correspondería en caso de obtener una sentencia condenatoria, esto resultaría ser excesivo. 


Por lo tanto, se deberá estar a los plazos ya previstos por el legislador en la medida de 
lo posible, sin violentar desde luego los derechos funda mentales de las partes. 
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Conclusiones 


Se considera que el mencionado numeral 322 del Código Nacional de Procedimientos Penales, 
da lugar a diversas interpretaciones, la primera de ellas sería el hecho de que solo el ministerio 
público tiene derecho a solicitar la prórroga de plazo de cierre de investigación complementaria, 
lo cual sería incorrecto ya que el mismo derecho les asiste al imputado, su defensor, la víctima o 
el ofendido y su asesor jurídico, circunstancia que se salvaría atendiendo a lo establecido en el 
segundo párrafo del artículo 321 del mismo ordenamiento, al que también le hace falta precisar 
todas partes procesales. 


Por otro lado se advierte que en los artículos 321, 322 y 323 se repite de manera 
confusa la misma disposición, lo que da lugar a mal interpretar la redacción de cada uno de los 
preceptos, aunado al hecho de no quedan claras las reglas de actuación que deben observarse 
para ellos. 


En el derecho constitucional que le asiste al imputado de ser juzgado dentro de los 
plazos de cuatro meses y de dos años, y el hecho de que estos plazos pueden aumentarse en aras 
del ejercicio de una adecuada defensa, deben de considerarse diversos aspectos, como lo son: 


Partir de que en el sistema penal de corte acusatorio se tiene por objeto esclarecer los 
hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que se repare el daño, y 
así contribuir a asegurar el acceso a la justicia en la aplicación del derecho y resolver el conflicto 
que surja con motivo de la comisión de un delito, aunado a los principios de concentración 
y continuidad que van encaminados también a que la justicia pueda ser aplicada de manera 
pronta. 


Evitar que las anteriores máximas queden en letra muerta practicando técnicas 
dilatorias que en mal uso del derecho a una defensa adecuada hagan los procesos excesivamente 
lentos, cayendo nuevamente en lo que ocurría con el anterior sistema procesal penal que regía 
en nuestro país, el cual se caracterizaba por permitir toda clase de “trámites” que hacían que la 
procuración y la impartición de justicia fueran eternos. 


Atender a que en el proceso penal imperan para la víctima o el ofendido, derechos 
que también deben ser respetados, como lo son el de acceso a una justicia pronta y a que le sea 
reparado el daño. 
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Comentarios al artículo 409 del código 
nacional de procedimientos penales 


Artículo 409. Audiencia de individualización 
de sanciones y reparación del daño. 
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] . Reflexiones preliminares 


Literalmente el párrafo III del numeral 401 del código nacional de procedimientos 
penales establece: 


Y...) En caso de condena, en la misma audiencia de comunicación del fallo se 
señalará la fecha en que se celebrará la audiencia de individualización de las 
sanciones y reparación del daño, dentro de un plazo que no podrá exceder de 
cinco días (...).” 


Ergo, una interpretación gramatical restrictiva dispone que la consecuencia 
del fallo condenatorio siempre será la audiencia de individualización de consecuencias 
jurídico penales. 


La interpretación gramatical coincide con todas las formas más importantes 
de interpretación de textos, teleológica, sistemática y autentica; por lo que debería ser 
una afirmación sin polémica. 


e Juez de oralidad penal. Maestra en amparo por la universidad del Valle de Atemajac sede León, 
Guanajuato. Diplomada en sistema acusatorio por la UNAM ENES León y licenciada en derecho 
por la universidad LaSalle bajío. 
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de audiencia de individualización de 
consecuencias jurídicas y reparación 


II La inaplicabilidad de la celebración 
del daño 


En su momento, el estado de Guanajuato inició con un sistema acusatorio adversativo 
regido por su propia ley del proceso penal que facultaba poder dividir el debate, análisis 
del injusto (tipicidad, antijuridicidad) de la culpabilidad o hacer una audiencia con un 
debate único el injusto culpable y las consecuencias jurídicas del delito. 


Dicha ley ya no es vigente, pero quedó la práctica en no realizar fallo, así 
como tampoco la audiencia de individualización de consecuencias jurídicas, que es la 
que ocupa este estudio. 


Es interesante destacar como precedente que una vez concluido el desahogo 
de pruebas y los alegatos de clausura de las partes, se concederá por último la palabra al 
acusado y se procederá por el tribunal de enjuiciamiento a declarar cerrado el debate; 
hecho lo anterior, decretará un receso e inicia la fase de deliberación, para que de 
manera continua, aislada y privada, se ponderen las pruebas por el tribunal, cuyo objeto 
es la obtención del fallo, que en algunas ocasiones se omite, debiéndose considerar que 
se otorga el plazo de 24 horas para ello, de conformidad con el numeral 400 del código 
nacional de procedimientos penales. 


En la audiencia en que el tribunal revela su decisión, debe citar a las 
partes dentro del plazo que no exceda de 5 días, a fin de celebrar la audiencia 
de individualización de las sanciones y reparación del daño; es inconcuso que de 
decretarse fallo condenatorio (existencia del delito y responsabilidad del sentenciado), 
debe celebrase la audiencia de individualización de sanciones y reparación del daño que 
establece el artículo 401 del código nacional de procedimientos penales. 


De la exégesis de dicho precepto no se advierte que dicha audiencia sea al 
arbitrio de las partes, tiene un fin en sí mismo, escuchar de nuevo a las partes, ahora 
para determinar la pena y en su caso la reparación del daño, no se debe proponer por 


NS 
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el juez ni por las partes la no división del debate, quedan vicios que deben de eliminarse 
de la ley del proceso penal;' pues el código nacional de procedimientos penales no deja 
al arbitrio judicial ni de las partes la celebración de la audiencia. 


Desde la etapa escrita, de la audiencia intermedia, el ministerio público en 
su escrito de acusación, conforme al numeral 335 fracción VIII del código nacional de 
procedimientos penales, debe precisar el monto de la reparación del daño y los medios 
de prueba que ofrece para probarlo; y acorde a la fracción X, debe ofrecer los medios de 
prueba que pretenda presentar para la individualización de la pena y en su caso, para la 
procedencia de sustitutivos de la pena de prisión o suspensión de la misma. 


Una vez desahogada la audiencia intermedia, en el auto de apertura a juicio 
oral, conforme al numeral 347 del ordenamiento citado, también deberá de contener 
entre otros, según la fracción VI, los medios de pruebas que, en su caso, deban de 
desahogarse en la audiencia de individualización de las sanciones y de reparación 
del daño; por lo que se insiste el numeral 401 señala que se celebrará la audiencia, 
considerando que no es potestativo, el desahogo de dicha audiencia. 


Para que el tribunal de enjuiciamiento pueda determinar la pena de prisión 
y la reparación del daño, conforme al numeral 410 de la ley adjetiva penal nacional, 
se debe considerar la gravedad de la conducta típica y antijurídica, así como el grado 
de culpabilidad del sentenciado, ello sin perder de vista los márgenes de punibilidad 
previstos para el delito de que se trate, toda vez que la legislación local no tiene el 
sistema de pena exacta, opta por el sistema que la doctrina llama marcos penales” 
en donde se contempla una extensión más o menos grande de pena dentro de un 
límite máximo y uno mínimo, fijados legalmente para cada prototipo de ilícito penal, 
denominado “marco penal típico o legal”. 


Las medidas de seguridad no accesorias a la pena serán individualizadas 
únicamente tomando en consideración la gravedad de la conducta típica y antijurídica. 


1 Vid. in extenso: Ley del proceso penal para el estado de Guanajuato. Expidió: LXI Legislatura. 
Publicada: P.O. Núm. 141, Tercera Parte, 03-09-2010. Última Reforma: P.O. Núm. 105, Segunda 
Parte, 01-06-2016. 

Artículo 363. Si la acusación tuviere por objeto varios hechos punibles atribuidos a uno o más 
inculpados, el tribunal podrá disponer oficiosamente o a solicitud de parte, que los debates se 
lleven a cabo separadamente, pero en forma continua. 

Cuando resulte conveniente para resolver adecuadamente sobre la pena, y para una mejor defensa 
del inculpado, el tribunal podrá disponer que se divida el debate para tratar primero las cuestiones 
relativas a la culpabilidad y posteriormente sobre la pena, medida de seguridad o responsabilidad 
civil que corresponda. 

En caso de que la pena máxima que pudiere corresponder a los hechos punibles, de acuerdo a la 
calificación jurídica de la acusación o de la resolución de apertura de juicio, sea superior a diez 
años de privación de la libertad, la solicitud de división del debate formulada por la defensa, 
obligará al tribunal a proceder conforme a esa petición. 
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La audiencia materia de estudio, obliga a la autoridad judicial, a la 
individualización de las penas, pues debe considerarse el aporte conductual del 
sentenciado o sentenciados, a fin de fijar el correspondiente grado de reproche y 
culpabilidad, bajo un esquema de racionalidad que procure, de la mejor forma posible, el 
respeto lógico al principio de proporcionalidad de las penas, entendido como un principio 
de limitación racional del ius puniendi en un estado constitucional y democrático de 
derecho, y evitar así la discrecionalidad arbitraria y carente de justificación razonada, 
por lo que resulta necesaria dicha audiencia. 


La gravedad de la conducta típica y antijurídica, conforme al precepto 410 
del Código Nacional de Procedimientos Penales estará determinada por el valor del 
bien jurídico, su grado de afectación, la naturaleza dolosa o culposa de la conducta, 
los medios empleados, circunstancias de tiempo, modo, lugar u ocasión del hecho, así 
como por la forma de intervención del acusado; en tanto que el grado de culpabilidad 
estará determinado por el juicio de reproche, la posibilidad que tenía el sentenciado 
para comportarse de diferente manera, los motivos que lo impulsaron a delinquir, las 
condiciones fisiológica y psicológicas específicas que tenía al momento de la comisión 
del hecho, su edad, nivel educativo, costumbres, condición social, relación con la 
víctima, e incluso establece que se tomarán en cuenta las circunstancias especiales y 
relevantes de la víctima u ofendido y del mismo sentenciado, así como los dictámenes 
periciales realizados con estos fines; y si el sentenciado pertenece a algún grupo étnico o 
indígena sus usos y costumbres, entendiéndose entonces como reglas normativas para 
la individualización de las penas. 


Tratándose de concurso de delitos, real o ideal, y en caso de delitos 
continuados, el propio dispositivo (409 del código nacional de procedimientos penales) 
establece los criterios que deberá observar el tribunal para la fijación de las sanciones, 
y al tratarse de cuestiones sustantivas, haciendo un comparativo con el artículo 100 
del código penal del estado, no se encontró variación alguna que pudiera significar un 
conflicto a la entrada en vigor del código nacional de procedimientos penales. 
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Concepto de audiencia de 
. individualización de sanciones y 
reparación del daño 


La pena, según el diccionario etimológico de la lengua española, es aflicción, dolor 
dificultad, castigo impuesto por una autoridad.? “Es la tarea que realiza el juez penal 
al sentenciar, adecuando la norma penal que corresponda al delincuente, en el proceso 
que se le hubiera incoado por el caso concreto materia de la pretensión punitiva”.* 


Para entender que es la individualización judicial de la pena, es un acto en el 
cual concurre instantánea y simultáneamente con el ánimo del juzgador todo el bagaje 
de conocimientos jurídicos, criminológicos y sus experiencias de vida al imponer un 
castigo al hombre responsable de un hecho antijurídico, así lo señala Jorge Ojeda*. En 
tanto que Orellana Wiarco manifiesta que es la decisión del juzgador, con base en su 
arbitrio judicial, señala con precisión la pena que impone, dentro del marco legal al que 
debe sujetar su decisión". 


Relevante resulta en este estudio la opinión de Orellana Wiarco, al señalar 
que la individualización de la pena presenta dos aspectos insoslayables: uno que 
corresponde a la decisión del juez en el uso de su arbitrio, referido al tipo de sanción 
que impone; y el otro, a la cuantificación de la sanción! y por ello debe entenderse la 
importancia que tiene la audiencia de individuación de sanciones. 


Siguiendo esta línea argumentativa, se puede establecer que la audiencia 
de individualización de sanciones y reparación del daño, es el acto procesal que tiene 


Cfr. Gómez Silva, G.: Diccionario etimológico de la lengua española. 5” reimpresión. México: 
Fondo de cultura económica. 1996; p.525. 


Díaz de León, M.: Diccionario de derecho procesal penal. “Tomo 1. 5* edición. México: Porrúa. 
2004; p. 953. 


4 Cfr. Ojeda Velázquez, J.: Derecho punitivo. Trillas. México. 1993; p. 97. 


Cfr. Orellana Wiarco, O.: La individualización de la pena de prisión. México. Porrúa. 2003; p. 
XVVIL 


6 Cfr. Orellana Wiarco, O.: La individualización de..., p. 121. 
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lugar después de que una persona ha sido encontrada culpable en juicio. En éste las 
partes formulan sus alegatos y presentan sus medios de prueba, con base en lo cual el 
tribunal de juicio oral determina la sanción a imponer al sentenciado y en qué consistirá 
la reparación del daño causado a la víctima.” Cabe señalar, que en ella rigen los mismos 
principios de la audiencia de debate y las mismas normas que regulan el desahogo de los 
medios de prueba. 


Obligatoriedad de la audiencia de 
individualización de sanciones y 
reparación del daño 


Es necesario establecer que uno de los elementos más importantes dentro de la reacción 
jurídico-penal frente al delito es la aplicación de la sanción, es decir individuación de 
la pena, debiéndose considerar los parámetros establecidos en la punibilidad que se 
establece para cada injusto penal, y que se ejecute la sentencia. 


Una vez que se ha dicho que la persona es la responsable del delito y que 
debe de haber un reproche penal, no puede hacerse un “tantometro” de la pena que le ha 
de corresponder al sentenciado, sino que debe establecerse un parámetro lógico que 
determine un grado concreto de culpabilidad, debiéndose considerar el ¡us puniendi* 
bajo la óptica del respeto de los derechos humanos. Además, no debe olvidarse que el 
precepto 21 constitucional prevé en su tercer párrafo que la imposición de las penas, su 
modificación y duración son propias y exclusivas de la autoridad judicial, pero evidente 
es que deben considerarse circunstancias tanto personales como de los hechos para 
graduar su culpabilidad, para así establecer un parámetro lógico que determine un 
grado concreto de culpabilidad, se debe razonar de modo adecuado y exhaustivo la 
imposición de la pena en la sentencia, existiendo criterio jurisprudencial respecto a este 
punto”, además la prisión tiene como finalidad esencial la reinserción del sentenciado 
a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, a través del trabajo, la capacitación 
para el mismo, la educación, la salud y el deporte.' 


7 Vid. https://imco.org.mx/justiciapenal/blog/definicion/audiencia-de-individualizacion-de- 
sanciones-y-reparacion-del-dano/ 


8 Ius puniendi es una expresión latina utilizada para referirse a la facultad sancionadora del Estado. 
Se traduce literalmente como derecho a penal o derecho a sancionar. 


9 Vid. Individualización de la pena. Control constitucional del arbitrio judicial (legislación aplicable 
para la Ciudad de México). Décima época. Registro 2014660 


10 Vid. Artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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Ahora bien, el diverso principio de proporcionalidad de las penas, consagrado 
en el artículo 22 de nuestra norma fundamental se traduce como el establecimiento 
de sanciones racionales y razonables en atención al bien jurídico afectado, el grado de 
culpabilidad del actor y las agravantes y atenuantes previstas en el sistema jurídico. 
Este principio se erige como un límite al ¡us puniendi, es decir, en una prohibición de 
exceso de la injerencia del Estado, al momento de establecer las penas, las cuales deben 
ajustarse al grado de afectación al bien jurídico tutelado. Dicho principio opera tanto 
para el legislador, al momento de crear las normas, como para el operador jurídico, al 
momento de su aplicación e incluso en el momento de su ejecución. 


Al respecto la corte interamericana de derechos humanos ha sostenido que 
la pena debe ser individualizada según las características del delito, la participación 
del acusado y su grado de culpabilidad. Aunado a que la imposición de sanciones se 
encuentra sujeta a ciertas garantías procesales y el cumplimiento de las mismas debe ser 
estrictamente observado y revisado.'' 


Si no se realiza esta audiencia obligada, entonces se puede sostener que los 
tribunales de enjuiciamiento no tienen bases sólidas para motivar la razón por la que 
se impuso determinada pena al sentenciado, es decir, qué consideró para determinar el 
grado de culpabilidad.'” 


Verbigracia los factores de índole personal, ni siquiera el ministerio público, 
procede a verificar si los datos que dio en su momento el entonces imputado ante él o 
ante el órgano jurisdiccional son correctos, para identificar desde inicio al inculpado 
se cuenta con el acta de nacimiento, clave única de registro de población, pero dicha 
documental pública en su caso servirá para acreditar que es mayor de edad, pero no 
basta ello, es decir, falta saber su nivel socio cultural, su escolaridad también resulta 
importante para determinar el nivel de estudios que tiene la persona sentenciada, 
su oficio o profesión, debe considerarse los matices que rodearon la conducta 
del sentenciado, luego entonces si en la determinación de las penas impuestas no se 
consideraron las circunstancias personales ni los elementos para graduar el grado de 
culpabilidad se torna ilegal y, por ende, vulnera los principios de equidad y justicia. 


11 Cfr. Corte interamericana de derechos humanos. Caso Dacosta Cadogan vs. Barbados. Sentencia 
de 24 de septiembre de 2009, (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas). 


112 Artículo 410 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Para determinar el grado de 
culpabilidad también se tomarán en cuenta los motivos que impulsaron la conducta del 
sentenciado, las condiciones fisiológicas y psicológicas específicas en que se encontraba en el 
momento de la comisión del hecho, la edad, el nivel educativo, las costumbres, las condiciones 
sociales y culturales, así como los vínculos de parentesco, amistad o relación que guarde con la 
víctima u ofendido. Igualmente se tomarán en cuenta las demás circunstancias especiales del 
sentenciado, víctima u ofendido, siempre que resulten relevantes para la individualización de la 
sanción 
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Todo código penal prevé la aplicación de la prisión como sanción o como 
resultado de la ejecución de una conducta que constituye la comisión del delito o delitos 
cometidos. Es necesario entonces, para establecer la pena justa y equitativa, adecuarla 
a las particularidades del caso, y a la personalidad del sujeto a quien se le impone una 
tarea que le es imposible realizar al legislador que sólo prevé los delitos en abstracto sin 
tener el conocimiento directo de los protagonistas de los hechos que luego se juzgarán. 
Sólo el juez es quien puede computar la extensa gama de factores que demuestran la 
mayor o menor gravedad de un delito y el grado de peligrosidad evidenciada por su 
autor. Es menester, por lo tanto, darle al órgano jurisdiccional cierta discrecionalidad 
técnica para que le sea factible realizar con acierto la fina labor que se le asigna al 
confiarle la fijación de la pena aplicable a cada caso con respecto a las personas 
sometidas a su juzgamiento. 


Por ello, el tribunal de enjuiciamiento una vez que analiza las circunstancias 
personales y los factores para graduar la culpabilidad del sentenciado, moviéndose del 
límite mínimo hacia el máximo establecido, debe establecer el grado de culpabilidad; y 
en forma acorde y congruente a ese quantum, imponer la pena respectiva. 


Es así que se concibe el motivo por el que el legislador, consideró necesaria 
la audiencia de individualización, pues precisamente es cuando se escucha lo 
concerniente a ese tópico, pues al considerar por el tribunal de enjuiciamiento que 
el grado de culpabilidad que evidencia el sentenciado es superior al mínimo, debe 
razonar debidamente ese aumento, es importante destacar que de acuerdo al principio 
de indubio pro reo, se inicia con la pena mínima y se procede a elevar conforme a las 
pruebas desahogadas precisamente en aquella audiencia, relacionadas éstas sólo con las 
características peculiares del sentenciado y aquéllas que se desprendan de la comisión 
del hecho punible. 


Cierto, el grado de culpabilidad es al arbitrio judicial, pero no arbitraria, 
por el contrario, debe ser discrecional y razonable. Es decir, la pena no se impone a 
hechos sino a personas concretas, por ello se exige su individualización, la que consiste 
en un proceso tendiente a tomar la pena abstracta y mediante sucesivas concreciones 
adaptarla a las necesidades suscitadas por el caso en cuestión, atento al principio de 
legalidad con que debe estar investida toda decisión de autoridad. 


No debe olvidarse que tratándose de los delitos culposos, la gravedad del 
daño causado debe ser un aspecto relevante para la reprochabilidad de la culpa. 
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Las consecuencias jurídico 
. penales 


Las consecuencias jurídico penales pueden ser impuestas al individuo que sea declarado 
culpable de la comisión de un delito, dentro de las que podemos mencionar a manera 
ejemplificativa más no limitativa: 


1.- Prisión. 

2.- Semilibertad. 

3.- Trabajo en favor de la comunidad. 

4.- Multa. 

5.- Decomiso de los instrumentos del delito y destrucción de cosas peligrosas y 
nocivas. 

6.- Suspensión, privación e inhabilitación de derechos, destitución o suspensión 
de funciones o empleos e inhabilitación para su ejercicio y desempeño. 

7.- Privación de los derechos inherentes al ejercicio de la patria potestad, la 
tutela o custodia, subsistiendo la obligación de proporcionar alimentos al 
pasivo. 

8.- Prohibición de ir a una determinada circunscripción territorial o de residir 
en ella. 

9.- Las demás que prevengan las leyes.!* 


También, en este rubro debe precisarse que se puede decretar una medida de 


seguridad al inimputable, acorde a lo que establece el artículo 419 del Código Nacional 
de Procedimientos Penales, y en este caso se debe proceder a la individualización de la 
medida de seguridad, y precisamente en la audiencia multicitada se debe ponderar. 


Es claro el artículo al señalar que en caso de que no se acredite entre otros 


requisitos las necesidades de prevención especial positiva, respetando los criterios de 
proporcionalidad y de mínima intervención se absolverá al inimputable por lo que es 
claro la necesidad de dicha audiencia. 


13 


Vid. Artículo 38 del código penal para el estado de Guanajuato en cuyo texto original se utilizan 
números romanos, no arábigos que se anotan en la presente publicación a razón de que diferenciar 
con los números que identifican los diferentes apartados del texto. 
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En este nuevo sistema es novedoso que también a las personas jurídicas, con 
personalidad jurídica propia se les imponga una o varias de las siguientes consecuencias 
jurídicas: 


1. Sanción pecuniaria o multa; 

2. Decomiso de instrumentos, objetos o productos del delito; 

3. Publicación de la sentencia; 

4. Disolución, o 

5. Las demás que expresamente determinen las leyes penales conforme a los 
principios establecidos en el presente artículo.'* 


En tanto que, a las personas jurídicas, con o sin personalidad jurídica propia, 
que hayan cometido o participado en la comisión de un hecho típico y antijurídico, 
podrá imponérseles una o varias de las siguientes consecuencias jurídicas: 


1. Suspensión de sus actividades; 

2. Clausura de sus locales o establecimientos; 

3. Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se haya 
cometido o participado en su comisión; 

4. Inhabilitación temporal consistente en la suspensión de derechos para 
participar de manera directa o por interpósita persona en procedimientos de 
contratación del sector público; 

5. Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de 
los acreedores, o 

6. Amonestación pública. 


Con lo anterior se puede afirmar que para poder determinar tanto aquellas 
consecuencias jurídicas a los individuos sentenciados, las medidas de seguridad a las 
personas inimputables y aquellas consecuencias jurídicas a las personas jurídicas, se 
requiere precisamente la audiencia de individualización de sanciones, y es importante 
considerar que no es factible el desahogo de la totalidad de los órganos de prueba, ya 
sean aquellos que han de manifestarse para acreditar el tipo penal, o bien la plena 
responsabilidad o para determinar las consecuencias jurídicas, es necesario un orden, 
no resulta necesario si se decreta sentencia absolutoria, y además no deben las partes 
estar preocupadas en interrogar a aquellos testigos si aún se desconoce si es o no 
responsable. 


14 Vid. Artículo 422 del código nacional de procedimientos penales. 
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Ñ / ] Reparación del daño 


En el artículo 20 en el apartado A), fracción l, del artículo 20 constitucional aparece, 
entre otros, como objeto del proceso penal, el que los daños causados por el delito 
se reparen; y más adelante, apartado C, fracción IV, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, como garantía de la víctima o el ofendido, el que se 
le reparara el daño, estableciendo la obligación para el Ministerio Público y para el 
juez, cuando fuera procedente, el primero de solicitar y el otro, de no poder absolver 
de la reparación del daño, en el caso de dictar una sentencia de condena, dispositivo 
constitucional que se relaciona con el numeral 99-j del Código Penal en el Estado de 
Guanajuato, que establece que no se podrá absolver a la persona sentenciada de la 
reparación del daño si se ha emitido sentencia condenatoria. Y el numeral 99-1 de ese 
mismo dispositivo señala que la sola formulación de la acusación o de conclusiones 
acusatorias, lleva implícito pedimento de condena al pago de la reparación del daño. Sin 
olvidar que el numeral 12 de la ley general de víctimas también resguarda los derechos 
de los ofendidos o víctimas del delito respecto a este rubro. 


Con base al artículo 406 del código nacional de procedimientos penales, 
señala que el tribunal de enjuiciamiento condenará a la reparación del daño. 


Tan es así, que, desde la fase escrita de la etapa intermedia, acorde con el 
arábigo 335 del código nacional de procedimientos penales, el ministerio público, 
entre otros requisitos debe anotar en la acusación: VIII. El monto de la reparación 
del daño y los medios de prueba que ofrece para probarlo; en tanto que también la 
víctima u ofendido pueden ofrecer los medios de prueba que estime necesarios para 
complementar la acusación del Ministerio Público, derecho que se establece en la 
fracción III, artículo 338 del citado ordenamiento. 


Es así, que luego de dictarse fallo condenatorio además de la individualización 
de las sanciones, lo que corresponde a la reparación del daño, al tener el carácter de pena 
pública, pues consiste en la obligación expuesta al sentenciado de restablecer y resarcir 
los perjuicios derivados de su delito, y por ende es parte de la condena establecida en el 
procedimiento penal, y es en ésta etapa en donde se debe de determinar la reparación 
del daño, y en su caso quienes son los beneficiados. 
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individualización de sanciones 


V II Trámite de la audiencia de 


1.- Fallo 


Una vez concluido el debate, el tribunal de enjuiciamiento procede a deliberar 
de manera privada, continua y aislada para decretar el fallo en un plazo no mayor a 24 
horas. 


2.- Programación de la audiencia de individualización de sanciones y de 
reparación del daño 


Al decretarse fallo condenatorio se debe convocar a audiencia de 
individualización de sanciones y reparación del daño, misma que debe desahogarse 
dentro del plazo perentorio de 5 días!”. 


3.- Requisito especial de validez de la audiencia de individualización 


Deben de estar presentes el ministerio público, así como el asesor jurídico, 
defensor y el sentenciado. Sin embargo, la ausencia de la víctima u ofendido que 
haya sido debidamente notificada no será impedimento para la no celebración de la 
audiencia, en el entendido de que la víctima u ofendido tiene derecho a estar asistida 
por asesor victimal que la represente. 


4.- Precisión por parte del tribunal de enjuiciamiento de la materia de la 
audiencia 


Al inicio de la audiencia, por quien preside el tribunal de enjuiciamiento, hace 
del conocimiento a las partes el objeto de dicha audiencia, que es fijar la sanción a la 
persona que está siendo sentenciada y resolver sobre la reparación del daño causado 
a la víctima u ofendido, tomando en consideración para la individualización de las 
penas o medidas de seguridad aplicables, los criterios establecidos en el artículo 410 del 
código nacional de procedimientos penales, es decir, la gravedad de la conducta típica y 
antijurídica, así como el grado de culpabilidad de la persona sentenciada, se procede a 
declarar abierto el debate. 


15 Vid. Artículo 401, tercer párrafo del Código Nacional De Procedimientos Penales. En caso de 
condena, en la misma audiencia de comunicación del fallo se señalará la fecha en que se celebrará 
la audiencia de individualización de las sanciones y reparación del daño, dentro de un plazo que 
no podrá exceder de cinco días. 


y 
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5.- Uso de la palabra a las partes para que expongan, en su caso, sus alegatos 
de apertura 


Una vez que se explicó la materia de la audiencia, es que se concede el uso 
de la voz en primer término a Ministerio Público, luego en su caso asesor victimal, de 
estar presente la víctima u ofendido también se debe conceder el uso de la palabra, 
posteriormente a la defensa y en su caso al sentenciado para que rindan sus alegatos 
iniciales. 


6.- Remisión a justicia alternativa 


El artículo 17 de la Constitución Política Federal establece la posibilidad 
de celebrar acuerdos reparatorios'*, y si bien el precepto 187 del código nacional 
de procedimientos penales establece en qué casos puede celebrarse un acuerdo 
reparatorio,'” y de acuerdo al numeral 188 de ese ordenamiento la etapa, es decir, luego 
de haberse vinculado a proceso y hasta antes del auto de apertura a juicio oral, sin 
embargo, debe destacarse que la aplicación de la justicia restaurativa también se debe 
aplicar luego de que se haya decretado el fallo condenatorio, y no es limitativo en cuanto 
a ciertos delitos, sino que procede para todos los delitos, conforme a lo que establece el 
numeral 202 de la ley nacional de mecanismos alternos de solución de controversias en 
materia penal'* y es así que en la audiencia de individualización de sanciones, el tribunal 
de enjuiciamiento, deberá, (es decir, es también un imperativo), que se les dé a conocer 
al sentenciado así como al ofendido o víctima la posibilidad de celebrar un proceso de 
justicia restaurativa, esto respecto al rubro de reparación del daño, porque tal situación 
también impacta para la individuación de sanciones, toda vez que el cubrir pago de 
reparación del daño en algunos tipos penales (vgr. robo)se disminuye la pena. 


Se destaca que el artículo 409 del código nacional de procedimientos penales, 
no establece esa posibilidad de la intervención de la justicia restaurativa, pero debe 


16 Vid. Párrafo cuarto “...Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias. 
En la materia penal regularán su aplicación, asegurarán la reparación del daño y establecerán los 
casos en los que se requerirá supervisión judicial.” 


17 Vid. Artículo 187 Código Nacional De Procedimientos Penales.- 1. Delitos que se persiguen por 
querella, por requisito equivalente de parte ofendida o que admiten el perdón de la víctima o 
el ofendido; II. Delitos culposos, o III. Delitos patrimoniales cometidos sin violencia sobre las 
personas. 


18 Vid. Artículo 202. Procedencia . Los procesos de justicia restaurativa serán procedentes para 
todos los delitos y podrán ser aplicados a partir de la emisión de sentencia condenatoria. En la 
audiencia de individualización de sanciones en el caso de que se dicte sentencia condenatoria, el 
Tribunal de Enjuiciamiento informará al sentenciado y a la víctima u ofendido, de los beneficios y 
la posibilidad de llevar a cabo un proceso de justicia restaurativa; en caso de que por acuerdo de las 
partes se opte por el mismo, el órgano jurisdiccional canalizará la solicitud al área correspondiente. 
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correlacionarse con la ley nacional de mecanismos alternos de solución de controversias 
en materia penal, la que debe aplicarse al considerar que en su caso es en beneficio de 
ambas partes, por lo que se considera que después de haber escuchado los alegatos de 
apertura, es el momento ideal en el que se debe de exhortar a las partes para celebrar 
algún acuerdo reparatorio, toda vez que es en ese momento cuando se conoce la 
pretensión de las partes en cuanto a la individualización de las sanciones, pero también 
al quantum de reparación del daño. 


En caso que las partes manifiesten su interés de participar en un acuerdo 
reparatorio, se deberá de solicitar la intervención del facilitador público o bien aquel 
mediador privado que sea designado por las partes, y el tribunal de enjuiciamiento 
precisará el tiempo concedido para que se pueda celebrar el convenio. 


7.- Requerimiento a las partes que determinen el orden en que desean el 
desahogo de los medios de prueba y su desahogo 


Recordemos que en el escrito de acusación el Ministerio Público ofrece los 
medios de prueba que se han de desahogar ya en esta etapa, por lo que únicamente 
se debe de acotar en el orden de los testigos, en caso de haber sido ofrecidos medios 
de prueba por el asesor jurídico, serán escuchados, luego de los que haya ofertado el 
representante social y por último los de la defensa, tomando en consideración que ese 
orden debe seguirse atento a lo dispuesto en el precepto 395 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales'”, observando esa misma regla y se procede al desahogo de los 
órganos de prueba admitidos en la audiencia de preparación a juicio. 


8.- Alegatos de clausura de las partes 


Una vez desahogado los órganos de prueba, en su caso celebrado acuerdo reparatorio 
y que este sea aprobado por el tribunal de enjuicia miento, las partes deberán de rendir 
sus alegatos conclusivos, en el mismo orden, es decir, intervendrá el Ministerio Público, 
asesor victimal, victima u ofendido, defensor y finalmente el sentenciado, procediéndose 
a cerrar el debate. 


9.- Receso para deliberación de las consecuencias jurídicas del delito 


Una vez escuchados los alegatos finales, el tribunal de enjuiciamiento deberá de deliberar 
brevemente sobre la eventual aplicación de la pena de prisión, en su caso alguna de las 
medidas alternativas a la pena de prisión o sobre su suspensión, e indicación en qué 
forma deberá, en su caso, repararse el daño. 


19 Vid. Código Nacional de procedimientos Penales. Artículo 395. Orden de recepción de las 
pruebas en la audiencia de juicio. Cada parte determinará el orden en que desahogará sus medios 
de prueba. Corresponde recibir primero los medios de prueba admitidos al Ministerio Público, 
posteriormente los de la víctima u ofendido del delito y finalmente los de la defensa. 


y 
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Al ser una deliberación breve y analizar el desahogo de las pruebas se puede deducir que 
sobre las consecuencias jurídicas se debe de resolver antes de cerrar dicha audiencia, 
entendiéndose que bajo el principio de concentración será ese mismo día, al darse a 
conocer lo relativo a las consecuencias jurídicas y lo que conlleva, así como lo tocante 


a la reparación del daño; se convoca ahora a la partes para la escucha integra de la 
sentencia, la que deberá redactarse en un plazo no mayor a 5 días, conforme al numeral 
409 del código nacional de procedimientos penales. 


Ñ / ll Sentencia íntegra 


La sentencia que se emita debe contener los siguientes requisitos”: 


¡es 


. La mención del Tribunal de enjuicia miento y el nombre del Juez o los Jueces que 


lo integran; 


. La fecha en que se dicta; 
. Identificación del acusado y la víctima u ofendido; 
. La enunciación de los hechos y de las circunstancias o elementos que hayan 


sido objeto de la acusación y, en su caso, los daños y perjuicios reclamados, la 
pretensión reparatoria y las defensas del imputado; 


. Una breve y sucinta descripción del contenido de la prueba; 
. La valoración de los medios de prueba que fundamenten las conclusiones 


alcanzadas por el Tribunal de enjuiciamiento; 


. Las razones que sirvieren para fundar la resolución; 
.La determinación y exposición clara, lógica y completa de cada uno de los hechos 


y circunstancias que se consideren probados y de la valoración de las pruebas que 
funda menten dichas conclusiones; 


.Los resolutivos de absolución o condena en los que, en su caso, el Tribunal de 


enjuiciamiento se pronuncie sobre la reparación del daño y fije el monto de 
las indemnizaciones correspondientes, y 


10. La firma del Juez o de los integrantes del Tribunal de enjuiciamiento. 


Si bien no es tema de análisis, debe decirse que si el tribunal de enjuiciamiento 


es colegiado?!, una vez emitida y expuesta, la sentencia será redactada por uno de sus 


integrantes. Los jueces resolverán por unanimidad o por mayoría de votos, pudiendo 
fundar separadamente sus conclusiones o en forma conjunta si estuvieren de acuerdo. 


20 


21 


Vid. Artículo 403 del código nacional de procedimientos penales. 


Acuerdo publicado en el DOF. 


NS 
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El voto disidente será redactado por su autor. La sentencia señalará el nombre de su 
redactor.” 


En el estado de Guanajuato, conforme al acuerdo emitido por el pleno del 
consejo del poder judicial, en fecha 13 de diciembre de 2016, en el punto cuarenta y tres, 
se conformará tribunal colegiado, únicamente en los casos de feminicidio y secuestro. 


La sentencia deberá de ser explicada en audiencia pública, sin embargo, si no 
se presenta persona alguna a la lectura y explicación de la misma, se exonera al tribunal 
de enjuiciamiento, quedando notificadas las partes obligadas a acudir a la audiencia. 


Es así, que la sentencia producirá sus efectos desde el momento de su 
explicación y no desde su formulación escrita.? 


] X Consecuencias ante la omisión de 
_ la audiencia de individualización de 
sanciones y reparación del daño 


En todo caso, de no desahogarse la audiencia de individualización de sanciones y 
reparación del daño, se estaría violentando el principio de audiencia y debido proceso, 
considerando que la sanción debe ser consecuencia de un procedimiento seguido ante 
la autoridad competente, previamente establecido y en el cual se hayan observado las 
formalidades esenciales del debido proceso, dado que es claro que si se decreta el fallo 
condenatorio solo se acreditó con las pruebas desahogadas el delito y la responsabilidad 
del sentenciado, pero hay una segunda parte, las consecuencias jurídicas, y es precisamente 
la audiencia de individualización de sanciones y reparación del daño, la que se destaca 
es necesario su desahogo, en caso de omisión, se atenta tanto en contra de los derechos 
fundamentales del sentenciado, como de la víctima. 


Siguiendo el hilo conductor, el derecho al debido proceso busca confirmar 
la legalidad y correcta aplicación de las leyes dentro de un marco de respeto mínimo 
a la dignidad humana dentro de cualquier tipo de proceso, entendido este como 
aquella actividad compleja, progresiva y metódica, que se realiza de acuerdo con reglas 


22 Vid. Artículo 404 del código nacional de procedimientos penales. 


23 Vid. Último párrafo del artículo 404 del código nacional de procedimientos penales. 
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preestablecidas, cuyo resultado será el dictado de la norma individual de conducta 
(sentencia), con la finalidad de declarar el derecho material aplicable al caso concreto.” 


Bajo este contexto, es inconcuso que el tribunal de enjuiciamiento infringe 
en perjuicio del sentenciado también lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dispone que todo acto de autoridad debe 
estar fundado y motivado, entendiéndose por lo primero el precepto legal aplicable al 
caso y por lo segundo, que tienen que señalarse las circunstancias especiales, razones 
particulares o causas inmediatas que se hayan tomado en consideración para la emisión 
del acto, exigiéndose además que exista una adecuación entre los motivos aducidos y las 
normas aplicables. 


Esta perspectiva incluso se destaca por García Ramírez, quien señala que el 
derecho a recurrir el fallo ante un juez o tribunal superior integra el debido proceso legal, 
el cual debe permitir al superior entrar en el fondo de la controversia de forma efectiva, 
examinar los hechos aducidos, las defensas propuestas, las pruebas recibidas, la valoración 
de éstas, las normas invocadas y la aplicación de ellas; inclusive, en aspectos tales como 
la individualización de la pena o medida, el bien jurídico afectado, la culpabilidad del 
agente y los otros datos que concurren al ejercicio de la individualización (CoIDH, 2004). 
En consecuencia, la omisión de celebrar la audiencia de individualización de sanciones 
y reparación del daño conlleva que con base al numeral 482 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales se decrete la reposición por el tribunal de alzada, conforme a 
la fracción I. Cuando en la tramitación de la audiencia de juicio oral o en el dictado 
de la sentencia se hubieren infringido derechos fundamentales asegurados por la 
Constitución, las leyes que de ella emanen y los tratados. 


En su caso, se puede ordenar la reposición parcial, para que el mismo 
tribunal de enjuiciamiento (por el principio de inmediación) continúe con la secuela del 
procedimiento, es decir, para que celebre la audiencia de individualización de sanciones, 
reparación del daño y demás consecuencias derivadas del delito, y en su caso proceda 
a considerar los criterios para la individualización de las sanciones, las medidas de 
seguridad o las consecuencias jurídicas de las personas jurídicas; y pago de reparación del 
daño, para luego proceder a dictar la sentencia; en los términos de los numerales 406 y 
410 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 


24 Cfr.  http://derechoshumanosgto.org.mx/images/descargas/recomendaciones/2018/2018-12-14_ 
EXP_089-17-D.pdf. Consultado el 5 de noviembre del 2019. 
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Conclusión 


Con el discurso mantenido, se puede destacar que el sistema penal acusatorio significa 
un cambio de paradigma, no solo en las etapas que lo integran sino también entre los 
operadores del procedimiento penal, y es así que el deber de celebrar la audiencia de 
individualización de sanciones y de reparación del daño, no solo a fin de evitar violentar 
los derechos fundamentales del sentenciado y de la víctima por el rubro de la reparación 
del daño, sino también, para que el tribunal de enjuiciamiento realmente tenga bases 
sólidas que le permitan determinar con precisión las consecuencias jurídicas al caso 
concreto. 


Es necesario, que se proceda por los tribunales de enjuiciamiento a constreñir a 
las partes para llevar a cabo dicha audiencia, dado que los operadores jurídicos tampoco 
se han esforzado por solicitar que se lleve a cabo la audiencia, ya que se violentan 
derechos fundamentales, y ello no puede ser materia de aspectos prácticos. 


La audiencia de individualización de sanciones y reparación del daño, es parte 
del proceso y por lo tanto, tiene igual importancia que todo el proceso en si mismo. El 
abstenerse de tramitar dicha audiencia, desde luego vulnera derechos fundamentales 
tanto del sentenciado como de la propia víctima y dará lugar a la reposición parcial del 
procedimiento, y causa un costo innecesario para el estado. 
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Ley nacional de ejecución penitenciaria 


Artículo 76. Servicios Médicos 


[e) 
yo] 
[90] 
2 
u 
ua 
ES) 
yo] 
O 
fa 
yo] 
2) 
2 
S 
(6) 
yo] 
[e) 
a 
o 
O 
fa 
yo] 
2) 
2 
U 
2 
[) 
Ú 
(90) 
w 


Noviembre 2019 | Año I | No. 3 


Comentarios 
Art. 76 de la LNEP. 
Derecho a la salud de las personas 


privadas de libertad 


Mtra. Edna Aguilar Domínguez* 


Sumario: I.- Concepto de servicios médicos penitenciarios. M.- Objeto de la atención 
médica de las personas privadas de la libertad. I.- Marco temporal de la aplicación de 
los servicios médicos. IV.- Tipos de servicios médicos penitenciarios y consentimiento 
informado. V.- Marco normativo del derecho a la salud de las personas privadas de 
libertad. Conclusiones. Bibliografía. 


] Concepto de servicios médicos 
. penitenciarios 


El capítulo II de la LNEP prevé, en siete artículos, el derecho de protección a la salud 
como derecho humano de toda persona privada de libertad dentro de territorio 
nacional, lo que permite su análisis respecto de la armonía que guardan tales preceptos 
con los estándares internacionales y nacionales en la materia. 


La constitución política de los estados unidos mexicanos, prevé el derecho de 
toda persona a la protección de su salud. 


Cabe comentario al concepto “persona” ocupado por la máxima norma 
nacional, pues implica no solo ser, humano, sino contar con la característica de “persona” 
con la serie de implicaciones que la normativa civil determina al respecto. De ahí que 
al hablar del tema de los derechos humanos se prefiera utilizar el concepto de “ser 
humano”, con la sencillez que determina evitar exclusión de alguien, con independencia 
que hemos de ocuparnos de las denominadas “personas privadas de libertad”, esto es, 


Exsubprocuradora de derechos humanos en Irapuato, Guanajuato. Master en derechos humanos 
por la universidad de Alcalá de Henares. Licenciada en derecho por la Universidad de Guanajuato. 
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nos avocamos al derecho de acceso a la salud de un grupo vulnerable y determinado de 
personas dentro de la sociedad, las privadas de libertad. 


Tal grupo vulnerable no se encuentra excluido del derecho de acceso a la 
salud, por el contrario le sigue resultando inherente a su condición humana, el derecho 
de acceso a la salud, de ahí la importancia del capítulo II de la LNEP en consonancia 
con la Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos o 
Reglas Mandela', al determinar la responsabilidad del Estado de cumplir con estándares 
de atención sanitaria disponibles en la comunidad exterior, además de la prestación de 
servicios médicos gratuitos?, 


Acorde además con lo dispuesto en el artículo 6 del Código de Conducta para 
Funcionarios Encargados de hacer Cumplir la Ley”, respecto a la responsabilidad de los 
funcionarios en la plena protección de la salud de las personas bajo su custodia. 


Ahora, el artículo 74 de la LNEP incluye los términos de protección, promoción 
y restauración de la salud, lo que se armoniza con las disposiciones de la Ley General 
de Salud, al considerar que la salud es el derecho inherente de todo ser humano a 
contar con un estado completo de bienestar físico, mental y social, no solamente 
de la ausencia de afecciones o enfermedades, considerando los servicios básicos de 


1 Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos (adoptadas por el Primer Congreso de 
las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado 
en Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C 
(XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXIT) de 13 de mayo de 1977. 


Revisadas y reubicadas por instancia de la Asamblea General de Naciones Unidas, 
siendo aprobadas por la Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal, en mayo de 2015, 
remitiéndolas al Consejo Económico y Social para su aprobación y posteriormente a la Asamblea 
General para que se adoptaran como las “Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el 
Tratamiento de los Reclusos” también denominadas “Reglas Nelson Mandela” en homenaje al 
legado del difunto Presidente de Sudáfrica, Nelson Rolihlahla Mandela. 


Oficina de las naciones unidas contra la droga y el delito. Un modelo actualizado para la 
gestión penitenciaria en el siglo XXI. Consultado 5/9/2019: https://www.unodc.org/documents/ 
justice-and-prison-reform/Brochure_on_the_The_UN_Standard_Minimum_the_Nelson_ 
Mandela_Rules-S.pdf. Consultado el 5 de octubre del 2019. 


2) Regla 24 de las Reglas Nelson Mandela. 


3 Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, adoptado por la 
Asamblea General de Naciones Unidas en su resolución 34/169, de 17 de diciembre de 1979. 


“artículo 6.- Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley asegurarán la plena protección de la salud 
de las personas bajo su custodia...” 
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salud de promoción, prevención y control de enfermedades, en preferencia a grupos 
vulnerables*, como bien es el caso de personas privadas de libertad, que además pueden 
pertenecer a otros grupos vulnerables, como es ser mujer, estado de gravidez, adultos 
mayores, indígena, entre otros. 


Ello de la mano con lo dispuesto en la Observación General Número 14, 
adoptada por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, sobre el 
derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, en la que se estableció que para 
el adecuado ejercicio del derecho a la salud, el Estado debe establecer condiciones 


4 Ley General de Salud 


Artículo lo. Bis.- Se entiende por salud como un estado de completo bienestar físico, mental y 
social, y no solamente la ausencia de afecciones o enfermedades. 


Artículo 25.- Conforme a las prioridades del Sistema Nacional de Salud, se garantizará la extensión 
cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud, preferentemente a los grupos vulnerables. 


Artículo 27. Para los efectos del derecho a la protección de la salud, se consideran servicios básicos 
de salud los referentes a: 


IL La educación para la salud, la promoción del saneamiento básico y el mejoramiento de las 
condiciones sanitarias del ambiente; 


II. La prevención y el control de las enfermedades transmisibles de atención prioritaria, de las no 
transmisibles más frecuentes y de los accidentes; 


III. La atención médica integral, que comprende la atención médica integrada de carácter 
preventivo, acciones curativas, paliativas y de rehabilitación, incluyendo la atención de urgencias. 
Para efectos del párrafo anterior, la atención médica integrada de carácter preventivo consiste en 
realizar todas las acciones de prevención y promoción para la protección de la salud, de acuerdo con 
la edad, sexo y los determinantes físicos y psíquicos de las personas, realizadas preferentemente 
en una sola consulta; 

IV. La atención materno-infantil; 

L La planificación familiar; 

II. La salud mental; 

TII. La prevención y el control de las enfermedades bucodentales; 

IV. La disponibilidad de medicamentos y otros insumos esenciales para la salud; 


IX. La promoción de un estilo de vida saludable; 


X. La asistencia social a los grupos más vulnerables y, de éstos, de manera especial, a los 
8 
pertenecientes a las comunidades indígenas, y 


XI. La atención médica a los adultos mayores en áreas de salud geriátrica. 
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de disponibilidad del servicio, así como accesibilidad del mismo que incluye la no 
discriminación, accesibilidad física, accesibilidad económica y acceso a la información, 
además de la aceptabilidad, en cuanto al respeto de la ética médica, a la cultura de las 
minorías, de los pueblos o comunidades, así como de la calidad del servicio”. 


5 Observación General Número 14. El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, adoptada 
por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas en fecha 11 de 
agosto del 2000. 


1.- “La salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás 
derechos humanos. “Todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud 
que le permita vivir dignamente. La efectividad del derecho a la salud se puede alcanzar mediante 
numerosos procedimientos complementarios, como la formulación de políticas en materia de salud, 
la aplicación de los programas de salud elaborados por la Organización Mundial de la Salud (OMS) o 
la adopción de instrumentos jurídicos concretos. Además, el derecho a la salud abarca determinados 
componentes aplicables en virtud de la ley”. 


2-. El derecho a la salud en todas sus formas y a todos los niveles abarca los siguientes elementos 
esenciales e interrelacionados, cuya aplicación dependerá de las condiciones prevalecientes en un 
determinado Estado Parte: 


a) Disponibilidad. Cada Estado Parte deberá contar con un número suficiente de establecimientos, 
bienes y servicios públicos de salud y centros de atención de la salud, así como de programas. La 
naturaleza precisa de los establecimientos, bienes y servicios dependerá de diversos factores, en 
particular el nivel de desarrollo del Estado Parte. Con todo, esos servicios incluirán los factores 
determinantes básicos de la salud, como agua limpia potable y condiciones sanitarias adecuadas, 
hospitales, clínicas y demás establecimientos relacionados con la salud, personal médico y profesional 
capacitado y bien remunerado habida cuenta de las condiciones que existen en el país, así como los 
medicamentos esenciales definidos en el Programa de Acción sobre medicamentos esenciales de la 
OMS (5). 


b) Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servicios de salud (6) deben ser accesibles a todos, 
sin discriminación alguna, dentro de la jurisdicción del Estado Parte. La accesibilidad presenta cuatro 
dimensiones superpuestas: 


1) No discriminación: los establecimientos, bienes y servicios de salud deben ser accesibles, de hecho y 
de derecho, a los sectores más vulnerables y marginados de la población, sin discriminación alguna por 
cualquiera de los motivos prohibidos (7). 


II) Accesibilidad física: los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán estar al alcance 
geográfico de todos los sectores de la población, en especial los grupos vulnerables o marginados, 
como las minorías étnicas y poblaciones indígenas, las mujeres, los niños, los adolescentes, las personas 
mayores, las personas con discapacidades y las personas con VIH/SIDA. La accesibilidad también 
implica que los servicios médicos y los factores determinantes básicos de la salud, como el agua limpia 
potable y los servicios sanitarios adecuados, se encuentran a una distancia geográfica razonable, incluso 
en lo que se refiere a las zonas rurales. Además, la accesibilidad comprende el acceso adecuado a los 
edificios para las personas con discapacidades. 


TIT) Accesibilidad económica (asequibilidad): los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán 
estar al alcance de todos. Los pagos por servicios de atención de la salud y servicios relacionados con 
los factores determinantes básicos de la salud deberán basarse en el principio de la equidad, a fin de 
asegurar que esos servicios, sean públicos o privados, estén al alcance de todos, incluidos los grupos 


[e) 
yo] 
U 
2 
u 
ua 
ES) 
yo] 
O 
fa 
yo] 
2) 
2 
S 
(6) 
yo] 
[e) 
a 
U 
O 
fa 
yo] 
2) 
2 
U 
2 
[) 
Ú 
(90) 
w 


y 


[e) 
yo] 
(90) 
2 
u) 
aj 
o 
jo] 
O 
fa 
yo] 
2) 
2 
[% 
(6) 
yo] 
[e) 
[am 
Oo 
O 
fa 
yo] 
2) 
2 
U 
2 
(0) 
Ú 
U 
w 


Noviembre 2019 | Año I | No. 3 


Lo que además se entiende bajo lo estipulado en la NOM-004-SSA3-2012* 
y la NOM-220-SSA1-2002”, de las que se advierte que la atención médica, resulta el 
conjunto de servicios que se proporcionan al individuo, con el fin de promover, 
proteger y restaurar su salud. 


Objeto de la atención médica 
. de las personas privadas de la 
libertad 


El artículo 75 de la LNEP, prevé un examen médico a practicarse a quien ingrese 
a cualquier centro de reclusión bajo la custodia del Estado, lo que se adecua a los 
Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad 
en las Américas, adoptados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a 
instancia de su Relatoría sobrelos Derechos de las Personas Privadas de Libertad, durante 
el 131% periodo ordinario de sesiones en el mes de marzo del 2008*, cuyo principio IX 


socialmente desfavorecidos. La equidad exige que sobre los hogares más pobres no recaiga una carga 
desproporcionada, en lo que se refiere a los gastos de salud, en comparación con los hogares más ricos. 


IV) Acceso a la información: ese acceso comprende el derecho de solicitar, recibir y difundir información 
e ideas (8) acerca de las cuestiones relacionadas con la salud. Con todo, el acceso a la información 
no debe menoscabar el derecho de que los datos personales relativos a la salud sean tratados con 
confidencialidad. 


c) Aceptabilidad. “Todos los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser respetuosos 
de la ética médica y culturalmente apropiados, es decir respetuosos de la cultura de las personas, las 
minorías, los pueblos y las comunidades, a la par que sensibles a los requisitos del género y el ciclo de 
vida, y deberán estar concebidos para respetar la confidencialidad y mejorar el estado de salud de las 
personas de que se trate. 


d) Calidad. Además de aceptables desde el punto de vista cultural, los establecimientos, bienes y 
servicios de salud deberán ser también apropiados desde el punto de vista científico y médico y ser de 
buena calidad. Ello requiere, entre otras cosas, personal médico capacitado, medicamentos y equipo 
hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, agua limpia potable y condiciones sanitarias 


adecuadas. 
6 Norma Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012 del expediente clínico 
7 Norma Oficial Mexicana NOM-220-SSA1-2002 Instalación y operación de la farmacovigilancia. 
8 Principio IX. Ingreso, registro, examen médico y traslados... 3. Examen médico.-Toda persona 


privada de libertad tendrá derecho a que se le practique un examen médico o psicológico, imparcial 
y confidencial, practicado por personal de salud idóneo inmediatamente después de su ingreso al 
establecimiento de reclusión o de internamiento, con el fin de constatar su estado de salud físico 
o mental, y la existencia de cualquier herida, daño corporal o mental; asegurar la identificación y 
tratamiento de cualquier problema significativo de salud; o para verificar quejas sobre posibles malos 
tratos o torturas o determinar la necesidad de atención y tratamiento. 


La información médica o psicológica será incorporada en el registro oficial respectivo, y cuando 
sea necesario, en razón de la gravedad del resultado, será trasladada de manera inmediata a la autoridad 


competente. 
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establece como ejercicio de un derecho, la práctica de un examen médico efectuado por 
profesionales de la salud, enseguida de su ingreso al centro de internamiento, a efecto de 
constatar su estado de salud. Destacando la intervención de profesionales de la salud en 
la práctica de dicho examen. 


Así mismo, es de suma importancia que desde el ingreso de la PPL se 
determine el estado de salud, pues de ser el caso, de ahí deberá establecerse el 
programa médico necesario para su restablecimiento. 


Amén de que dicho examen inicial implica un eslabón de cuidado a la PPL, que 
además en un momento dado podrá constituirse como elemento de prueba en auxilio de 
investigación de probables actos de agresión en su agravio por parte de algún agente del 
Estado. 


En este contexto se aprecia que el artículo de mérito, señala que el responsa ble 
de llevar a cabo el examen de salud, deberá realizar una certificación a través de la 
aplicación del Protocolo de Estambul ante el hallazgo de lesiones o señales de tortura, 
tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


Se discrepa de la referida indicación contenida en el artículo 75, pues el 
mecanismo de aplicación del Protocolo de Estambul, propuesto por la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, como Manual para 
la investigación y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, establece el procedimiento para la investigación, previa la 
integración de una comisión especial de indagación, esto es, el responsable de llevar cabo 
la certificación médica de ingreso de la PPL, por sí mismo no constituye una comisión 
especial prevista por el Manual de mérito, sin contar con facultades para su aplicación en 
lo individual”. 


9 C. Procedimientos para la investigación de casos de tortura 1. Determinación del Órgano investigador 
adecuado 85. Cuando se sospeche que funcionarios públicos están implicados en actos de tortura, 
incluida la posibilidad de que hayan ordenado o tolerado el uso de la tortura, ministros, adjuntos 
ministeriales, funcionarios que actúen con conocimiento de los ministros, funcionarios superiores de 
ministerios estatales o altos jefes militares, no podrá realizarse una investigación objetiva e imparcial 
a menos que se cree una comisión especial de indagación. También puede ser necesaria una comisión 
de este tipo cuando se ponga en tela de juicio la experiencia o la imparcialidad de los investigadores. 
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Incluso el Protocolo de Estambul establece de forma precisa, la necesidad de que los 
investigadores de la comisión independiente de indagación, cuenten con el apoyo de 
personal técnico y administrativo con capacitación especializado, a efecto de asegurar 
que la investigación materialice pruebas admisibles en un procedimiento penal, 
previendo que el equipo investigador debe evitar repeticiones innecesarias de la historia 
del posible afectado'”. 


Así mismo, de manera expresa el párrafo 123, del apartado B sobre 
salvaguardias de procedimiento con respecto a los detenidos, especifica que la 
evaluación médica forense de quien cuente con calidad de detenido, será luego de una 
solicitud oficial de la fiscalía, con independencia de que se cuente o solicite el posible 
afectado o sus familiares de algún dictamen médico que pudiera revelar hallazgos de 
agresión, así también el párrafo 124 del mismo apartado alude a la conveniencia de que 
la evaluación médica de aplicación del protocolo evocado ni siquiera se realice en las 
instalaciones penitenciarias, sino en espacios de servicios médicos oficiales”. 


10 87. Cuando el Estado decida establecer una comisión independiente de indagación deberán tenerse 
en cuenta varias consideraciones. Primero, a las personas objeto de investigación se les han de 
conceder las mínimas garantías procesales amparadas por el derecho internacional en todas las fases 
de la investigación. Segundo, los investigadores deberán contar con el apoyo del personal técnico y 
administrativo adecuado, además de tener acceso a un asesoramiento jurídico objetivo e imparcial, a 
fin de asegurar que la investigación se materialice en pruebas que sean admisibles en un procedimiento 
penal. Tercero, los investigadores deberán recibir el pleno apoyo de los recursos y potestades del 
Estado. Por último, los investigadores tendrán la facultad de pedir ayuda a la comunidad internacional 
de expertos en derecho y medicina. 


11 123. Se proceder: a la evaluación médica forense de los detenidos en respuesta a una solicitud oficial 
escrita procedente de un fiscal público o de cualquier otro funcionario competente. Las solicitudes 
de evaluación médica formuladas por funcionarios de orden público no se considerarán válidas a 
menos que sean solicitadas por instrucciones escritas de un fiscal público. De todas formas, los propios 
detenidos, así como sus abogados y familiares, tienen derecho a solicitar una evaluación médica para 
buscar pruebas de torturas y malos tratos. El detenido ser- presentado al examen médico forense por 
funcionarios que no pertenezcan al ejército ni a la policía, ya que la tortura y los malos tratos han podido 
tener lugar estando la persona bajo la custodia de esos funcionarios y, por consiguiente, ejercerían 
una presión coercitiva inaceptable sobre el detenido o sobre el médico para que no documentase 
efectivamente la tortura o los malos tratos. Los funcionarios que supervisan el transporte del detenido 
deberán ser responsables ante el fiscal público y no ante otros agentes de la ley. El abogado del 
detenido deberá hallarse presente durante la solicitud de examen y durante el transporte ulterior 
del detenido. Durante el período de detención y después, el detenido tendrá derecho a obtener una 
segunda o distinta evaluación médica a cargo de un médico calificado. 


124. "Todo detenido deberá ser examinado en privado. Nunca estará presente en la sala de 
examen un funcionario de policía u otro agente de la ley. Esta salvaguardia de procedimiento sólo 
podrá excluirse cuando, a juicio del médico examinador, haya signos fehacientes de que el detenido 
plantea un grave riesgo de seguridad para el personal de salud. En tales circunstancias y a petición del 
médico examinador, se pondrá a su disposición personal de seguridad del servicio de salud de que se 
trate, pero no policías u otros agentes de la ley. En tales casos, el personal de seguridad estar- situado 
de tal manera que sólo pueda establecer contacto visual con el paciente, pero no oír lo que dice. La 
evaluación médica de los detenidos se realizar- en el lugar que el médico considere más adecuado. En 
ciertos casos puede ser mejor insistir en que la evaluación se haga en servicios médicos oficiales y no 
en la prisión o en la celda. En otros casos el preso puede preferir ser examinado en la relativa seguridad 
de su propia celda, si supone, por ejemplo, que los servicios médicos están vigilados. Cuál ha de ser el 
mejor lugar depender. de numerosos factores, pero en todos los casos el investigador se asegurar- de 
que los presos no se vean forzados a aceptar un lugar que no les satisfaga. 
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De tal mérito se insiste, quien lleva a cabo el examen médico de ingreso de la 
PPL no cuenta con facultades para iniciar una investigación conforme al Protocolo de 
Estambul, y de hacerlo es altamente probable la revictimización del posible afectado, 
además de no contar con la independencia adecuada pues forma parte del sistema 
penitenciario. 


Si bien es posible y exigible el dictamen médico de ingreso, sin embargo, hablar 
de elaboración de dictamen médico a través de aplicación de Protocolo de Estambul, por 
parte del agente del Estado que forma parte del sistema penitenciario como se redacta 
en el dispositivo legal que ocupa, no resulta admisible. 


Es de hacer notar además, la confrontación en la redacción del mismo 
dispositivo, determinando al responsable de llevar a cabo el examen de salud, la 
obligación de dar aviso a la autoridad penitenciaria de cualquier hallazgo que implique 
probable agresión en perjuicio de la PPL, y líneas adelante le exige obligación diversa, 
para que sea el mismo quien acuda al Ministerio Público a denunciar posible agresión en 
agravio de la PPL, sin considerar la estructura orgánica de la autoridad penitenciaria. 


THl Marco temporal de la aplicación 
. de los servicios médicos 


Los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de 
Libertad en las Américas'?, se ven reflejados en el artículo 76 de la LNEP, por cuanto 
la previsión del derecho de las PPL a recibir atención médica, desde el momento de su 
ingreso a cualquier centro de reclusión y durante su estancia. 


La preocupación por el control de enfermedades crónico degenerativas 
y las mentales, se relaciona con la Ley de Salud del estado de Guanajuato, respecto a 
su atención prioritaria, con desarrollo de actividades educativas, socioculturales y 


12 Principio X. Salud. Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la salud, entendida como el 
disfrute del más alto nivel posible de bienestar físico, mental y social, que incluye, entre otros, la atención 
médica, psiquiátrica y odontológica adecuada; la disponibilidad permanente de personal médico idóneo e 
imparcial; el acceso a tratamiento y medicamentos apropiados y gratuitos; la implementación de programas 
de educación y promoción en salud, inmunización, prevención y tratamiento de enfermedades infecciosas, 
endémicas y de otra índole; y las medidas especiales para satisfacer las necesidades particulares de salud 
de las personas privadas de libertad pertenecientes a grupos vulnerables o de alto riesgo, tales como: las 
personas adultas mayores, las mujeres, los niños y las niñas, las personas con discapacidad, las personas 
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recreativas, así como emprendimiento de programas encaminadas a la prevención de 
uso de substancias psicotrópicas, estupefacientes o inhalantes!”. 


Tipos de servicios médicos 
. penitenciarios y consentimiento 
informado 


El artículo 78 de la LNEP especifica la regulación para que dentro de todo centro de 
reclusión se cuente al menos con un médico, auxiliar técnico sanitario y odontólogo, 
así como cuidados de salud física y mental, lo que se ajusta a los Principios y Buenas 
Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, en 
cuyo principio X establece expresamente el derecho de acceso a la salud en favor de las 
PPL, contando con la atención médica, psiquiátrica y odontológica. 


1.- De prevención 


El artículo 77 de la LNEP se adecua a la legislación en materia de salud 


del estado de Guanajuato, que prevé específicamente que los centros de reinserción 


13 


portadoras del VIH-SIDA, tuberculosis, y las personas con enfermedades en fase terminal. El tratamiento 
deberá basarse en principtos científicos y aplicar las mejores prácticas. 


En toda circunstancia, la prestación del servicio de salud deberá respetar los principios siguientes: 
confidencialidad de la información médica; autonomía de los pacientes respecto de su propia salud; y 
consentimiento informado en la relación médico-paciente. 


Las mujeres y las niñas privadas de libertad tendrán derecho de acceso a una atención médica 
especializada, que corresponda a sus características físicas y biológicas, y que responda adecuadamente 
a sus necesidades en materia de salud reproductiva. En particular, deberán contar con atención médica 
ginecológica y pediátrica, antes, durante y después del parto, el cual no deberá realizarse dentro de los 
lugares de privación de libertad, sino en hospitales o establecimientos destinados para ello. En el caso de 
que ello no fuere posible, no se registrará oficialmente que el nacimiento ocurrió al interior de un lugar de 
privación de libertad. 


En los establecimientos de privación de libertad para mujeres y niñas deberán existir instalaciones 
especiales, asícomo personal y recursos aproptados para el tratamiento de las mujeres y niñas embarazadas 
y de las que acaban de dar a luz. 


Cuando se permita a las madres o padres privados de libertad conservar a sus hijos menores de 
edad al interior de los centros de privación de libertad, se deberán tomar las medidas necesarias para 
organizar guarderías infantiles, que cuenten con personal calificado, y con servicios educativos, pediátricos 
y de nutrición apropiados, a fin de garantizar el interés superior de la niñez. 


Ley de Salud del Estado de Guanajuato. Artículo 72 a 76. 
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social deben contar con baños de regaderas, retretes, peluquería y consultorio médico, 
aludiendo al traslado de las PPL a hospitales, en caso de enfermedades que requieran 
tratamiento para aplicar en unidad hospitalaria, ello a juicio del personal médico del 
centro de reclusión, quienes también están obligados a dar aviso a la autoridad de 
salud sobre brotes de enfermedades transmitibles'*, en lo que cabe agregar el carácter 
prioritario en la atención materno-infantil y enfermedades mentales'*. 


Respecto a enfermedades transmitibles, la fracción V del artículo 76 de la 
LNEP, se armoniza con la Ley de Salud del estado de Guanajuato, que prevé el control o 
erradicación de éste tipo de enfermedades que puedan trastocar la protección de la salud 
general dentro del país, disponiendo de actividades de vigilancia epidemiológica, de 
prevención y control de enfermedades, mismas que se encuentran descritas en la norma 
general en materia de salud, descritas como: 


Cólera, fiebre tifoidea, paratifoidea, shigelosis, amibiasis, hepatitis virales, influenza 
epidémica, otras infecciones agudas del aparato respiratorio, infecciones meningocóccicas y 
causadas por estreptococos, tuberculosis, difteria, tosferina, tétanos, sarampión, poliomielitis, 
rubéola y parotiditis infecciosa, rabia, brucelosis, Fiebre amarilla, dengue, paludismo, tifo, fiebre 
recurrente transmitida por piojo, otras rickettsiosis, leishmaniasis, tripanosomiasis, y oncocercosis, 
sífilis, infecciones gonocóccidas y otras enfermedades de transmisión sexual, lepra y mal del pinto, 
micosis profundas, helmintiasis intestinales y extra intestinales, toxoplasmosis'*, 


A más de la previsión de la misma legislación, sobre aviso inmediato a la 
autoridad de salud, ante la detección de las siguientes enfermedades: 


Poliomielitis, parálisis flácida aguda, sarampión, enfermedad febril exantemática, 
difteria, tosferina, síndrome coqueluchoide, cólera, tétanos, tétanos Neonatal, tuberculosis 
meníngea, meningoencefalitis amibiana primaria, fiebre amarilla, peste, fiebre recurrente, 
tifo epidémico, tifo endémico o Murino, fiebre manchada, meningitis meningocóccica, 
influenza, encefalitis equina venezolana, sífilis congénita, dengue hemorrágico, paludismo 
por plasmodium falciparum, rabia humana, rubéola congénita, eventos adversos 
temporales asociados a la vacunación y substancias biológicas y medicamentos, Lesiones 


14 Ley de Salud del Estado de Guanajuato. Artículo 220. 
ÉS Ley de Salud del Estado de Guanajuato. Artículo 62, 72. 
16 Ley de Salud del Estado de Guanajuato. Artículo 113. 
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por abeja europea africana o africanizada, brucelosis, tuberculosis pulmonar, síndrome de 
Inmuno Deficiencia Adquirida, infección por virus de la Inmuno Deficiencia Humana”. 


2.- De atención o procedimiento médico 


El artículo 79 de la LNEP, aprecia el seguimiento a la observación de garantizar el 
derecho a la salud en favor de toda PPL, de acuerdo a la ya evocada Observación General 
Número 14, adoptada por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
sobre el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, sobre las características 
de un adecuado ejercicio del derecho a la salud, disponibilidad del servicio, accesibilidad 
del mismo, aceptabilidad en cuanto al respeto de la ética médica, a la cultura de las 
minorías, de los pueblos o comunidades, así como de la calidad del servicio, al prever 
la aplicación de medidas terapéuticas en favor de restablecer la salud de aquella PPL, 
atentos al diagnóstico previo. 


Así como el uso terapéutico de medicamento o trata miento, que constituyen 
el procedimiento médico o quirúrgico con fines diagnósticos, terapéuticos, 
rehabilitatorios, paliativos o incluso de investigación. 


Procedimientos que previo a su aplicación, de manera sine qua non, debe 
mediar el documento escrito por el paciente o su representante legal o familiar más 
cercano en vínculo, que debe obrar dentro del expediente clínico, haciendo constar que 
se ha recibido la información de los riesgos y beneficios que pueden esperarse, conforme 
al texto de la referida norma oficial 004-SSA3-2012. 


De tal forma, la aplicación de cualquier medida terapéutica o procedimiento 
médico aplicado a la PPL sin obtener carta de consentimiento informado del mismo 
paciente o familiar, recae bajo responsabilidad de la autoridad penitenciaria, de ahí la 
importancia de que dentro del expediente clínico obre constancia sobre la causa de 
urgencia de su decisión, que determinara la responsabilidad de su actuación. 


En el contexto del artículo 76 de la LNEP, es de vital consideración la 
exigencia que la Norma Oficial Mexicana NOM-004-SSA3-2012 del expediente clínico, 
respecto de la obligación del responsable médico de cualquier paciente, incluso bajo el 
estado de PPL, para que dentro del expediente clínico quede registro de las acciones de 
diagnóstico, tratamiento y rehabilitación, emprendidas, a través de la formulación de 
notas médicas y otras de carácter diverso con motivo de la atención médica. 


Lo anterior en virtud de que la autoridad penitenciaria es la responsable de 
garantizar el bienestar físico y emocional, de quienes se encuentren bajo su custodia; 


atiéndase el criterio de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso del Penal 
Miguel Castro Castro vs. Perú: 


17 Ley de Salud del estado de Guanajuato. Artículo 114. 


y 
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“Los hechos, realizados de forma directa por agentes estatales cuya actuación se 
encontraba protegida por su autoridad, se dirigieron contra personas recluidas en un centro 
penal estatal, es decir, personas respecto de quienes el Estado tenía la responsabilidad de 
adoptar medidas de seguridad y protección especiales, en su condición de garante directo 
de sus derechos, puesto que aquellas se encontraban bajo su custodia...” 


Marco normativo del derecho a 
. la salud de las personas privadas 
de libertad 


La disposición del artículo 80 de la LNEP expone el derecho asistido a las PPL, puesto 
que, de conformidad con la Ley general de Salud, artículo 77 bis1, se establece que 
todo mexicano, con independencia de su condición social, en este caso su situación 
de vulneración por encontrarse privado de libertad, tiene derecho a ser incorporado 
al Sistema de Protección Social en Salud de conformidad con el artículo cuarto de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 


Siendo la coordinación de los diversos servicios en materia de salud que 
prevalecen en el país, de suma importancia para garantizar su derecho de acceso 
a la salud en favor de las PPL, en apego al estándar internacional planteado por los 
Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad 
en las Américas'*, así como al estándar nacional, según previsiones de la Ley General de 
Salud'?, en cuanto a la coordinación de las estructuras administrativas del Sistema de 
Protección Social en Salud del régimen de la federación y regímenes estatales; a más de 
contemplar el cuadro básico de insumos en la atención de primer nivel, en colaboración 
con las diversas instituciones públicas den materia de salud y de seguridad social. 


18 Principio X. El Estado deberá garantizar que los servicios de salud proporcionados en los lugares 
de privación de libertad funcionen en estrecha coordinación con el sistema de salud pública, de 
manera que las políticas y prácticas de salud pública sean incorporadas en los lugares de privación de 
libertad. 


19 Ley General de Salud. 


Artículo 77 bis 2. Para los efectos de este Título, se entenderá por Sistema de Protección Social en 
Salud a las acciones que en esta materia provean la Secretaría de Salud y los Regímenes Estatales de 
Protección Social en Salud entendiéndose por éstos, a las estructuras administrativas que provean 
dichas acciones, que dependan o sean coordinadas por la encargada de conducir la política en 
materia de salud en las entidades federativas. 


Artículo 28.- Para los efectos del artículo anterior, habrá un Cuadro Básico de Insumos para el primer 
nivel de atención médica y un Catálogo de Insumos para el segundo y tercer nivel, elaborados por 
el Consejo de Salubridad General a los cuales se ajustarán las instituciones públicas del Sistema 
Nacional de Salud, y en los que se agruparán, caracterizarán y codificarán los insumos para la salud. 
Para esos efectos, participarán en su elaboración: La Secretaría de Salud, las instituciones públicas 
de seguridad social y las demás que señale el Ejecutivo Federal. 
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Conclusiones 


Es posible concluir que el capítulo II dela LNEP es acorde a los estándares internacionales 
y nacionales, referente a la obligación del Estado de respetar el derecho de acceso a 
la salud de las personas privadas de libertad, que pueden incluirse en diversos grupos 
vulnerables, como ser mujer, estado de gravidez, adultos mayores, indígenas, entre 
otros, en el sentido de prevención y restauración de la salud. 


Considerando un acierto, la exigencia de un dictamen médico al ingreso de 
la PPL a cualquier centro de reclusión a efecto de que se determine el estado de salud, 
que permita establecer el programa médico necesario para su restablecimiento, mismo 
dictamen que eventualmente pudiera constituir un elemento de prueba en auxilio de 
investigación de probables actos de agresión en agravio de la PPL. 


Se discrepa en cuanto a la exigencia al profesional de la salud que forma parte 
del sistema penitenciario para que elabore un dictamen médico a través de aplicación 
de Protocolo de Estambul, al no contar con facultades para ello. 


Se disiente también ante la confrontación de su redacción, pues determina al 
responsable de llevar a cabo el examen de salud, la obligación de dar aviso a la autoridad 
penitenciaria de cualquier hallazgo que implique probable agresión en perjuicio de la 
PPL y líneas adelante le exige obligación diversa, para que sea el mismo quien acuda 
ante el Ministerio Público a denunciar posible agresión en agravio de la PPL. 


Es plausible la acotación sobre la obligatoriedad y gratuidad de los servicios de 
atención médica, en alusión además a la exigencia en el tema de control de enfermedades 
crónico degenerativas y las mentales, lo que resulta armónico con la Ley General de 
Salud y la Ley de Salud del estado de Guanajuato, respecto a su atención prioritaria, 
así como la prevención y detección de enfermedades transmitibles, al efecto de control 
y/o su erradicación en protección de la salud general dentro del país, disponiendo de 
actividades de vigilancia epidemiológica, de prevención y control de enfermedades. 


Sería importante que la legislación que nos ocupa se refiriera expresamente a 
la atención materno-infantil en beneficio de las PPL, como una atención prioritaria, tal 
como lo prevé la normativa en materia de salud. 


La situación de vulneración de una persona por encontrarse privado de 
libertad, no le aparta de su derecho a ser incorporado al Sistema de Protección Social en 
Salud, que comprende la coordinación de los diversos servicios en materia de salud que 
prevalecen en el país, con lo que se garantiza su derecho de acceso a la salud. 
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Artículo 58. Entrevistas y visitas de organismos 


públicos de protección de los derechos humanos 


Las normas reglamentarias establecerán las provisiones para facilitar 
a los organismos públicos de protección a los derechos humanos, así como al 
Mecanismo Nacional para la Prevención de la Tortura, el acceso irrestricto al 
Centro Penitenciario, archivos, y registros penitenciarios, sin necesidad de aviso 
previo así como asegurar que se facilite el ingreso a los servidores públicos 
de éstos y que puedan portar el equipo necesario para el desempeño de sus 
atribuciones y entrevistarse en privado con las personas privadas de la libertad. 


Los defensores, en todo momento, podrán entrevistar a las personas 
privadas de la libertad en privado. No podrá limitárseles el ingreso de los objetos 
necesarios para el desempeño de su tarea, ni podrá revisarse el contenido de los 
documentos que introdujesen o retirasen de los Centros Penitenciarios. 


Los Centros deberán contar con un área adecuada para que la persona 
privada de la libertad pueda entrevistarse en forma libre y privada con su 
defensor y a disponer del tiempo y medios razonables para su defensa. 


Se deberá (sic) establecer las normas necesarias pata facilitar el ingreso 
de las instituciones públicas que tengan como mandato vigilar, promover 
o garantizar los derechos de los grupos vulnerables o personas que por sus 
condiciones o catacterísticas requieran cuidados especiales o estén en riesgo 
de sufrir algún tipo de discriminación, así como las condiciones en las que los 
representantes de organismos privados y civiles de protección y defensa de los 
derechos humanos podrán acceder a entrevistar o documentar lo que consideren 
necesatio, pudiendo mediat para ello una petición expresa de la persona privada 
de su libertad. 


Queda prohibida toda reprimenda, acción de castigo o sanción que 
busque inhibir o limitar el derecho de la persona privada de su libertad para 
acudir ante las instituciones públicas y privadas de protección de los derechos 
humanos. 


La obstrucción de la labor del personal judicial, de las personas 
visitadoras de los organismos públicos de protección de los derechos humanos, 
de las defensoras, del Ministerio Público y de las observadoras será sancionada 
administrativa y penalmente, en términos de la legislación aplicable. 
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Comentarios al artículo 58 de la ley 
nacional de ejecución penitenciaria 
Entrevistas y visitas de organismos 
públicos de protección de los 
derechos humanos 


MCJP. Claudia Araceli Jiménez González* 


Sumario: Introducción. I.-Visitas de organismos protectores de derechos. II.- Deberes 
normativos adicionales a cargo del Estado. III.- Entrevistas con el defensor. TV.- 
Sanciones aplicables. Bibliografía. 


Introducción 


El encabezado del artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, es en sí mismo 
un instrumento útil en la labor interpretativa para dotar de sentido y alcance a los seis 
párrafos que conforman esta disposición. 


Sin lugar a dudas, la exégesis del régimen legal en materia de entrevistas y 
visitas que los organismos públicos de protección de los derechos humanos pueden 
realizar a los centros de reclusión, es un tema de primera importancia en cualquier 
estudio sobre la ejecución penal. 


Y es que la eficacia y fuerza vinculante de los derechos fundamentales no 
extingue sus efectos dentro de las puertas de los centros penitenciarios; sino que, al 
contrario, si aceptamos la conceptualización de Luigi Ferrajoli en el sentido de que los 
derechos fundamentales son la ley del más débil que rige en lugar de la ley del más fuerte 
que imperaría en su ausencia, entonces es claro que justo durante el periodo variable de 
la ejecución penal donde los efectos de la fuerza obligatoria de los derechos debe hacerse 
más notoria. 


Si contemplamos el artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, bajo 
el tamiz de la distinción entre disposiciones y normas, tendremos que a la disposición 
del artículo 58 se pueden adscribir una prolija cantidad de normas, pues bajo el rubro 
genérico que ya se ha descrito se encuentran una amplia cantidad de posiciones tuteladas 


le Licenciada en Derecho con mención honorifica por la Universidad Autónoma de Aguascalientes. 
Maestra en Ciencias Jurídico Penales por la Universidad de Guanajuato, investigadora y abogada 
postulante. 
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a favor de las personas privadas de su libertad. De este modo, la actividad interpretativa 
de este numeral tiene que ser asumida como un ejercicio hermético bastante rico en 
implicaciones, tal como tendremos oportunidad de ver en los apartados que siguen. 


En principio el artículo en comentario es una buena muestra de que el periodo 
de la ejecución penal no puede hacerse de espalda a las exigencias de los derechos 
fundamentales; y, lo que, es más, el artículo 58 establece las pautas para que agentes 
externos al propio ente administrativo encargado del mantenimiento estatal de los 
centros de reclusión, puedan realizar procedimientos de evaluación respecto del respeto 
de los derechos fundamentales dentro de la vida carcelaria. Esto es particularmente 
trascendente porque si el artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución Penal se lee en 
conjunción con las obligaciones que el estado mexicano ha asumido en los términos 
del artículo 1% constitucional, entonces obtendremos un conjunto de deberes que las 
autoridades tiene con respecto a las personas privadas de la libertad, no únicamente en 
las relaciones de los sentenciados con el poder público, sino también —y principalmente— 
en las relaciones de coordinación de la población penitenciaria entre sí. Dicho, en otros 
términos, el deber de cuidado que el estado debe desplegar sobre los reos internos en 
los centros penitenciarios es particularmente grave, porque durante el internamiento 
el Estado es directamente responsable por la salvaguarda y protección de la vida, la 
integridad física y el respeto de la dignidad de los internos en dichos centros. 


Visitas de organismos protectores 
. de derechos 


Para comprender el alcance normativo del artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal es preciso poner tal disposición en el contexto de la vida penitenciaria. Y es que la 
vida carcelaria tiene notas tan características que debe ser supervisada por organismos 
externos de aquellos de las que depende su ejecución inmediata, ya que las personas 
privadas de su libertad se encuentran en un ambiente separado de la vida cotidiana y 
del mundo exterior, el cual es particularmente propicio para que los presos puedan ser 
objeto de constantes y reiteradas violaciones a sus derechos funda mentales. 


Como sabemos, la pena en su modalidad de privación de la libertad implica, 
según Mercedes Peláez Ferrusca, una forma de vida impuesta, en donde el primer 
responsable de la vida de los internos en un centro de reclusión es el Estado, a través de 
la autoridad penitenciaria! la cual debe velar y garantizar el respeto a la dignidad humana. 


1 Peláez, M.: Derechos de las personas en prisión. México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 2015; p. 12. 
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Ahora bien, si aplicamos la perspectiva ferrajoliana —a la que ya antes hemos recurrido 
en este comentario— tendremos que si bien la propia existencia de la norma jurídica 
es una garantía primaria para que los presos puedan gozar del derecho a ser visitados 
por organismos protectores de derechos fundamentales a fin de evaluar la calidad de la 
vida penitenciaria, ello por sí mismo puede resultar insuficiente para que el derecho sea 
plenamente eficaz, para ello es preciso que la existencia de la norma sea acompañada 
de una serie de sanciones y garantías secundarias de carácter procesal a fin de asegurar 
su cumplimiento forzoso de ser el caso. En este tenor debe ser entendido el primer 
párrafo del artículo 58 cuando establece el deber de la autoridad administrativa, para 
que en ejercicio de la facultad reglamentaria de que goza el poder ejecutivo establezca las 
previsiones que resulten necesarias a fin de que los organismos públicos de protección 
a los derechos humanos, y el Mecanismo Nacional para la Prevención de la Tortura, 
puedan tener acceso el acceso irrestricto a los centros penitenciarios, así como a los 
archivos, y registros que se resguarden en dichas instalaciones. En este contexto, el 
propio legislador federal ha impuesto limitantes a la actividad reglamentaria de este 
precepto, pues desde la sede legislativa se ha determinado que los organismos garantes 
de los derechos fundamentales podrán realizar las visitas de supervisión a los centros de 
reclusión sin necesidad de aviso previo; y al ejercer esta facultad podrán ingresar con el 
equipo necesario para el desempeño de sus atribuciones y entrevistarse en privado con 
las personas privadas de la libertad. 


La primera parte del precepto a la que se ha hecho referencia hasta ahora 
ratifica la idea en el sentido de que los derechos fundamentales poseen una fuerza 
vinculante que sujeta a todas las autoridades a su cumplimiento. Ello es destacada mente 
trascendente en el caso de la vida penitenciaria, pues en ocasiones las autoridades 
encargadas de la administración de estos centros ven a los presos como sujetos que 
poseen un estado personal de peligrosidad que determina la imposición de sanciones 
agravadas en virtud de que se considera que la finalidad de la pena no es la resocialización, 
sino más bien la eliminación del riesgo social. Esa concepción del sujeto pasivo de la 
represión estatal como si se tratara de un enemigo al cual se debe reducir, es la fuente 
de abusos por parte de las autoridades penitenciarias, de modo que la vida carcelaria es 
un espacio en donde pueden abundar los tratos ignominiosos, vejatorios o degradantes; 
ya que la falta de un control eficaz de la autoridad favorece la creación de condiciones 
de autogobierno, violencia y abusos dentro de las cárceles, que terminan convirtiéndose 
justamente en espacios donde predomina la ley del más fuerte. 


En este aspecto hay que recordar que el Comité de Derechos Humanos de la 
Organización de las Naciones Unidas, ha definido un conjunto de pautas observables 
por los estados, a fin de que funcione como estándar internacional en referencia al trato 
que debe darse a las personas privadas de libertad.? Según el organismo internacional en 
cita: 


2 Peláez, M.: Derechos de las..., p. 4. 
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Tratar a toda persona privada de libertad con humanidad y respeto de 
su dignidad es una norma funda mental de aplicación universal. Por ello, 
tal norma, como mínimo no puede depender de los recursos materiales 
disponibles en el Estado Parte. Esta norma debe aplicarse sin distinción 
de ningún género, como, por ejemplo, por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de otro género, origen nacional o 
social; patrimonio, nacimiento o cualquier otra condición.* 


Así las cosas, “en México la instancia que ejecuta la pena de prisión suele ser 
el Órgano Desconcentrado de Prevención y Readaptación Social, al que le corresponde 
coordinar el desarrollo del sistema penitenciario y consolidar el régimen adecuado, 
así como ejecutar metas, programas y objetivos de reinserción social”*. En ese sentido, 
es claro que la actividad que las leyes de ejecución penal asignan a este órgano 
desconcentrado, no puede realizarse de espaldas o contra las exigencias todo ello en el 
marco del respeto a los derechos humanos”. En este sentido, cabe mencionar que los 
mecanismos para la protección de los derechos humanos son de diversa naturaleza, 
así pueden existir diversos mecanismos de protección de derechos que van desde la 
acción social de los organismos no gubernamentales interesados en la agenda de los 
derechos fundamentales; hasta los mecanismos institucionales que tienen dentro de 
sus facultades la promoción, protección y defensa de los derechos fundamentales. En 
este segundo grupo todavía cabe hacer una distinción ulterior entre los mecanismos de 
protección de derechos de corte jurisdiccional y de naturaleza no jurisdiccional. 


Entre las instancias gubernamentales de carácter no jurisdiccional encargadas 
de la protección de los derechos humanos se encuentra de forma destacada -a nivel 
federal- la Comisión Nacional de Derechos Humanos; la cual cuenta con instancias 
locales de protección a través de las distintas comisiones o procuradurías locales de 
derechos humanos que existen en cada entidad federativa. Además de la Comisión 
Nacional o de sus equivalentes locales, que incluso participan en la defensa concentrada 
de la constitución, hay que destacar que el orden jurídico vigente establece otros 
mecanismos institucionales encargados de tutelar ciertos derechos específicos, como 
los que se relacionan con la preservación de la integridad personal en la variante de 
prohibición de la tortura, como lo es el llamado Mecanismo Nacional para la Prevención 


3 Comité de derechos humanos. Observación General núm. 21, párr. 4. 
4 Méndez Paz; L.: Derecho penitenciario. México. Oxford. 2008; p. 115. 
5 Cuando se habla de derechos humanos, los mismos pueden ser vistos desde tres perspectivas, 


como aquellos derechos que adquiere la persona por el solo hecho de serlo en este caso de habla 
de derechos humanos en sentido amplio; como aquellos derechos que se encuentran reconocidos 
por el texto constitucional, es decir como derechos fundamentales; o como derechos específicos, 
siendo estos los que se adquieren al momento de adquirir una calidad específica. Vid. in extenso 
Peláez, M.: Derechos de las..., p. 8. 
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de la Tortura*. De este modo, en conjunto puede hablarse de que el derecho nacional 
provee de un elenco integral y completo de mecanismos institucionales que tienen como 
finalidad esencial promover y proteger los derechos humanos ante los abusos de la 
autoridad. 

Así las cosas, las visitas a que se refiere el primer párrafo del artículo 58 de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, pueden clasificarse en diversas especies: 


1.- Visitas de promoción de derechos humanos 


Señala Sergio García Ramírez que los derechos humanos “constituyen en nuestro 
tiempo como un asunto explosivo y expansivo que demanda sus propias garantías” y 
que se ha convertido en tema de profundas discusiones y reformas legislativas. Pero más 
allá de los aspectos coyunturales, el tema de los derechos humanos debe ser utilizado 
como mecanismo eficaz y definitivo para lograr la consolidación de un Estado social 
y democrático de derecho, en el que no exista más violencia legal que la estrictamente 
necesaria para controlar otras formas de violencia más graves”*, 


Una de las estrategias que se han adoptado para lograr los fines del sistema 
carcelario, así como del fortalecimiento de nuestro Estado de Derecho, es la protección 
y promoción a los derechos humanos mediante organismos públicos como la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, la cual se creó inicialmente como un organismo 
desconcentrado de la Secretaría de Gobernación mediante decreto presidencial de fecha 
6 de junio de 1990, y que posteriormente mediante una reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 28 de enero de 1992, adquirió una personalidad jurídica 
distintiva al haberse adicionado el apartado B del artículo 102 de la constitución. Con 
ello la Comisión fue elevada a rango constitucional bajo la naturaleza jurídica de un 
organismo descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, dándose de 
esta forma el surgimiento del llamado Sistema Nacional no Jurisdiccional de Protección 


6 El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos en su sesión ordinaria 
número 362, celebrada el día 13 de noviembre de 2017, a través del acuerdo mediante el cual se 
aprobó el Reglamento del Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, creo el Mecanismo Nacional para la Prevención de la Tortura, 
siendo una instancia especializada adscrita a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y que 
constituye un área independiente de las Visitadurías Generales que integran la Comisión Nacional, 
el cual tiene a su cargo la supervisión permanente y sistemática de los lugares de privación de la 
libertad en todo el territorio nacional, conforme al Protocolo Facultativo de la Convención contra la 
Tortura y Otros “Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y a la Ley General para Prevenir, 
Investigar y Sancionar la Tortura y Otros “Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, con 
la finalidad de asegurar el respeto de los derechos fundamentales de las personas privadas de su 
libertad y prevenir actos de Tortura y Otros “Pratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. 


7 García, S.: Los derechos humanos y la jurisdicción interamericana. México. UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 2005; p. 5. 


8 Ferrajoli, L.: La legalidad violenta, CEDH; p. 31. 
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de los Derechos Humanos. Pero la Comisión consolidaría aún más su papel como 
defensora de los derechos humanos, cuando por medio de la reforma constitucional 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de septiembre de 1999, dicho 
organismo nacional se constituyó como una institución con plena autonomía de gestión 
y presupuestaria, modificándose la denominación de comisión nacional de derechos 
humanos por la de comisión nacional de los derechos humanos.” 


Cabe precisar, que cuando la comisión nacional de los derechos humanos 
fue contemplada en el ámbito constitucional en el año 1992, también se facultó a 
las legislaturas de locales para que, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
establecieran organismos especializados para atender las quejas en contra de actos u 
omisiones de naturaleza administrativa violatorios de derechos humanos, por parte 
de cualquier autoridad o servidor público, con excepción de los del poder judicial de 
la federación, así como para formular recomendaciones públicas autónomas, no 
vinculatorias y denuncias y quejas ante las autoridades correspondientes, creándose así 
lo que conocemos como comisiones estatales de derechos humanos. '” 


La comisión nacional de los derechos humanos tiene como principales 
atribuciones, las siguientes: 


+ Recibir quejas de presuntas violaciones a derechos humanos; 

+ Conocer e investigar a petición de parte, o de oficio, presuntas violaciones de 
derechos humanos en los siguientes casos; 

» Formular recomendaciones públicas no vinculatorias y denuncias y quejas ante las 
autoridades respectivas, en los términos establecidos por el artículo 102, Apartado 
B, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

. Impulsar la observancia de los derechos humanos en el país; 

+ Proponer a las diversas autoridades del país que, en el exclusivo ámbito de 
su competencia, promuevan los cambios y modificaciones de disposiciones 
legislativas y reglamentarias, así como de prácticas administrativas, que a juicio de 
la Comisión Nacional redunden en una mejor protección de los derechos humanos; 

+ — Formular programas y proponer acciones en coordinación con las dependencias 
competentes para impulsar el cumplimiento de tratados, convenciones y acuerdos 
internacionales signados y ratificados por México en materia de Derechos 
Humanos; 

+ — Elaborar y ejecutar programas preventivos en materia de derechos humanos; y 

+ Supervisar el respeto a los derechos humanos en el sistema penitenciario y de 
readaptación social del país.'' 


9 http://www.cndh.org.mx/Antecedentes, consultada el 9 de agosto de 2019. 

10 http://www.cndh.org.mx/Funciones, consultada el 9 de agosto de 2019. 

11 Las atribuciones se encuentran en el artículo 6” de la Ley de la Comisión Nacional de los derechos 
humanos. 
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Además de las facultades ya enunciadas la comisión nacional de los derechos 
humanos y los demás organismos públicos de protección, tienen como tarea fundamental 
la promoción de los derechos humanos, en el ámbito de sus respectivas competencias. 


Por promoción, debemos entender aquellas acciones tendientes a fomentar el 
conocimiento y cultura de los derechos humanos, lo cual, aunque pudiera parecer una 
cuestión baladí, tiene una profunda trascendencia, pues su finalidad es la creación de 
valores que despierten interés en las personas y, a partir de ello, su apropiación como 
parte de un estilo de vida que procure el respeto de los derechos fundamentales, tanto 
en la actividad cotidiana y la convivencia social, así como en las relaciones familiares, 
laborales y de ejercicio del poder, con respecto al contacto entre autoridades y 
ciudadanos??. 


En el ámbito carcelario la promoción y el reconocimiento de los derechos 
humanos es una cuestión fundamental, ya que en la medida en que se respeten los 
derechos de los reclusos el desarrollo de la vida cotidiana puede adquirir un carácter 
menos aflictivo del que representa. 


2.- Visitas de revisión 


Además de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y de las Comisiones Estatales 
de cada entidad federativa, es posible encontrar instancias especializadas que buscan 
promover y sancionar las violaciones a los derechos humanos, tal como el Mecanismo 
Nacional para la Prevención de la Tortura que depende de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos y que tiene como finalidad reafirmar que el derecho a no ser 
sometido a torturas debe estar protegido en todas las circunstancias y establecer un nuevo 
mecanismo, mucho más eficiente e innovador que los ya existentes para intentar prevenir 
la práctica de la tortura, en lugar de reaccionar a ésta después de que haya ocurrido. Este 
enfoque preventivo, consiste en realizar, por parte de un mecanismo internacional y otro 
nacional, visitas periódicas a los lugares de detención, para examinar el trato que se da a 
las personas privadas de la libertad y evaluar las condiciones de detención.'* 


Tanto la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, como el Mecanismo 
Nacional para la Prevención de la Tortura tienen una visión particular en el tema de las 
visitas de promoción de derechos humanos en las prisiones, pues señalan que la estrategia 
de las visitas se basa en la idea de que cuanto más abiertos y transparentes sean los 
lugares de detención, menores serán los abusos que ahí se cometen. Al ser los lugares 
de detención, por definición espacios cerrados y a veces herméticos al mundo exterior, 


12 Cita requerida. Página de la comisión. 


13 http://www.cndh.org.mx/MNPT-Que-Es. Consultado el 09 de agosto de 2019. 
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las personas privadas de libertad se encuentran en una situación de vulnerabilidad y 
de indefensión ante los abusos de toda índole de los que pueden ser objeto, incluyendo 
la tortura, los tratos crueles inhumanos o degradantes y otras violaciones a derechos 
humanos.'* 


Resulta interesante destacar que, como parte de sus funciones constitucionales 
en materia de protección de los derechos humanos, la Comisión Nacional se ha 
pronunciado en varias ocasiones sobre la situación de la población penitenciaria. Los 
resultados a los que ha llegado esta instancia, en realidad son una reiteración de la 
percepción común sobre las condiciones de urgencia y deterioro de las condiciones de la 
vida de los internos. Por ejemplo, la Recomendación General No. 18 sobre la situación 
de los derechos humanos de los internos en los centros penitenciarios de la república 
mexicana, es particularmente explícita sobre la potencialidad que posee la acción de 
los organismos de protección de los derechos para aliviar la situación de los internos 
en los centros de reclusión. A pesar de que la cita es particularmente extensa, en esta 
parte creemos que es oportuno realizar la transcripción integral de algunas de sus 
partes, porque ello contribuye a un mejor conocimiento de la situación de las prisiones 
en México, así como la forma en la que ello incide en la violación sistemática de los 
derechos fundamentales de la población interna. 


La recomendación establece: La mayoría de las instalaciones con que 
cuenta el sistema penitenciario no reúne las condiciones para dar cumplimiento a las 
obligaciones del Estado en materia de trabajo, capacitación y educación, indispensables 
para la readaptación social. 


El trabajo además de ser un elemento importante del tratamiento en 
reclusión, ofrece al interno la posibilidad de contar con una fuente de ingresos, apoyar 
a sus familias y, según sea el caso, pagar la reparación del daño causado a las víctimas 
por los delitos cometidos. En forma adicional, le permite aprender un oficio lícito que 
podrá ejercer al momento de obtener su libertad, facilitando su reincorporación a la 
sociedad. 


Para poder ofrecer una actividad laboral adecuada, la autoridad penitenciaria 
debe efectuar un estudio de las características de la economía local, para evaluar 
la posibilidad de integrarla a los procesos productivos. En este sentido, resulta de 
particular importancia la participación de las autoridades en materia de trabajo y 
de economía, tanto para determinar las opciones más viables, como para contactar a 
inversionistas interesados en proyectos productivos. 


Debe quedar muy claro, que el trabajo en prisión no puede solamente 
considerarse como una terapia o un requisito para la obtención de un beneficio de 


14 http://www.cndh.org.mx/MNPT-Que-Es. Consultado el 09 de agosto de 2019. 
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libertad anticipada, sino como el derecho del interno a realizar una actividad lícita 
remunerada de conformidad con lo dispuesto por el artículo 123, parte declarativa, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece el derecho a un 
trabajo digno y socialmente útil. 


Cabe señalar, que la situación laboral en las prisiones no debe contravenir lo 
dispuesto en el artículo 5 Constitucional, que prohíbe la prestación de trabajos personales 
sin la justa retribución y sin su pleno consentimiento, salvo el trabajo impuesto como 
pena por la autoridad judicial, el cual se ajustará a lo dispuesto en las fracciones 1 y II del 
citado artículo 123, que regulan la jornada máxima. 


Por su parte, las actividades educativas constituyen un elemento funda mental 
en el trata miento de los internos, pues les proporcionan la instrucción que generalmente 
no tuvieron en libertad y les facilitan su reincorporación a la sociedad, al tiempo que 
contribuyen a reflexionar respecto de su actuar delictivo, así como a la conveniencia 
de un comportamiento socialmente aceptado. En este orden de ideas, la educación que 
recibe el interno durante el tiempo que permanece privado de la libertad, forma parte 
integral del proceso de readaptación social. 


Sobre el particular, el artículo 3 Constitucional, párrafos primero y segundo, 
precisa que todo individuo tiene derecho a recibir educación, la cual tenderá a desarrollar 
armónicamente las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la 
patria y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia. 
Mientras que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en 
su artículo 13.1 establece que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de 
la personalidad humana y fortalecer el respeto de los derechos humanos y libertades 
funda mentales. 


A mayor abundamiento, el artículo 11, de la Ley que establece las Normas 
Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados, señala que la educación que se 
imparta a los internos no tendrá sólo carácter académico, sino también cívico, social, 
higiénico, artístico, físico y ético. Será, en todo caso, orientada por las técnicas de la 
pedagogía correctiva y quedará a cargo, preferentemente, de maestros especializados. 
Por último, el artículo 3 de la Ley General de Educación, prevé la obligación del Estado 
de prestar servicios educativos para que toda la población pueda cursar la educación 
preescolar, la primaria y la secundaria, y que estos servicios se prestarán en el marco del 
federalismo y la concurrencia previstos en la Constitución y en la propia ley. 


A partir de dichos precedentes resulta claro que las autoridades del sistema 
penitenciario en coordinación con las educativas, tienen la obligación de garantizar 
la educación a los internos, y poner a su disposición, al menos, la educación básica 
obligatoria prevista para el sistema educativo nacional. 


Al no existir en los centros penitenciarios las condiciones que permitan a 
los internos garantizar su derecho a la readaptación social sobre la base del trabajo, la 
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capacitación para el mismo y la educación como vías para la readaptación social, se 
contraviene lo dispuesto en los artículos 3, párrafo primero; 18, párrafo segundo, y 123, 
parte declarativa, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 10 y 11, 
de la Ley que establece las Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados, 
así como 65, 66.1, 71.1, 71.3, 71.4 y 72.1 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de 
los Reclusos. 


La clasificación de la población penitenciaria en un centro de reclusión, es un 
instrumento estratégico para determinar el trato o tratamiento que se debe procurar 
a cada recluso, con miras a inculcarle la voluntad de vivir conforme a la ley y con ello 
lograr su readaptación social. 


En forma adicional, permite ubicar a los internos en áreas de alojamiento y 
convivencia separadas y diferenciadas, de modo que se les garantice una estancia digna 
y segura, pues esto contribuye a una mejor observancia de los derechos humanos. 


La Comisión Nacional de los Derechos Humanos en diversas ocasiones ha 
señalado que una adecuada clasificación en los centros de reclusión ayuda a mantener 
el orden y la disciplina, ya que permite a las autoridades tener mejor control y vigilancia 
sobre los internos que representan un riesgo para la población interna, y con ello reducir 
la posibilidad de conflictos entre reclusos. 


Por su parte, el numeral 67 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 
Reclusos señala que la clasificación tiene como finalidad separar a los internos que, por 
su pasado criminal o su mala disposición, ejercerían una influencia nociva sobre sus 
compañeros de detención, y agruparlos a fin de facilitar el tratamiento encaminado a 
su readaptación social. 


No obstante, lo anterior, en los centros penitenciarios de Baja California, 
Baja California Sur, Campeche, Chiapas, Colima, Distrito Federal, Durango, Estado 
de México, Guerrero, Hidalgo, Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo León, Oaxaca, 
Querétaro, Quintana Roo, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Yucatán y Zacatecas, 
no se lleva a cabo clasificación alguna, o bien, se realiza de manera deficiente. 


En estos casos, se ha documentado que los estudios criminológicos únicamente 
se practican a los internos cuando van a ser propuestos para algún beneficio de libertad 
anticipada y no para determinar la clasificación de la población. 


A mayor abundamiento, es oportuno decir que la ubicación o clasificación 
de los internos tiene que ser una medida objetiva, de carácter temporal y revisable, 
sustentada en el principio de legalidad, pues representa un hecho relevante de la 
permanencia en prisión y, por lo mismo, puede favorecer o dificultar el proceso de 
readaptación. 
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Cabe mencionar que una adecuada clasificación de la población penitenciaria, 
debe basarse en la opinión del Consejo Técnico Interdisciplinario, a partir de los estudios 
elaborados por las áreas técnicas. 


Como ya se mencionó, uno de los grandes problemas que existe en nuestro 
sistema penitenciario es la sobrepoblación, que altera el funciona miento de las cárceles, 
lo que dificulta mantener el orden y propicia el autogobierno, entendido como la 
ausencia de autoridad al interior de un centro, debido a que grupos de internos ejercen 
control sobre un amplio sector de la población. 


Se trata de un sistema de gobierno paralelo al régimen interior que legalmente 
debe de prevalecer en un centro penitenciario, con estructura organizada a partir de 
una jerarquía de mando, mediante la cual, además de imponer métodos informales de 
control, efectúan actividades ilícitas intramuros. 


Como resultado del autogobierno, aumenta la violencia al interior de los 
centros y el tráfico de sustancias prohibidas. Además, permite que algunos internos 
gocen de privilegios y tratos especiales, tales como el acceso a estancias amplias y la 
posesión de teléfonos celulares, entre otros objetos prohibidos (anexo 5). 


Esta Comisión Nacional considera que el autogobierno es una de las causas 
que desencadena deficiencias en los reclusorios, pues permite que en sus instalaciones 
aumente la incidencia de violaciones a los derechos humanos. 


Cabe señalar, que el problema del autogobierno se agrava debido al aumento 
de internos vinculados con la delincuencia organizada, recluidos en centros estatales 
y municipales, quienes en repetidas ocasiones controlan a la población penitenciaria, 
sometiéndola a un régimen personal de favores y privilegios, generalmente mediante el 
pago de cuotas, situación que es tolerada por algunas autoridades. Es del conocimiento 
público la existencia de diversas actividades delictivas en las que participan estos grupos 
de internos, los cuales corrompen a las autoridades con el fin de obtener toda clase de 
facilidades para organizar o seguir cometiendo delitos graves como secuestro, robo 
calificado, homicidio y narcotráfico. 


Sobre el particular, el artículo 10, último párrafo, de la Ley que establece las 
Normas Mínimas Sobre Readaptación Social de Sentenciados, señala que ningún interno 
podrá desempeñar funciones de autoridad o ejercer dentro del establecimiento empleo o 
cargo alguno. 


Resulta pertinente señalar que el respeto al principio de trato igualitario, 
implica que el régimen penitenciario deba ser el mismo para todos los reclusos, sin 
diferenciaciones de trato ni discriminación por razones económicas ni de otro tipo. 


En estos casos, se vulnera el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 1 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual prohíbe toda clase 
de discriminación que atente contra la dignidad humana. 
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Deberes normativos adicionales a 
. cargo del Estado 


En concomitancia con lo que se lleva dicho sobre el régimen de visitas en materia de 
promoción y vigilancia que pueden hacer las organizaciones encargadas de la defensa 
y promoción de los derechos humanos y la prohibición de la tortura, debe entenderse 
también lo dispuesto por los párrafos cuarto y quinto del artículo 58. De acuerdo 
con ello, el estado se halla obligado a establecer las normas necesarias para facilitar 
el ingreso de las instituciones públicas que tengan como mandato vigilar, promover o 
garantizar los derechos de los grupos vulnerables o personas que por sus condiciones 
o características requieran cuidados especiales o estén en riesgo de sufrir algún tipo de 
discriminación, así como las condiciones en las que los representantes de organismos 
privados y civiles de protección y defensa de los derechos humanos podrán acceder a 
entrevistar o documentar lo que consideren necesario, pudiendo mediar para ello una 
petición expresa de la persona privada de su libertad. 


Nos parece que esta remisión que se hace en la ley para que la autoridad 
administrativa dicte las normas que permitan establecer el marco de ingreso y revisión 
que los organismos públicos y privados puedan realizar dentro de los centros de 
reclusión para tutelar la observancia de los derechos fundamentales es perjudicial, 
porque la aplicación de estos derechos ya analizados en los parágrafos precedentes 
puede vaciarse de contenido ya sea por defecto u omisión de la autoridad para dictar 
las normas necesarias que operativicen en la práctica este tipo de actividades. En 
ese contexto, hubiere sido deseable que, al margen de lo ya analizado, el legislador 
secundario hubiere proveído desde la espera legislativa algunas reglas mínimas a las 
que se refiere el cuarto párrafo del artículo 58, a fin de dotar de uniformidad y certeza 
a este régimen jurídico. Con todo, el sentido del artículo permite advertir por la vía de 
la interpretación algunas coordenadas de lo que podría ser el sentido y alcance que debe 
darse a este precepto. 


El cuarto párrafo del artículo 58 contiene al menos dos supuestos de 
importancia que deben ser analizados: 


Primero la autoridad competente está obligada a dictar las normas que 
resulten necesarias para facilitar el ingreso de las instituciones públicas que tengan 
como mandato vigilar, promover o garantizar los derechos de los grupos vulnerables o 
personas que por sus condiciones o características requieran cuidados especiales o estén 
en riesgo de sufrir algún tipo de discriminación. Este primer conjunto de supuestos es 
relevante porque se refiere no a la clase de visitas que puede practicar la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos o sus equivalentes locales y el mecanismo contra 
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la tortura, a fin de promocionar y preservar los derechos fundamentales dentro de los 
centros de reclusión; sino que en este caso nos encontramos ante un régimen específico 
más exigente, pues se trata de que la autoridad administrativa, por ejemplo, dicte las 
normas que sean precisas para tutelar los derechos de internos que se encuentran en 
situaciones particularmente más apremiantes durante su encierro, ello es así porque las 
normas a las que nos referimos tendían que contribuir a aliviar la situación de los reos 
que requieren cuidados especiales o que son proclives a ser discriminados, como puede 
ser el caso de los presos que tienen condiciones de salud que ameritan un cuidado más 
diligente (pensemos en aquellos que padecen hipertensión, diabetes o alguna condición 
alérgica o crónico degenerativa) y en cuanto a los que son especialmente susceptibles de 
ser discriminados por el resto de la población penitenciaria (como los homosexuales o 
los reos de población indígena). En esos casos, el artículo 58 determina que la autoridad 
debe aplicar un conjunto de medidas más diligentes a fin de facilitar la actividad de los 
organismos defensores de los derechos fundamentales en dichos casos. 


En segundo término, la otra porción normativa que deseamos considerar 
ahora tiene que ver con los representantes de organismos privados y civiles de protección 
y defensa de los derechos humanos, quienes podrán acceder a entrevistar o documentar 
lo que consideren necesario, pudiendo mediar para ello una petición expresa de la 
persona privada de su libertad. Esta posibilidad es relevante porque debemos recordar 
que una de las funciones esenciales de los organismos públicos de defensa de los derechos 
es la formulación de recomendaciones para solventar las violaciones de derechos en que 
puedan incurrir determinados agentes de la autoridad. Por eso, para que los organismos 
competentes puedan desarrollar esta clase de recomendaciones es menester que cuenten 
con los elementos de prueba que pueden aportar las entrevistas, encuestas o demás 
formas de procesamiento de la información sobre la situación de la vida penitenciaria 
que pueden proporcionar sus propios protagonistas, internos en los centros de reclusión. 
Esta clase de visitas para recabar información sobre las condiciones penitenciarias, como 
se desprende del propio artículo, puede ser realizada de forma oficiosa o bien por medio 
de una petición expresa de los reclusos. De ahí que sea importante que la existencia de 
las denuncias por violaciones a los derechos humanos no sea desincentivada mediante 
la amenaza de coacciones o represalias por parte de las autoridades de los centros de 
reclusión. Por ello, como una especie de obviedad, que pese a todo debe ser reiterada, se 
dice en el propio numeral en comentario que queda prohibida toda reprimenda, acción 
de castigo o sanción que busque inhibir o limitar el derecho de la persona privada de 
su libertad para acudir ante las instituciones públicas y privadas de protección de los 
derechos humanos. 
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TI ñ | Entrevistas con el defensor 


De otra parte, el segundo párrafo del artículo 58 en comentario establece que “los 
defensores, en todo momento, podrán entrevistar a las personas privadas de la libertad 
en privado. No podrá limitárseles el ingreso de los objetos necesarios para el desempeño 
de su tarea, ni podrá revisarse el contenido de los documentos que introdujesen o 
retirasen de los Centros Penitenciarios”. 


Esta previsión expresa de la Ley Nacional de Ejecución Penal es una aplicación 
del derecho a la defensa adecuada. Ello es de este modo porque de conformidad con la 
fracción VIII del aparado B del artículo 20 constitucional, el inculpado tiene derecho 
a “una defensa adecuada por abogado, al cual elegirá libremente incluso desde el 
momento de su detención. Si no quiere o no puede nombrar un abogado, después de 
haber sido requerido para hacerlo, el juez le designará un defensor público. También 
tendrá derecho a que su defensor comparezca en todos los actos del proceso y éste 
tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera”. En ese sentido, la posibilidad 
a que se refiere el segundo párrafo del artículo 58 es una aplicación de tal derecho a la 
defensa del inculpado interno en un centro de reclusión. 


La jurisprudencia de la Suprema Corte, ha definido el ámbito de aplicación del 
derecho a una defensa adecuada, y señala que este derecho: consiste en que el inculpado 
tendrá derecho a una defensa, por medio de su abogado y a que éste comparezca entodos 
los actos del proceso, quien tendrá la obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera, 
lo que se actualiza desde que aquél es puesto a disposición del Ministerio Público; esto 
es, desde la etapa ministerial deberá contar con la asistencia efectiva del profesional, 
entendiéndose como tal, la presencia física y la ayuda efectiva del asesor legal, quien 
deberá velar porque el proceso se siga con apego a los principios del debido proceso, y 
éste no sea viciado, asegurando a la postre el dictado de una sentencia que cumpla con 
los requisitos, valores y principios legales y constitucionales que permean en el debido 
proceso penal; lo que deberá observarse en todas aquellas diligencias o actuaciones y 
etapas procesales en las cuales es eminentemente necesaria la presencia del inculpado, 
en las que activa, directa y físicamente participe o deba participar, así como en aquellas 
en las que de no estar presente, se cuestionarían o pondrían gravemente en duda la 
certeza jurídica y el debido proceso. Esto es así, porque la defensa adecuada representa 
un derecho instrumental cuya finalidad es asegurar que el poder punitivo del Estado se 
desplegará a través de un proceso justo, lo que además busca asegurar que pueda tener 
garantizados en su integridad sus derechos fundamentales, como lo es no declarar, 
no autoincriminarse, no ser incomunicado, no sufrir tortura alguna, ni ser detenido 
arbitrariamente, así como ser informado de las causas de su detención, entre otras!”. 


15 Cfr. Tesis la. CCXXVI/2013 (10a.), con registro 2003959, visible en la foja 554 del tomo 1, libro 
XXII, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, correspondiente a julio de 2013. 
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Con base en este contenido mínimo del derecho asegurado en la fracción 
VIO del apartado B del artículo 20 constitucional, es claro que la Ley Nacional de 
Ejecución Penal no podría limitar el cúmulo de posiciones y normas que se pueden 
adscribir interpretativamente a esta disposición, en la medida en que el derecho a la 
defensa adecuada comienza a regir desde la presentación del sujeto ante el órgano 
fiscal, y se prolonga en todas aquellas diligencias o actuaciones y etapas procesales en las 
cuales es eminentemente necesaria la presencia del inculpado, en las que activa, directa 
y físicamente participe o deba participar, así como en aquellas en las que de no estar 
presente, se cuestionarían o pondrían gravemente en duda la certeza jurídica y el debido 
proceso, tal como lo reconoce la jurisprudencia. 


A través de la previsión del derecho a la defensa técnica se asegura que 
el imputado, en sentido amplio, sea asistido jurídicamente, en todas las etapas 
procedimentales en las que intervenga, por un defensor que tenga el carácter de 
profesional en derecho (abogado particular o defensor público); incluso, de ser posible, 
desde el momento en que acontezca su detención. La exigencia de una defensa técnica 
encuentra justificación al requerirse de una persona que tenga la capacidad técnica 
para asesorar y apreciar lo que jurídicamente es conveniente para el imputado, a fin 
de otorgar una real y efectiva asistencia legal que le permita estar posibilidad de hacer 
frente a la imputación formulada en su contra. Lo cual no se satisface si la asistencia es 
proporcionada por cualquier otra persona que no reúna la citada característica, a pesar 
de ser de la confianza del referido imputado'”. 


Así planteadas las cosas, el segundo párrafo es constitutivo de derechos no 
únicamente para los sujetos privados de su libertad en los centros de reclusión, sino 
también para los propios abogados que se encargan de la defensa de dichos inculpados, 
en sentido amplio. De este modo, resulta que la disposición comentada en esta parte 
puede ser descompuesta en diversas posiciones adscritas a estas dos clases de sujetos; 
así, en principio los reclusos tienen la posibilidad de entrevistarse libremente y con las 
condiciones de secrecía de la conversación que sean oportunas para que entre este sujeto 
y su defensor puedan determinar los aspectos importantes para su estrategia defensiva, 
pues ello es precisamente lo que se pretende asegurar con la defensa técnica en todos los 
actos del proceso. De igual modo, el segundo párrafo del artículo 58 en comento establece 
una serie de prerrogativas para el desempeño de la función propia de los defensores 
privados o de oficio; ello es así porque las entrevistas de los abogados con sus defendidos 
se podrán realizar en todo momento y en privado, además de eso, los abogados podrán 
ingresar a los centros de reclusión con todos los elementos que resulten necesarios 


16 Así véase la tesis con registro 2009005 y número de localización 1a./]. 26/2015 (10a.). Emitida por 
la primera sala y visible en la foja 240 del tomo 1 del libro 18 de la gaceta del semanario judicial de 
la federación, correspondiente a mayo de 2015. 
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para el desempeño de su labor, y sin que pueda limitárseles el ingreso de los objetos 
necesarios para el desempeño de su tarea, ni revisarse el contenido de los documentos 
que introdujesen o retirasen de los Centros Penitenciarios. 


Esta norma es particularmente importante porque establece una excepción 
a las reglas de seguridad que deben ser observadas por los visitantes a los centros de 
reclusión. Como sabemos, por motivos de control el ingreso a las cárceles debe realizarse 
en estricto apego a ciertas reglas que determinan la clase de objetos y vestimenta que 
los visitantes pueden ingresar o deben portar durante su estancia a las penitenciarías; 
pues bien, la parte final del segundo párrafo del artículo 58 introduce una especie de 
flexibilización al régimen de objetos que pueden ser introducidos a las prisiones, en la 
medida en que ellos sean necesarios para el desempeño de la función de defensa procesal 
desarrollada por los abogados de los internos. En ese tenor, parece que el legislador ha 
ponderado desde la sede legislativa entre el interés público (directriz) relacionada con 
la seguridad en el ingreso de ciertos objetos en las prisiones, y ha determinado que dicho 
principio debe ceder cuando se trata de bienes o elementos que son necesarios para que 
el abogado de algún recluso pueda entrevistarse con su defendido contando con todos 
los elementos que resulten necesarios para tal labor, con lo cual se hace prevalecer el 
derecho a la defensa técnica. 


Esta conclusión se ve corroborada por el hecho de que el propio legislador 
secundario ha determinado la obligación del estado para que en la planeación y diseño 
de los centros de reclusión prevea la existencia de áreas adecuadas para que la persona 
privada de la libertad pueda entrevistarse en forma libre y privada con su defensor y 
a disponer del tiempo y medios razonables para su defensa. Esto es un correlato de 
carácter material que se halla en plena correspondencia con los derechos identificados 
al comentar el párrafo anterior, esto es, para que sea eficaz la defensa técnica debe 
tener acceso a espacios donde la comunicación entre el acusado y su defensor pueda 
fluir plenamente, sin temor a que la misma sea observada o supervisada por los 
elementos de la autoridad de los centros penitenciarios o sea perturbada por injerencias 
del resto de la población penitenciaria. Para ello se deben destinar espacios dentro de 
los centros de reclusión a fin de que los privados de la libertad puedan entrevistarse con 
su abogado durante el tiempo razonable que se estime pertinente y las veces que ello 
resulte adecuado. Se trata de un auténtico derecho de contenido material y tangible, 
pues el contenido de tal norma posee un talante que incide en el diseño arquitectónico y 
organizativo de los centros de reclusión, donde deberá siempre hacerse la previsión de 
esta clase de espacios para realizar las entrevistas con los reclusos. 
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] V Sanciones aplicables 


Finalmente, el párrafo sexto del artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución Penal 
determina que la obstrucción de la labor del personal judicial, de las personas visitadoras 
de los organismos públicos de protección de los derechos humanos, de las defensoras, del 
Ministerio Público y de las observadoras será sancionada administrativa y penalmente, 
en términos de la legislación aplicable. Las sanciones a las que se hacen referencia en 
esta parte pueden ser de dos clases, o bien sanciones administrativas o de carácter penal. 
En ese tenor conviene destacar que el término “sanción” es ambiguo, pues admite distintas 
formas o tiene significados diversos. En principio, se concluye que la sanción jurídica es, 
desde un punto de vista estructural, una reacción -positiva o negativa- frente a ciertas 
conductas establecidas por el derecho. Ahora bien, partiendo de la noción de sanción 
que se centra en la reacción negativa prevista por el derecho frente a ciertas conductas, 
es posible distinguir diferentes acepciones cuya naturaleza diverge considerablemente 
una de la otra, tal como puede apreciarse en la parte final del artículo 58 que ahora 
comentamos. 


Entre las primeras sanciones a las que se refiere este numeral se encuentran las 
de carácter administrativo. Las sanciones de esta clase, de acuerdo con la interpretación 
de la Suprema Corte, se generan mediante la intervención de los órganos internos de 
control y de los tribunales administrativos y en el que, atendiendo a la proyección que 
tiene sobre la vida de las personas, se ha considerado necesario reconocer la existencia de 
un debido proceso administrativo. En estos términos, estaremos ante una manifestación 
del derecho administrativo sancionador cuando el procedimiento: 1) presuponga la 
existencia de un tipo administrativo que conlleve el reproche a una infracción -que 
entrañe la transgresión a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia 
que deban observarse en el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones públicos- 
y dé lugar al surgimiento de responsabilidad administrativa; 2) se siga en forma de 
juicio, en el cual se determine si la conducta -acción u omisión- de quien desempeñe 
el servicio público contraviene aquellas prohibiciones a las cuales se sujeta el ejercicio 
de su función; y, 3) tenga por finalidad procurar la correcta actuación de los servidores 
públicos, sancionar a los infractores y, en su caso, lograr la restitución de aquellos bienes 
jurídicos que fueron afectados con su irregular actuación'”. De este modo, las sanciones 
que la contravención del artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución de Penas puede 


17 Así cfr. la tesis la. XXXV/2017 (10a.), con registro 2013954, emitida por la Primera Sala, visible 
en la foja 441 del tomo l, libro 40, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
correspondiente a marzo de 2017. 
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ocasionar, son las que genéricamente se determinan en las leyes de responsa bilidades 
administrativas de los servidores públicos, tanto a nivel federal como locales (en ese 
sentido, hay que hacer notar que se debe atender en estos casos a los parámetros ya 
demarcados por la Ley General de Responsabilidades Administrativas, actualmente en 
vigor. 


En tanto que la otra clase de sanciones a las que se refiere el artículo 58 en el 
ámbito penal, y en estos casos los responsables de la contravención serían sancionados 
de acuerdo con la pena privativa de libertad que se determine para el tipo penal 
especifico en que se incurra de acuerdo a la conducta concreta desplegada por el agente 
de la autoridad infractor, aunque en este último supuesto estimamos que los sujetos 
activos que pueden incurrir en estas conductas no son solamente las autoridades, sino 
incluso los reos pertenecientes a la misma población penitenciaria que impidan la 
labor de los funcionarios judiciales o de los organismos protectores de los derechos 
fundamentales. 
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Artículo 59. Régimen de visitas 


El Protocolo respectivo, establecerá el régimen de visitas personales, familiares, íntimas, 
religiosas, humanitarias y asistenciales, sin que en caso alguno pueda impedirse el contacto corporal 
de la persona visitante con la persona visitada, salvo que alguna de las dos solicite tal restricción. 
Asimismo, se establecerán mecanismos para informar clara y puntualmente sobre el tipo de objetos 
cuyo ingreso está permitido o prohibido durante las visitas, garantizando que tales disposiciones 
puedan ser conocidas por las personas que realizan las visitas. 


Las visitas se limitarán en la medida necesaria para favorecer la gobernabilidad y el buen 
funcionamiento del Centro Penitenciario, debiendo permitirse por lo menos un tiempo mínimo de 
visita de cinco horas semanales y máximo de quince horas semanales. Las horas de visita semanal se 
considerarán sumando el tiempo efectivo de todos los tipos de visita, excepto aquellas destinadas a la 
visita íntima. 


En casos de restricción de visitas por sanción disciplinaria grave, estas podrán limitarse 
hasta una hora de visita semanal, de conformidad a lo establecido en la presente Ley. 


Para obtener la autorización de visita íntima, la persona privada de la libertad deberá 
presentar solicitud a la Autoridad Penitenciaria, quien resolverá de acuerdo a las disposiciones 
aplicables al régimen de visitas. 


Las disposiciones aplicables del Centro Penitenciario establecerán los alimentos que 
excepcionalmente puedan ser suministrados a las personas privadas de la libertad por las personas 
visitantes, así como los objetos que puedan ser introducidos por éstas. 


En el caso de las mujeres privadas de su libertad, la Autoridad Penitenciaria deberá generar 
disposiciones aplicables flexibles que alienten y faciliten las visitas familiares, especialmente de sus 
hijas e hijos de conformidad con los principios establecidos en esta Ley. 


Las personas privadas de la libertad deberán ser consultadas sobre a qué personas adultas 
autorizan para la visita familiar o personal, así como para el acompañamiento de la visita de sus hijas 
e hijos. 


Las personas privadas de la libertad tendrán derecho a la visita íntima por un plazo de 
dos horas mínimo y cinco máximo, y con una periodicidad de al menos una vez cada dos semanas. 
En ningún caso estará permitido el acompañamiento de niñas, niños o adolescente (sic) en las visitas 
íntimas. 


No podrá condicionarse la visita íntima de las mujeres privadas de su libertad al uso 
obligatorio de métodos anticonceptivos. 


La Autoridad Penitenciaria debe asegurar la existencia de espacios apropiados para la 
realización de la visita íntima, la cual será privada, consentida, ininterrumpida e informada, además 
deberá reunir las condiciones de aseo e higiene necesarias. 


Existirá un registro de personas autorizadas a realizar visitas íntimas, en el que se 
especificará la persona autorizada para realizarla. 


Los Centros Penitenciarios deberán garantizar el ejercicio del derecho a la visita íntima 
bajo los principios de igualdad y no discriminación. 


Los protocolos y disposiciones aplicables del Centro Penitenciario deberán establecer las 
disposiciones que permitan la visita íntima ínter e intracarcelaria cuando la pareja de la persona 
privada de la libertad también se encuentre privada de su libertad. 
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Comentarios al artículo 59 
de la LNEP 


El régimen de visitas 


Mtro. Everardo Rodríguez Durón* 


Sumario: Introducción. I.-Clasificación y régimen general de las visitas.1.-Visita familia. 
2.-Visita íntima. 3.-Visita de autoridades. 4.-Visita del defensor. 5.-Visitas religiosas. 


Introducción 


Señalan las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, adoptadas en el primer 
congreso de las naciones unidas sobre prevención del delito y tratamiento del delincuente 
en 1955 en su artículo 79 que “se velará particularmente por el mantenimiento 
y mejoramiento de las relaciones entre el recluso y su familia, cuando estas sean 
convenientes para ambas partes”. Dicha disposición se ve traducida en el artículo 59 de 
la Ley Nacional de Ejecución Penal el cual, a través de las visitas personales, familiares, 
íntimas, religiosas, humanitarias y asistenciales, busca la reinserción del sentenciado 
y el fortalecimiento de sus lazos con el mundo exterior durante su internamiento. La 
disposición que ahora comenzamos a comentar, resulta importante porque debe 
procurarse que el sistema de ejecución penal no rompa los vínculos familiares del interno 
en sus relaciones con sus parientes cercanos; lo anterior es así porque el aislamiento del 
imputado en sentido amplio conllevaría el riesgo de no lograr la reinserción. En sentido 
contrario, “si los reclusos pueden mantener sus vínculos con la familia, los amigos 
y la comunidad mientras están en prisión, ello reducirá los efectos perniciosos de la 
privación de libertad y hará más probable que se reintegren en la comunidad cuando 


sean liberados”. 


% Licenciado en derecho por la Universidad Autónoma de Aguascalientes. Maestro en justicia 
constitucional por la Universidad de Guanajuato, investigador y docente universitario. 


1 Los Derechos Humanos y las Prisiones, Manual de capacitación en derechos humanos para 
funcionarios de prisiones; p.134. 
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De este modo, el artículo 59 de la Ley Nacional de Ejecución Penal se 
encuentra particularmente vinculado con los fines del sistema penitenciario contenidos 
en el artículo 18 de la constitución. 


Según el segundo párrafo del precisado artículo de la ley fundamental, “el 
sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, 
del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como 
medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no 
vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la ley. Las mujeres 
compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados a los hombres para tal 
efecto”. 


Por tanto, la pena de prisión no debe imponer como parte de sus efectos 
la suspensión de la convivencia del sentenciado con su entorno familiar, porque ello 
supondría no solamente la limitación de las relaciones personales necesarias para que 
el interno se siga siendo parte de la sociedad, sino que también implicaría afectar los 
derechos de los familiares (en sentido amplio) del interno, quienes independientemente 
de los hechos que hayan originado la reclusión, deben continuar con la convivencia con 
el sujeto pasivo de la represión penal. 


El sentido y alcance del artículo 59 de la Ley Nacional de Ejecución Penal 
es sumamente amplio respecto de las posiciones y normas que pueden ser adscritas 
interpretativamente a dicha disposición. Tal como tendremos oportunidad de ver en 
los apartados siguientes. 


Clasificación y régimen general 
. de las visitas 


En términos del primer párrafo del artículo 59, la Ley determina que en la norma 
administrativa se establecerá el régimen de visitas personales, familiares, íntimas, 
religiosas, humanitarias y asistenciales, sin que en caso alguno pueda impedirse el 
contacto corporal de la persona visitante con la persona visitada, salvo que alguna de las 
dos solicite tal restricción. 


Sin embargo, aunque personas externas pueden entrar a los centros de 
reclusión para convivir con los reclusos como parte de sus relaciones personales y 
familiares o incluso con fines oficiales como la procuración de una defensa adecuada y la 
promoción de los derechos humanos -tal como ya hemos tenido oportunidad de mostrar 
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en el comentario del artículo 58-, lo cierto es que desde el principio, la disposición 
en comentario es clara al señalar que este derecho del recluso a ser visitado durante 
su internamiento no es de carácter absoluto, pues para hacer operativo el régimen 
de convivencia es necesario que se establezcan mecanismos para informar clara y 
puntualmente sobre el tipo de objetos cuyo ingreso está permitido o prohibido durante 
las visitas, garantizando que tales disposiciones puedan ser conocidas por las personas 
externas que asisten a los centros de reclusión, a fin de que el ingreso a los centros se 
realice de manera ordenada, de conformidad con los protocolos de seguridad y conforme 
a un conjunto de parámetros que permitan potencializar el carácter resocializador de las 
convivencias del interno con el exterior. 


Lo primero que resulta importante destacar en el artículo 59 es que el legislador 
ha determinado una clasificación de las visitas en diferentes tipos. Así, existen distintas 
clases de convivencias que puede recibir el interno en el centro de reclusión, tales como 
las visitas personales, familiares, íntimas, religiosas, humanitarias y asistenciales. 


Aquí, puede plantearse una delimitación terminológica de acuerdo con el 
sentido natural de las palabras empleadas por el legislador. De este modo, en las visitas 
personales quedaría comprendido el contacto del interno con personas que tienen con 
él una relación de amistad o afecto no relacionado con alguna forma de parentesco. 
Las visitas familiares se refieren al contacto que el interno puede mantener durante su 
reclusión con las personas que tienen algún vínculo de parentesco. 


La visita íntima, por su parte, se halla relacionada con la satisfacción del deseo 
erótico del interno, por lo que aquí se implica la posibilidad del acceso carnal del interno 
con su pareja o cónyuge. Asimismo, las visitas religiosas, humanitarias y asistenciales, 
se relacionan con el cumplimiento de diversos fines relacionados directamente con la 
reinserción social del interno, en lo que hace al ámbito espiritual, de salud, o de respeto a 
su dignidad humana. 


Esta interpretación resulta acorde, verbigracia, con lo dispuesto en los artículos 
87,89, 90, 99 y 100 del reglamento de los centros federales de readaptación social, donde 
se dice: 


Artículo 87.- En el Centro Federal sólo podrán autorizarse 
las siguientes visitas a internos: 


[. De familiares y amistades del interno; 

ll. Del cónyuge o bien concubina o concubinario, según 
corresponda; 

TIT. De autoridades; 

IV. Del defensor, representante común o persona de confianza, y 
V. De ministros acreditados de cultos religiosos. 
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Ninguna persona podrá obtener su acreditación y registro 
en dos o más modalidades de las descritas en las fracciones anteriores 
para un mismo Centro Federal. 


El Centro Federal podrá negar la acreditación para las 
visitas señaladas en el presente artículo cuando se ponga en riesgo la 
seguridad del Sistema Federal Penitenciario. 


La visita de las personas a que se refieren las fracciones Í y 
IT se consideran estímulos y, en esa medida, deberán ser aprobadas por 
el Consejo. 


El Manual respectivo establecerá las normas para la 
acreditación y registro de las personas señaladas en este artículo. 


La frecuencia del ingreso y el tiempo de permanencia 
de las visitas en el Centro Federal dependerán del espacio con que se 
cuente, del personal disponible y de las condiciones de seguridad que 
prevalezcan en el momento en que se solicite. 


Artículo 89.- Se autorizará la visita familiar siempre y 
cuando los solicitantes tengan con el interno lazos de parentesco 
debidamente acreditados. 


Unicamente se autorizará la entrada a menores de edad 
cuando sean hijos del interno, previo estudio y aprobación del Consejo. 


Artículo 90.- Ninguna visita familiar, de amistades o 
íntima será autorizada sin que previamente haya sido promovida o 
aceptada por el interno. 


Artículo 99.- El Comisionado o el Coordinador General 
podrán autorizar las solicitudes de acceso de autoridades distintas de 
las judiciales, así como de la Comisión Nacional de Derechos Humanos 
y representantes de consulados o de embajadas, previo informe de las 
actividades que proponen realizar y de las áreas a visitar. 


Los ministros acreditados de cultos religiosos podrán 
visitar el Centro Federal con autorización escrita del Comisionado. 


Artículo 100.- El Comisionado o el Coordinador General 
podrán autorizar el acceso al Centro Federal de visitas no previstas en 
el Reglamento mediante escrito debidamente fundado y motivado, con 
sujeción al espacio y condiciones de seguridad prevalecientes. 
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La regulación en torno a las clases de visitas que se pueden realizar a los 
centros de reclusión conforme al primer párrafo del artículo 59 contiene otra serie de 
reglas aplicables con carácter general a las diversas especies previstas. Las cuales tienen 
que ver con las limitaciones para el funcionamiento de los centros de reclusión, con los 
objetos que pueden ser introducidos a las instalaciones y con las limitaciones en caso de 
sanciones a los internos. 


Sobre la cuestión relacionada con el tipo de objetos cuyo ingreso está permitido 
o prohibido durante las visitas, el primer párrafo del artículo 59 establece que estas 
limitaciones se harán saber a los interesados a través de mecanismos claros y puntuales. 
Así, el Manual de Visita de los Centros Federales de Readaptación Social determina que, 
en los centros de reclusión administrados por la Federación, los visitantes no podrán 
ingresar con: 


+ Ropa de los colores beige, azul marino y negro; 

+ Zapatos de plataforma, media plataforma, de punta, botas, botines, tenis o cualquier 
tipo de calzado con tacón que exceda de 3 centímetros de altura; 

» Peluca o cualquier tipo de postizo así como accesorios metálicos y plásticos para el 
cabello; 

. Objetos o sustancias no autorizados; 

+ Signos o síntomas de haber consumido estupefacientes, psicotrópicos o bebidas 
embriagantes, conforme a la valoración médica del Centro Federal; 

+ Ropa deportiva, lentes obscuros, sombrero o gorra; 

+ Ropa interior con soportes plásticos o metálicos, dos o más prendas de similares 
características, botones forrados, ropa de doble forro, ropa de doble vista, mallas, 
medias o shorts bajo la falda o pantalón, o sin ropa interior; y 

+ — Toallas femeninas o pañales desechables, en estos casos, serán canjeados por los que 
proporcione el Centro Federal. 


Además de lo anterior, el reglamento de los centros federales de readaptación 
social, impide el acceso con cualquiera de los siguientes objetos a los centros de 
internamiento: 


+ Cualquier vehículo, salvo los oficiales balizados que sirvan de apoyo a las tareas 
de seguridad (sólo podrán ingresar a los Centros Federales vehículos oficiales 
blindados o con adaptaciones especiales y los que transporten alimentos y otros 
productos indispensables, previa autorización por escrito); 

+ — Dinero, alimentos, sustancias y cualquier objeto no autorizado en los términos 
previstos en el Manual respectivo; 

+ Armas de cualquier tipo, réplicas de las mismas, teléfonos celulares o satelitales, 
radios o equipos receptores-transmisores y cualquier otro instrumento de 
intercomunicación o sistema de comunicación electrónica, equipo de cómputo 
u otros dispositivos que por sí o con algún accesorio puedan usarse para 
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comunicación no autorizada, salvo que se trate de los elementos de escritura o 
consulta electrónica que puedan servir para la labor del abogado defensor o de los 
organismos protectores de los derechos funda mentales en los términos del artículo 
58 ya comentado; y 

+ Bebidas alcohólicas, estupefacientes, psicotrópicos, sustancias tóxicas y, en general, 
todo aquello cuyo uso pueda alterar la seguridad del centro. 


Del mismo modo, los visitantes no podrán tomar fotografías, videos y 
grabaciones del interior del centro federal y en su área perimetral, salvo autorización 
escrita; por otra parte, se prohíbe introducir, circular, o permitir la circulación de 
moneda nacional o extranjera en el interior del centro federal, así como de objetos, 
materiales o sustancias que hagan sus veces. así también, se establece las normas del 
centro de reclusión establecerán los alimentos que excepcionalmente puedan ser 
suministrados a las personas privadas de la libertad por las personas visitantes. 


Por ello, los objetos cuya introducción esté prohibida deberán ser entregados 
por la visita en el depósito de objetos, en donde se le expedirá el recibo correspondiente 
para que los identifique y recoja al egresar de la penitenciaría. 


Por otro lado, el segundo párrafo del artículo 59 determina que las visitas 
se podrán limitar en la medida necesaria para favorecer la gobernabilidad y el buen 
funcionamiento del Centro Penitenciario, debiendo permitirse por lo menos un tiempo 
mínimo de visita de cinco horas semanales y máximo de quince horas semanales. 
Las horas de visita semanal se considerarán sumando el tiempo efectivo de todos los 
tipos de visita, excepto aquellas destinadas a la visita íntima. En esta porción de la 
disposición en comentario podemos advertir como el legislador secundario ha tratado 
de compatibilizar dos bienes que eventualmente pueden entrar en colisión. 


Por una parte, si bien los reos tienen la posibilidad de tener contacto 
con el exterior a través del amplio régimen de visitas penitenciarias de que ya se ha 
dado cuenta, no por ello debe desconocerse que los sujetos activos de este derecho 
también se encuentran compurgando una pena o en un proceso para determinar su 
responsabilidad en determinados hechos delictuosos. En vista de estas condicionantes, 
la prerrogativa para que se cuente con un régimen de visitas no debe ser llevado al 
extremo de que ello sea una ocasión para que la autoridad pierda el control sobre la 
seguridad y el ingreso de las personas externas al centro de reclusión, y con ello pueda 
ponerse en riesgo la seguridad de los propios internos y de los visitantes. En función 
de ello, el segundo párrafo del artículo 59 hace eco de esta necesidad, al establecer que, 
en todo caso, las visitas que se reciban por parte de los internos no serán pretexto para 
favorecer espacios de ingobernabilidad o falta de control por parte de las autoridades 
penitenciarias. 


En esta tesitura, el reglamento de los centros federales de readaptación social 
establece, por ejemplo, que en los centros de reclusión deberá mantenerse el orden, la 
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seguridad y la disciplina, aplicando estrictamente y sin distinción alguna las normas que 
rigen la disciplina interna de las penitenciarías. 


Para tales efectos, el orden jurídico autoriza para que se haga uso de la fuerza 
en caso de resistencia individual o colectiva, intento de evasión, conato de motín, agresión 
al personal, a internos o a sus visitas y en cualquier otro disturbio que ponga en riesgo 
la seguridad. Desde luego, este uso de los medios coactivos para mantener el control 
dentro de las cárceles implica la necesidad de que se empleen los medios proporcionados 
para sofocar los intentos de la población penitenciaria en contra del régimen propio del 
internamiento, por eso existe la regla de que cuando se haga uso de la fuerza, se hará 
constar en las actas correspondientes y se pondrá en conocimiento de las autoridades 
competentes que deban intervenir o tomar conocimiento de los hechos. 


Otro aspecto que destaca del segundo párrafo del artículo 59 en comentario 
es que aun cuando establece los parámetros de la ponderación legislativa sobre los 
aspectos ya comentados, no por ello desconoce el contenido esencial del derecho de los 
reos a tener contacto con el medio exterior a través de las visitas como forma de facilitar 
una reinserción social integral. 


Así, ni siquiera por motivos de seguridad se podrán limitar los periodos de 
visita por debajo de un tiempo mínimo de cinco horas semanales y máximo de quince 
horas semanales, esto sin contar los lapsos para la visita íntima. 


En el mismo sentido, el tercer párrafo del artículo 59 determina que, en los 
casos de restricción de visitas por sanción disciplinaria grave, estas podrán limitarse 
hasta una hora de visita semanal, de conformidad a lo establecido ley. 


En tal virtud, no debemos desconocer que el legislador ha establecido la 
posibilidad de que la limitación de las visitas en los centros penitenciarios puede ser un 
elemento que favorezca a la disciplina, siempre que sea usado de la manera permitida 
por el propio ordenamiento y sin que se niegue en términos categóricos esta posibilidad 
a los reclusos. 


En este sentido, las normas para el gobierno interno de las prisiones, establecen 
la posibilidad de que cuando los visitantes introduzcan, posean, usen o comercien con 
objetos o sustancias clasificadas dentro de aquellas que no pueden internarse a los centros, 
se cancelará la visita en forma definitiva y se procederá como legalmente corresponda. 
Asimismo, cuando la visita que agreda física o verbalmente al personal del centro, a otra 
visita o a internos, no podrá ingresar a la penitenciaría y será sancionada por el Director 
General con la suspensión o cancelación de la visita. 


Finalmente, también se prevé que los internos que incurran en faltas a la 
normatividad del Centro Federal o se nieguen a participar en las actividades que se les 
asigne se les podrá suspender la visita en los términos señalados en el párrafo tercero 
comentado. 
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Una vez que hemos mencionado algunas cuestiones generales sobre el régimen de las 
visitas penitenciarias, podremos pasar a estudiar las especificidades previstas en el 
artículo 59 para cada una de las que parecen ser las más relevantes, según se establece 
en la Ley Nacional de Ejecución Penal. 


1. Visita familiar 


Como señala Méndez Paz “la prisión es todavía una pena corporal y además 
subjetiva, psíquica, que aniquila y destroza al procesado, anula su libertad ambulatoria, 
y repercute no sólo en quien la padece sino, colateralmente, afecta a su familia y a la 
sociedad en conjunto.”? Por ello es un criterio unánime que la estancia de las personas 
en los Centros Penitenciarios no tiene como finalidad excluirlas de la sociedad, muy al 
contrario, durante la privación de libertad se tiene continua mente en cuenta el regreso, 
la integración del preso, al ámbito social del que procede. 


Así las cosas, tal como hemos señalado con antelación, por visita familiar 
entendemos el contacto que en el centro de reclusión puede tener el interno con las 
personas con quienes conserva lazos de parentesco. En este sentido, el Manual de 
Visita de los Centros Federales de Readaptación Social, determina que la visita familiar 
únicamente podrá verificarse en el área de visita familiar, destinada para esos efectos 
en cada centro de reclusión; o bien, en las áreas de locutorios o de atención hospitalaria 
de los penales, en los casos de reos que se encuentren en una situación de observación y 
clasificación o estén recibiendo atención médica. 


En atención al principio consagrado en el propio artículo 59, el cual determina 
que Las personas privadas de la libertad deberán ser consultadas sobre a qué personas 
adultas autorizan para la visita familiar o personal, así como para el acompaña miento 
de la visita de sus hijas e hijos, es que en el Manual de Visita de los Centros Federales 
de Readaptación Social se determina que será el propio interno quien propondrá al 
área de trabajo social del reclusorio, a quien solicita que se registre como las personas 
autorizadas para ingresar al centro en carácter de visita familiar. 


Las personas propuestas por el interno deberán firmar también la solicitud 
correspondiente, y a fin de que su petición sea considerada en sentido favorable por la 
autoridad penitenciaria, deberán agregar los siguientes documentos: 


+ Copia certificada del acta de nacimiento; 

+ Copia certificada del acta de matrimonio, para el caso del cónyuge; 

+ Comprobante del concubinato, emitido mediante declaratoria de autoridad 
judicial; 


2 Peláez, M.: Derechos de las..., p. 96. 
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+ — Comprobante de domicilio a nombre del visitante o justificante, hasta seis meses 
antes, corroborado por el área de trabajo social; 

+  Tresfotografías tamaño infantil a color y con fondo blanco; 

+ Identificación oficial vigente con fotografía, y 

+ Tres cartas de referencias personales señalando nombre de la persona, y domicilio, 
teléfono, ocupación, tiempo de conocerlo, que no sean familiares. 


Tal como señalamos antes, la visita solo podrá realizarse en las áreas 
destinadas para tal fin por cada centro de reclusión. Sin embargo, esta regla general sufre 
dos excepciones. 


La primera se relaciona con los internos que se encuentren en el centro de 
observación y clasificación, quienes podrán tener visita familiar únicamente por 
locutorios, hasta por dos ocasiones. 


La segunda aplica a los reos que se encuentran recibiendo algún trata miento 
médico en el área de servicios de salud de las prisiones, los cuales podrán recibir visita en 
dichas áreas cuando los encargados de los servicios médicos lo recomienden y se trate de 
personas autorizadas previa mente como visitas del interno, en este caso, la visita familiar 
del recluso podrá ingresar al área hospitalaria, hasta tres personas simultáneamente, 
para visitar internos agónicos o en fase terminal. 


De acuerdo con el artículo 20 del manual de visita de los centros federales de 
readaptación social, cada interno podrá solicitar la autorización de hasta doce personas 
como visitantes; sin embargo, sólo se permitirá el acceso simultáneo a un máximo de tres 
personas. 


A ninguna persona sele autorizará la visita familiar a más de un interno, salvo 
que sea ascendiente o descendiente directo en primer grado o hermano de más de uno. 
Ningún interno podrá acompañar a otro durante su visita. 


Además, solo se autorizará la visita de menores de edad que sean hijos 
del interno, previo estudio y aprobación del Consejo. Cuando éstos se presenten, 
invariablemente deberán acudir acompañados de un familiar adulto acreditado como 
visita, quien permanecerá a su lado durante su estancia, con ello se trata de hacer 
efectivo el principio establecido en el artículo 59 de la ley nacional de ejecución penal, 
en el sentido de que, sobre todo para el caso de las mujeres privadas de su libertad, la 
autoridad penitenciaria deberá generar disposiciones aplicables flexibles que alienten y 
faciliten las visitas familiares, especialmente de sus hijas e hijos de conformidad con los 
principios establecidos en esta Ley. 
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2.- Visita íntima 


El resto del artículo 59 de la ley nacional de ejecución penal se dedica a regular 
cuestiones relacionadas con la visita íntima de los reclusos en los centros penitenciarios. 
Ello debería de ser un indicativo de la relevancia que adquiere la vida sexual en los 
centros carcelarios. Conceptualmente “la visita íntima tienen por finalidad mantener 
las relaciones maritales del sujeto, en forma sana y moral; las esposas o quienes hayan 
mantenido una vida marital estable o una relación de concubinato, pueden sostener 
este tipo de visita; previamente se llevan a cabo estudios sociales y médicos, con el 
objetivo de saber si es o no aconsejable el contacto íntimo del recluso.”* 


En el estudio atingentemente denominado “La vida sexual en las prisiones”, 
Luis Jiménez de Asúa se cuestiona si los jueces que tienen facultades para privar de su 
libertad al delincuente también pueden infligirle el castigo de una castidad forzosa?; 
y es que el hecho de que una persona sea privada de su libertad por motivo de la 
imposición de una pena, no solo implica para él enfrentarse a una limitación de su 
libertad principalmente deambulatoria (pues aún sigue siendo libre en cuanto a su 
pensamiento, religión, etc.) sino que accesoriamente la pena de prisión lleva imbíbita 
la limitación de otras tantas prerrogativas de la persona, como es el libre ejercicio de su 
sexualidad, entendida como el conjunto de actividades y comportamientos relacionados 
con el placer sexual y la lubricidad. 


Lo cierto es que la pena de reclusión corporal no implica concomitantemente 
la segregación de los aspectos sexuales de la vida del penado, pues no puede 
desconocerse que la experiencia erótica considerada como una faceta del ejercicio de 
la sexualidad, es uno de los carices que adquiere la manifestación del libre desarrollo de 
la personalidad. En síntesis debe decirse que la pena carcelaria no debe imponer este 
bridas desproporcionadas a la satisfacción de los placeres sexuales, ya que la limitación 
de estos no solo afectan la esfera particular del reo, sino también el pleno desarrollo 
sexual la de su pareja, así “la continencia genésica no puede ser impuesta como castigo 
accesorio de una pena que sólo priva al reo de la libertad, y las sociedades, al defenderse 
de los ataques delincuentes no tienen el derecho de perjudicar la salud de los penados”. 


Por ello, el Estado ha buscado mecanismos para mantener este derecho tanto 
del reo como de su pareja y en nuestro país a través de un acuerdo del Gobernador 
del Distrito Federal en el año 1924 se estableció que las esposas estarían autorizadas 
a visitar a sus esposos, siempre y cuando el reo acreditara su buena conducta, así 


3 Méndez Paz; L.: Derecho penitenciario. México. Oxford. 2008; p. 131. 


4 Jiménez, L.: La vida sexual en las prisiones. En el criminalista, Tipográfica Editora Argentina, 
Buenos Aires, 1949, tomo III; p. 263-296 y p. 266. 


5 Jiménez, L.: La vida sexual ..., p. 269. 
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como el matrimonio civil que los unía. Fue hasta el año 1929 en el que, a través de un 
Reglamento se regularon este tipo de visitas, conociéndose desde entonces como “visitas 
conyugales”, las cuales se realizaban una vez por semana y duraban dos horas en lugares 
especialmente acondicionados al efecto y en caso de infracciones disciplinarias podían 
ser suspendidas y para las cuales ya no se exigía acreditar el lazo civil y la razón de ello 
según la exposición de motivos de dicho Reglamento fue que en la práctica se había 
observado que dichos procedimientos contribuían a la moralidad y disciplina, pues el 
mayor castigo al que podían ser sometidos era al de suspender su visita conyugal.* 


En su orden, el artículo 59 determina un conjunto de lineamientos para 
regular el régimen propio de la visita conyugal (antes así llamada). Comenzaremos por 
señalar primero cuales son estos parámetros generales en relación con la visita íntima: 


» Los Centros Penitenciarios deberán garantizar el ejercicio del derecho a la visita 
íntima bajo los principios de igualdad y no discriminación. 

+ Para tener acceso a la visita íntima la persona privada de la libertad deberá 
presentar solicitud a la Autoridad Penitenciaria tal autorización, quien resolverá 
de acuerdo a las disposiciones aplicables al régimen de visitas. 

+ Para tales efectos, existirá un registro de personas autorizadas a realizar visitas 
íntimas, en el que se especificará la persona autorizada para realizarla. 

+ — El derecho a la visita íntima por se realizará por un plazo de dos horas mínimo y 
cinco máximo, y con una periodicidad de al menos una vez cada dos semanas. 

+» — Nopodrá condicionarse la visita íntima de las mujeres privadas de su libertad al uso 
obligatorio de métodos anticonceptivos. 

+ La Autoridad Penitenciaria debe asegurar la existencia de espacios apropiados para 
la realización de la visita íntima, la cual será privada, consentida, ininterrumpida e 
informada, además deberá reunir las condiciones de aseo e higiene necesarias. 

+ Los protocolos y disposiciones aplicables del Centro Penitenciario deberán 
establecer las disposiciones que permitan la visita íntima ínter e intracarcelaria 
cuando la pareja de la persona privada de la libertad también se encuentre privada 
de su libertad. 

+ — Enningún caso estará permitido el acompañamiento de niñas, niños o adolescente 
(sic) en las visitas íntimas. 


La visita íntima tendrá lugar exclusivamente en las habitaciones asignadas 


para ello dentro de los espacios reservados para tales fines dentro de los centros de 
internamiento. 


6 Jiménez, L.: La vida sexual..., p. 280. 
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En cuanto a la solicitud que el recluso debe dirigir, para que le sea autorizada 
la visita íntima, solo podrá hacerse cuando la persona que deba ingresar al centro de 
interna miento con tales fines sea el cónyuge, la concubina o concubinario. Debiéndose 
hacer la aclaración de que la designación de una persona con una cualidad excluye a 
la otra (es decir, un reo no podría solicitar la autorización de visita intima con alguna 
persona que se dice ser su concubina y con otra que ostente como su esposa). Del mismo 
modo, en los centros de reclusión se encuentra prohibida la autorización de visita 
íntima con parejas eventuales. 


De acuerdo con lo señalado en el artículo 29 del Manual de Visita de los 
Centros Federales de Readaptación Social, para obtener la autorización de visita 
íntima, además de cubrir los requisitos señalados para visita familiar, el visitante deberá 
entregar los resultados de los siguientes exámenes médicos, expedidos por institución 
pública o privada legalmente acreditada: 


+ Certificado médico en el que se especifique la no existencia de enfermedades 
sexualmente transmisibles o infectocontagiosas que clínicamente no hagan 
recomendable viable la visita íntima; 

. Cultivo de exudado faríngeo, anal, vaginal y uretral, en su caso; 

. Reacciones seroluéticas; 

+ — Exameninmunológico de anticuerpos VIH (SIDA) presuntivo; 

+ — Examen inmunológico, anticuerpos antiVIH confirmatorio, en caso de que el 
examen presuntivo resulte positivo; 

+ — Antígeno de superficie para hepatitis B y C. 

+ Los mismos exámenes médicos serán practicados al interno que solicite la 
autorización de la visita íntima. 


Los resultados de estos estudios tendrán vigencia de un año o menos si así lo 
determina el área de servicios médicos. 


No se autorizará la visita íntima cuando del resultado de los exámenes 
médicos se determine que no procede clínicamente, se presuma que dichos exámenes 
estén alterados o falsificados o no se actualicen cada año o con la periodicidad que 
determine el área de servicios médicos del centro. 


Durante el trámite de expedición de la credencial para visita íntima, no se 
expedirán pases provisionales para tal fin; excepto, y por una sola vez, cuando dicho 
trámite exceda de treinta días naturales contados desde la fecha de entrega total de la 
documentación. Si las causas de la demora son imputables al interno o a su visita, no se 
concederá dicho pase. 
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Quien acuda a la visita íntima deberá presentarse treinta minutos antes de la 
hora señalada para el turno asignado. En casos de demora justificada, se autorizará su 
acceso hasta una hora después. 


3. Visita de autoridades 


En los artículos 31 a 36 del Manual de Visita de los Centros Federales de Readaptación 
Social se establece un caso específico de visitas a los centros de reclusión, denominadas 
visitas de autoridad. En términos de dicho manual, las inspecciones realizadas a los 
centros por parte de los organismos de protección de derechos humanos podrían ser 
consideradas como integradas en esta especie. Sin embargo, es importante destacar que 
en términos del artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución Penal esta clase de visitas 
tienen un régimen especial, que ya fue comentado en su oportunidad al determinar el 
sentido y alcance de aquel numeral de la Ley. Por eso para los propósitos señalados en 
esta parte, bastará con la referencia a los términos en que el Manual se refiere a las 
llamadas visitas de la autoridad. 


Se considera visita de autoridades la realizada por servidores públicos que con 
motivo del desempeño de sus funciones o para participar en un acto oficial deban acudir 
al centro, presentando su identificación, la que será canjeada por un gafete reclusorio, el 
cual deberá usarse durante todo el tiempo en que las autoridades permanezcan en él. 


Las autoridades penitenciarias podrán autorizar las solicitudes de visita 
de autoridades, en las que se informe de las actividades que se proponen realizar y de 
las áreas a visitar, en estos casos, el acceso al centro procederá mediante el oficio de 
autorización expedido por el servidor público facultado para ello. 


Cuando la autoridad judicial o ministerial acuerde la práctica de alguna 
diligencia al interior del Centro Federal, el personal comisionado deberá identificarse 
con la credencial oficial o gafete vigentes de la Institución a la que pertenecen y presentar 
las constancias que acrediten la actuación que van a realizar. 


Toda persona que con carácter de autoridad ingrese a los centros federales, 
deberá hacerlo sin portar armas y sin llevar alguno de los objetos o artículos prohibidos 
por el reglamento y sus manuales, sujetándose a los lineamientos de seguridad del Centro 
Federal. 


Las autoridades visitantes sólo tendrán acceso a las áreas que previamente se 
establezcan para su recorrido y en todo caso, serán escoltadas por personal de seguridad 
y custodia o de seguridad y guarda. El Director General del centro tomará las previsiones 
necesarias a efecto de que la actividad de las autoridades se desarrolle de conformidad 
con los lineamientos de seguridad y control que rigen el funciona miento del reclusorio. 
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4. Visita del defensor 


En el Manual de Visita de los Centros Federales de Readaptación Social también se 
contienen reglas especiales en materia de visita del abogado defensor. En virtud de 
que al exponer el contenido del artículo 58 de la Ley Nacional de Ejecución Penal ya se 
hablo sobre el alcance del principio de la defensa adecuada, en este caso también solo 
bastará con referir el tenor de tales reglas del Manual. 


El defensor podrá visitar a su defenso entre las nueve y las diecisiete horas, 
con entrevista de hasta noventa minutos. En casos de notoria urgencia, la duración 
de la visita podrá ser ampliada o bien llevada a cabo en horario diferente al señalado, 
mediante autorización de las autoridades penitenciarias. La entrevista solo podrá 
hacerse en el área de locutorios. En ningún caso la visita podrá realizarse con más 
de un interno simultáneamente, ni se permitirá la visita de defensores cuando el 
interno tenga visita familiar o íntima. Del mismo modo, solo se autorizará la entrada 
de un defensor del reo por cada día. En los casos de internos cuya sentencia haya 
causado ejecutoria, sólo se autorizará la visita de su defensor cuando acredite que está 
realizando algún trámite jurídico relacionado con la sentencia del interno. 


Para tener acceso a la visita, el defensor deberá realizar una solicitud a la que 
deberá anexar, en original y dos copias, la siguiente documentación: 


» Escrito de reconocimiento de defensor, expedido por autoridad competente; 

» Identificación oficial vigente con fotografía; 

+» — Comprobante de domicilio a nombre del visitante; 

. — Dosfotografías tamaño infantil (2.5 por 3.0 cm) a color y con fondo blanco; 

+ Tres cartas de referencias personales señalando nombre de la persona, 
domicilio, teléfono, ocupación, tiempo de conocerlo, que no sean familiares, y 

+ — Estarinscrito en la propuesta de defensores del interno. 


El acceso del defensor, representante común o persona de confianza al 
centro se realizará de conformidad con el siguiente procedimiento: 


+  Confrontación de sus documentos de identificación con los controles 
establecidos en el centro; 

+ — Designación del locutorio en el que habrá de realizarse la entrevista, cuando 
los locutorios destinados para las entrevistas se encuentren ocupados, la visita 
será anotada en una lista y esperará su turno en el sitio que para tal efecto le 
señale el personal del área de seguridad y custodia, y 

» Registro en el libro de visitas respectivo. 


5. Visitas religiosas 


Por último, haremos referencia a las visitas que, con fines religiosos, pueden 
realizar los ministros de culto a los centros penitenciarios. 


y 
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La autorización de la visita de los ministros de cultos religiosos podrá 
efectuarse, en dos modalidades: 


+ — Poruna sola vez, para un evento específico, o 
+» Temporalmente, expedida hasta por un año. 


Para el caso de la visita temporal, la asociación religiosa deberá presentar 
escrito en el que fundamente los objetivos de la visita, la periodicidad de la misma y las 
actividades a realizar. Los ministros de cultos religiosos acreditados y autorizados, en 
ningún caso podrán ser sustituidos por otra persona que no hubiere sido previamente 
autorizada. 


Los ministros de culto que deseen obtener una autorización para realizar 
visitas religiosas a un centro de reclusión deberán anexar a su solicitud en original y dos 
copias los siguientes documentos: 


+ Copia certificada del acta constitutiva de la agrupación de culto religioso que 
representa; 

+ Copia certificada del registro vigente de la agrupación religiosa ante la autoridad 
correspondiente; 

+ Identificación oficial vigente con fotografía; 

. Comprobante de domicilio a nombre del visitante; 

. — Dosfotografías tamaño infantil (2.5 por 3.0 cm) a color con fondo blanco, y 

+ Tres cartas de referencias personales señalando nombre de la persona, domicilio, 
teléfono, ocupación, tiempo de conocerlo, que no sean familiares. Una vez 
autorizada la visita, el Centro Federal, a través del área de trabajo social, expedirá 
la credencial correspondiente en un plazo no mayor a treinta días naturales. 


Desde el momento en que ingresen al centro, los ministros de culto estarán 
acompañados por un elemento de seguridad y custodia y sólo podrán acudir al lugar que 
les sea asignado para la realización de sus actividades. 


La autoridad penitenciaria podrá autorizar la visita a internos en fase terminal 
que se encuentren en el área hospitalaria, sólo a los ministros de cultos religiosos que 
estén debidamente acreditados. 
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Cuarta sección 


Control y administración judicial 


Este segmento de la gaceta se explica 
el funcionamiento de dependencias 
del Poder Judicial que hacen posible 
la función jurisdiccional. 


G 


¿Cómo vamos en mate 
de justicia alternativa? 
' $. 


. 
g 


C.P y M.E Gabriela Ruiz Morf 


A 

El servicio de mediación-conciliación que ofrecen los Centr 
Poder Judicial del Estado de Guanajuato (PJEG), resultan una opci esibl ' 
la solución de conflictos de índole civil, familiar, mercantil o penal, sin embargo, aún hay 
personas que no tienen conocimiento de su existencia. La Contraloría Interna del PJEG 
en el papel de evaluador, ha revisado el desempeño de los Centros de Justicia Alternativa 
en el Estado y ha sido enriquecedor para el equipo auditor conocer su funcionamiento y 
operación, a la fecha todos los Centros de Justicia del PJEG han homologado sus procesos 
en virtud de contar con la certificación ISO 9001:2015, así como la agilidad con la que 
resuelven los conflictos, siempre con el requisito funda mental que exista voluntad de las 
partes. 


Conforme se conoce la Justicia Alternativa se pueden ver más ventajas; como 
lograr que los asuntos se resuelvan por estos mecanismos para que el sistema judicial 
le libere tiempo de atención a sus asuntos; no saturar las cárceles por delitos menores, 
que los asuntos se resuelvan sin tener que ir a un proceso largo, con la característica de 
ser un servicio público gratuito y las partes eviten los costos que pudiera conllevar la 
contratación de un abogado, por mencionar algunos. 


El Centro Estatal de Justicia Alternativa del Poder Judicial del estado de 
Guanajuato, inició sus funciones en 2003, es una de las instituciones que con más éxito 
ha desarrollado la mediación en nuestro país, cuenta con 9 sedes, 1 sede itinerante y 
1 Sede Penal, con presencia en todo el Estado. Sus oficinas se encuentran situadas en 
León, Irapuato, Celaya, Salamanca, Guanajuato, Acámbaro, Salvatierra, San Francisco 
del Rincón, San Miguel de Allende, así como la sede Itinerante que tiene cobertura en los 
demás municipios del Estado, lo cual es de reconocerse; a comparación de otros Poderes 
Judiciales, en las que el aparato de justicia alternativa es más reducido. 


* C.P. y M.A. Gabriela Ruiz Morfín. Coordinadora de auditoría al desempeño de la contraloría del 
Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
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La vanguardia y evolución de los Centros de Justicia Alternativa en el Estado 
va de la mano con las herramientas de evaluación incorporadas por la propia Dirección, 
así como por el Consejo del Poder Judicial, estas herramientas se miden con indicadores 


estratégicos y de gestión, los cuales son resultado de la metodología del marco lógico, 
usada para el planteamiento de un problema social en particular así como la traducción 
de éstos a objetivos, de tal metodología emana una Matriz de Indicadores de Resultados 
(MIR), y son evaluados periódicamente. 


Para efectos explicativos, se muestra la MIR construida en el Poder Judicial a 
nivel fin, propósito y con el componente correspondiente a los servicios de mediación: 


Nivel | INCA 


Propósito 


Resumen Narrativo | UR-Responsable 


Contribuir + a generar 
certeza jurídica para la 
sociedad + mediante + 


solución de controversias, 
así como a medios 
alternativos de so 
conflictos, con cal 
oportunidad. 


La ciudadanía + recibe EN 


el servicio de impartición - 


de justicia y solución de 
controversias, así como el 
servicio de mediación y 
conciliación, calidad 

y oportunidad, bajo el 
principio de imparcialidad. 


pa 


Supuestos y 
riesgos 


El ciudadano 
identifica 
plenamente a 
las autoridades 
judiciales y su 
función. 

El marco 
normativo del 
país es adecuado 
conforme a las 
necesidades 
sociales. 
Existe 
certidumbre 
sobre el estado 
de derecho 
por parte de la 
ciudadanía. 


El justiciable 
somete ante 

los órganos del 
Poder Judicial 
los litigios o 
controversias que 
le afecten en su 
esfera jurídica. 
El país mantiene 
condiciones 
económicas y 
sociales 
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Servicio de Mediación y 
Conciliación + prestado 


Componente con calidad, oportunidad 
y respeto a los derechos 
fundamentales. 
Prestación + del Centro Estatal 
Actividades servicio de mediación- de Justicia 
conciliación. Alternativa 


No. Resumen Narrativo UR-Responsable 


Supuestos y 
riesgos 


estables 
para la sana 
convivencia. 
Existe 
colaboración 
entre los 
órganos de 
gobierno. 


Los conflictos 
mediables están 
acotados a 
ciertas áreas de 
la convivencia 
social. 

Las partes 
contribuyen 
diligentemente a 
la participación 
en la mediación. 


El Centro 
Estatal de 
Justicia 
Alternativa con 
el presupuesto 
adecuado para 
tener personal 
suficiente y 
capacitado para 
la atención 

de asuntos, 

así como la 
infraestructura 
física en 
condiciones 
adecuadas para 
el desarrollo 

de los procesos 
judiciales. 
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A su vez la Matriz de Indicadores para Resultados (MIR) del Poder Judicial, 
cuenta con dos indicadores estratégicos a nivel fin y actividad: 


Nivel fin 


“Porcentaje de convenios logrados respecto a las audiencias de mediación 
efectivamente celebradas” 


> ] ( Convenios logrados ) 100 
. _ __—_HHHHIRI€7> >I A 22 
ormuta: 22 Wiudiencias de mediación efectivamente celebradas 


Meta: 75% 
Nivel actividad 


“Porcentaje de aceptación al procedimiento en relación a las audiencias iniciales 
debidamente celebradas” 


] 4 Primera aceptación registrada 100 
Fórmula: x= ( Audiencias celebradas )- 


Meta: 80% 


Estos indicadores miden el resultado de los procesos sustanciales de la 
mediación y conciliación. El primer indicador mide el proceso final de la mediación/ 
conciliación relativo a la celebración del convenio a partir de las audiencias de 
mediación efectivamente celebradas, con el segundo se evalúa la parte inicial del 
procedimiento que consiste en el primer acercamiento con el sujeto a mediar, en esta 
etapa los mediadores le comunican al invitado los objetivos y ventajas del procedimiento 
de mediación/conciliación para que acepte resolver sus conflictos por esta vía. 


Estos indicadores se evalúan por el Órgano de Control Interno del Poder 
Judicial a partir de 2017 y con los siguientes resultados: 


Convenios logrados respecto a las audiencias de mediación efectivamente 
celebradas: 


Variables | Descripción Supuestos y 


riesgos 


Propósito 
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Aceptación al procedimiento en relación a las audiencias iniciales debidamente 
celebradas 


Variables Descripción S 
SS uestos 
Número % 10 : y % 
riesgos 


Como se muestra se tienen avances significativos en la conclusión satisfactoria 
del procedimiento de mediación/conciliación, una vez que en la audiencia inicial la 
parte invitada acepta resolver su conflicto a través de estos mecanismos alternativos, 
y posteriormente una vez que las partes logran llegar a un acuerdo para solucionar 
el origen de sus problemas. El resultado se materializa en un acuerdo escrito llamado 
convenio, dándole un peso legal al elevarlo a cosa juzgada. 


Con estos resultados se miden y evalúan los trabajos de la Justicia Alternativa 
y se refleja el trabajo de los mediadores y demuestra la efectividad del sistema una vez 
que las partes deciden aceptar el procedimiento de mediación. El reto actual del CEJA 
consiste en lograr transmitir a las partes en conflicto los objetivos que persiguen los 
Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias (MASC) y los beneficios que 
puede obtener si aceptan resolver sus conflictos por este medio. Uno de los principios de 
este mecanismo es la voluntariedad, requisito fundamental que acredita la convicción de 
las partes para darle solución a sus conflictos. 


El procedimiento de mediación/conciliación consta de 4 etapas claramente 
definidas: invitación, audiencia inicial, audiencias de mediación y convenio, a excepción 
de los asuntos de oralidad familiar en los que sólo se llevan a cabo las dos últimas etapas. 
Se analizó cual es la etapa en la que se concluyen los procesos de mediación/conciliación, 
los resultados muestran que un 51% de las solicitudes ingresadas concluyeron en 
convenio. 


Es de destacarse, que se ha tenido un avance en la estandarización de los 
procesos de gestión y en el monitoreo constante de sus resultados a través de la medición 
de indicadores de gestión, ya que se mide cada una de las etapas del proceso, esto habla 
de la voluntad que existe en la Dirección del Centro Estatal de Justicia Alternativa 
(CEJA) de homologar sus procesos, medir constantemente sus resultados, en un proceso 
de mejora continua; estos indicadores de gestión miden las etapas del procedimiento de 
mediación como se muestra a continuación: 
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, Unidad de 
Proceso Indicador | Medida Meta 
-del 10% 
% del total de 
solicitudes 
Solicitudes 
Días - de 10 días 
Días -2 días 
Invitación = 
Días -5 días 
+80% 
Audiencias % 
+75% 


(1) Dado el Sistema de Gestión de Calidad en el cual se encuentra inserto el Centro 
Estatal de Justicia Alternativa, se tienen estos indicadores estratégicos considerados 
también como de gestión. 
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La evaluación de los indicadores ha arrojado los siguientes resultados: 


Resultados 
2017 2018 


Indicador Definición 


Tiempo promedio 
que toma el CEJA 
para programar 
audiencias respecto 
a la cantidad de 
solicitudes recibidas 


5.4 días 5.2 días 


Tiempo promedio 
para la ejecución 
de la Audiencia 
Inicial respecto 
a la cantidad 
de invitaciones 
generadas en el 
mes que se reporta 
(Ordinarios) 


Tiempo promedio 
para la ejecución 
de la Invitación 
respecto a la 
cantidad de 
solicitudes 
generadas en el 
mes que se reporta 
(Penal) 


El CEJA ha mantenido un comportamiento constante en el resultado de 
sus indicadores de gestión, que miden los tiempos de los procesos de invitación y de 
ejecución para la audiencia inicial, logrando en ambos años alcanzar satisfactoriamente 
la meta, permaneciendo muy por debajo de ésta. 


[e) 
yo) 
49) 
le 
u 
Ll 
o 
yo] 
0 
9 
yo) 
=>) 
2 
£ 
[0) 
yo] 
[e) 
[a 
Oo 
o 
O 
yo) 
2) 
E 
(40) 
g 
(0) 
(9) 
(qu) 
w 


[e) 
yo] 
[90] 
2 
u) 
aj 
o 
jo] 
O 
fa 
yo] 
2) 
2 
«1 
[) 
yo] 
[e) 
a 
> 
O 
fa 
yo] 
pao] 
2 
U 
D 
(0) 
¡0) 
(90) 
w 


Noviembre 2019 | Año I | No. 3 


Actualmente las audiencias se programan en promedio antes de 6 días una 
vez recibida la solicitud, la práctica de la invitación se realiza al menos con 3 días de 
anticipación antes previo a llevar a cabo la audiencia inicial, con lo que se da tiempo a 
que las partes preparen su asistencia. 


En asuntos penales, la invitación para la audiencia inicial se lleva a cabo en 
promedio antes de 3 días después de haber recibido la solicitud. 


De la información analizada del 2018, se obtuvo que los asuntos ingresados al 
CEJA se concluyen en promedio en 8 días, el detalle de los días promedio por materia se 
muestra a continuación: 


Núm. Promedio de días 


Materia : . 
Expedientes transcurridos 


Total general | Total general | 


Estos resultados demuestran la agilidad con que pueden resolverse los asuntos 
a través de la justicia alternativa, tomando en cuenta que los asuntos pueden concluir 
en cualquiera de las etapas del proceso de mediación-concilación, logrando el mayor 
número de salidas por convenio. 


Así también, derivado de la inclusión del CEJA al sistema de gestión de calidad, 
el propio centro evalúa semestralmente la satisfacción del servicio que proporcionan las 
sedes de justicia alternativa, obteniendo en la evaluación del 2018 un promedio del 95% 
en la satisfacción del servicio de mediación-conciliación. 


Éstos resultados reflejan el compromiso del personal de las sedes y a su vez 
elevan las expectativas de mejora continua de los servicios que presta este Centro, el 
cual ha recibido 76,268 solicitudes en los últimos 3 años (2016, 2017 y 2018) de las 
cuales han resultado tramitables 65,741 y suscribiéndose un total 32,337 convenios, el 
detalle anual se muestra en la siguiente gráfica: 


7 
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Estadística Demanda Servicios 


OA 
== INTI IE EE DO E 
¡00000 0 
[== 000] 0728 a 0 


Para el Poder Judicial del Estado de Guanajuato es de suma importancia 
continuar con la difusión de los servicios de justicia alternativa, para que más personas 
conozcan de esta opción y consideren resolver sus asuntos de manera más ágil, neutral 
con legalidad y de manera voluntaria, en total apego a los principios de la justicia 
alternativa. 
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Quinta sección 
Se ha hecho justicia 


Rubro dedicado al análisis de casos 
jurisdiccionales antiguos que fueron 
relevantes por el hecho o por las 
decisiones jurídicas que abordaron. 


El examen del expediente es 
fundamentalmente histórico destacando 
lo que sucedió y las razones por las que 
amerita ser recordado en el presente. 
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El juicio de Miguel Hidalgo 
El fin de la primera etapa 
de la insurgencia 


LEP Antonio Galván García* 


El principio del fin 


La culminación de la primera etapa del movimiento insurgente fue producto de 
choques y distanciamientos entre sus principales protagonistas que los debilito y tuvo 
su punto álgido después de la derrota en el paraje denominado Puente de Calderón 
donde estuvieron en desventaja. 


Durante esa confrontación se incendió un carruaje de municiones que 
provocó un fuerte estruendo y un voraz incendio, resultado de ello; muchos quemados, 
deserciones en masa y la derrota de los insurgentes. 


La ruta del éxodo 


Después de este angustioso pasaje histórico del 17 de enero de 1811, los 
líderes del movimiento insurgente se reunieron en la hacienda de Rincón de Romos hoy 
Pabellón de Hidalgo, el 25 de enero, donde discutieron sobre el liderazgo de Hidalgo y 
se le obligo renunciar a su nombramiento como generalísimo y al mando militar de los 
ejércitos, además de ser tomado como rehén, con amenaza de muerte si intentase huir. 
Nombrándose Ignacio Allende encargado de la insurgencia. 


Con Allende al mando buscaron, como objetivo primordial, reagruparse en 
las provincias del norte, lo que los obligo a transitar por los lugares más inhóspitos y 
peligrosos. 


* Asesor educativo histórico - cultural del museo regional de Guanajuato, Alhóndiga de Granaditas. 
Licenciado en pedagogía por el Instituto Michoacano en Ciencias de la Educación. Maestrense 
en docencia en ciencias sociales por ese instituto y diplomado en prospectiva por la escuela 
nacional de formación y profesionalización sindical. Fotografía del Dr. Eduardo Estala Rojas. 
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Éxodo en que fueron comunes las huidas de los improvisados militares - donde se 
perdieron por desbarrancamiento a más de una recua donde se transportaban los 
capitales y avitualla mientos del ejercito-. Tránsito de cerca de dos meses hasta que 
fueron traicionados y aprehendidos. 


Conspiración y aprehensión de los líderes 


Elizondo convino con vaqueros y naturales de la zona en emboscar a los insurgentes y 
el 20 de marzo se comunicó con Jiménez a través de un correo, aseverándole que había 
poca agua y proponía que los lideres fueran por delante para abastecerse del preciado 
líquido. El 21 de marzo se realiza el plan. 


Más de 40 muertos fue el saldo de la traición, entre ellos el hijo de Allende, 
más de 893 prisioneros y de una gran cantidad de riquezas incautadas', y por cierto solo 
a los arrieros con el capital del ejercito insurgente se les permitió abrevar agua. 


La traición fue objeto de condecoración a los coparticipantes. ¿Cuanta 
necesidad de reconocimientos como estatus social se deja entrever en esta acción? 


Tránsito de los rehenes a Chihuahua 


La cristalización de la traición sería el preámbulo a la siguiente etapa. El mismo día de 
la aprehensión, que fue en Santa María de Guadalupe de Bajan, paraje conocido como 
Acatita de Bajan, inicio el traslado de los lideres a la base de operaciones y enclave 
de la comandancia general de las provincias internas que se encontraba en lo que hoy 
es Chihuahua, hecho que se realizó en poco más de un mes, cerca de 700 kilómetros 
de travesía, que incluirá jornadas por el desierto, a pie, con las manos atadas con una 
cuerda a la silla del caballo y grilletes; llegando, el 23 de abril a la Villa de San Felipe 
del Real de Chihuahua. 


En el trayecto se detuvieron en Monclova, donde muchos insurgentes fueron 
denigrados y tratados inmisericordemente, otros pasados por las armas y otros más 
dados como esclavos para las haciendas de la región. 


Se dictó un bando de comportamiento para los pobladores de la hoy ciudad de 
Chihuahua en la que se anunciaba el arribo de los insurgentes - a los que categorizaba 
como tiranos, ladrones, forajidos, saqueadores, profanadores- 


Se solicitó a la población: “(...) en esta grande coyuntura, espero de vosotros 
(....) testimonios (...) de (...) orden y moderación”. No hacer manifestación de patriotismo, 


1 Gobierno del estado de Chihuahua:  Casachihuahua.org.mx/MX/docs/casa_MX_ 
acontecimientosAprehension.php. Consultado en octubre 1 de 2017. 
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conformar una sola vaya, manifestar respeto, no llevar armas, excepto las fuerzas del 
orden. No estará permitido el tumulto y después de esos actos todos deberán reanudar 
sus labores habituales, se castigarán los pleitos y alborotos, no se permitirán los excesos, 
quienes ofrecieran hospedar a algún reo deberá de hacerlo previa aprobación de la 
autoridad. Toda desobediencia a lo estipulado se considerara un delito.? 


Llegando a Chihuahua los lideres estuvieron prisioneros en celdas separadas, 
“(...) el cura Hidalgo ocupó el cubo de la torre de la iglesia del ex Colegio declarándolo 
calabozo Núm. 1; Allende ocupó el calabozo Núm. 2; Aldama el Núm. 3 y Jiménez el 
Núm. 4(...)”.? 


Se tomaron las declaraciones a cada uno, 2 meses 3 días de proceso a la 
mayoría de ellos y 4 meses 6 días para el de Miguel Hidalgo y Costilla cuyo proceso fue 
el último en iniciarse, el 7 de mayo de 1811. 


Juicios y primeras ejecuciones 


Por los procesos militares que culminarían en sentencias condenatorias como se suponía 
con antelación a iniciarse, pues incluso se consideró a Hidalgo, antes del juicio, “hereje 
contumaz” y provocador de un levantamiento desleal que quebrantaba la regla de oro 
del despotismo Borbón.”* 


Aldama, Allende y Jiménez fueron fusilados el 26 de junio en presencia de “una 
multitud de espectadores””, al cabo del día sus cabezas fueron separadas de sus cuerpos, 
preparadas con sal para retrasar la putrefacción y depositadas en cajas de madera que 
inmediata mente se despacharon a la provincia de Zacatecas, lugar donde se conservaran 
por un largo tiempo. 


Se desconocen las razones de esta determinación, la explicación más razonable 
es que esperarían la de Miguel Hidalgo y Costilla. 


2 Hernández Dávalos, J.: Colección de documentos para la historia de la guerra de Independencia 
de México de 1800 a 1821, Colección JE Tomo primero México 1877. https://dgb.cultura.gob.mx/ 
libros/dgb/80944_1.pdf. Consultado el 22 de octubre del 2019. 


3 Gil Elorduy y Gómez Tepexicuapan, A.: Notas sobre el proceso contra Miguel Hidalgo y Costilla 
en 1811. En Proceso de don Miguel Hidalgo y Costilla en 1811. Instituto nacional de antropología 
e historia. Ciudad de México. 2011; página no numerada. 


4 Gil Elorduy y Gómez Tepexicuapan, A.: Notas sobre el..., página no numerada. 
5 Rionda Arreguin, I.: Transito de los venerables restos de los héroes de la independencia Mexicana, 


Edición Conmemorativa Año de Don Miguel Hidalgo 2003, Archivo General de Gobierno del 
Estado de Guanajuato; p. 17. 
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Dos juicios contra Hidalgo 


Hidalgo enfrento dos procesos uno militar—eclesiástico y otro eclesiástico, ambos 
ajustados al sistema inquisitorial. 


El 6 de mayo, se nombró una junta militar fungiendo Ángel Abella como 
juez, Francisco Salcedo secretario y licenciado Rafael Bracho asesor; para el juicio a 
Hidalgo que inició el 7 de mayo de 1811 y se llevó con las reglas del sistema inquisitivo 
- eclesiástico — militar. 


Esta causa militar—eclesiástica se integró con su testifical, varias consultas 
entre autoridades, informes previos dirigidos a los representantes de la corona y al 
clero, propuestas de seguimiento, espera de indicaciones, etc. . 


Hidalgo fue sometido a un arduo interrogatorio de 43 preguntas en total, 1* 
ordenado por quienes ejercían el poder en ese momento histórico, no por el rey de 
España ya que en ese momento se encontraba privados de su libertad. 


Los procesos de incriminación siguieron trámites sui generis, contrario a 
la ortodoxia procesal, no había rey, ni virrey, ni vigencia de normatividad aplicable. 
Lo que se tradujo en la presentación solo de testimonios de cargo, informes, juicios 
de opinión de culpabilidad y acusación de sacrilegio por haber sido incitador del 
movimiento independentista declarándolo culpable de alta traición, sedicioso, 
tumultuario, conspirador y mandante de robos y asesinatos. 


El juicio es claro referente de los choques frontales entre los poderes de facto 
establecidos. El poder eclesiásticos propugnaban por la sanción acorde al derecho 
canónico. Mientras los militares buscaban aplicar las reglas establecidas por el virrey.” 


6 “(...) A nadie culpó de sus actos; a nadie delató y declaró haber creído siempre que la 
independencia sería útil y benéfica para su país. Confesó que al quedar frente a la revolución, 
había levantado ejércitos, fabricado armas y cañones, acuñado moneda, nombrado jefes y 
oficiales, dirigido manifiestos a la nación, y enviado a los Estados Unidos un agente diplomático, 
Ortiz de Letona, que según supo murió antes de llegar a su destino... “A la pregunta de quién 
lo hizo juez competente de la defensa del Reino y de las ventajas de la independencia, contestó 
que “el derecho que tiene todo ciudadano cuando cree la patria en riesgo de perderse...* Y cuando 
se le interrogó si había predicado en el púlpito o ejercido en el confesionario abusando de su 
ministerio dijo “que ni antes, ni después en el curso de la insurrección, ha predicado ni ejercido el 
confesionario...” Y a la pregunta de que cuáles armas o escudos había adoptado para las banderas 
y estandarte de sus tropas respondió que 'no hubo orden ninguna asignando armas algunas, que 
no hubo más que al pasar por Atotonilco tomó una imagen de la Virgen de Guadalupe en un 
lienzo que puso en manos de uno para que la llevase delante de la gente que lo acompañaba y 
de ahí vino que los regimientos pasados y los que se fueron después formando tumultuariamente 
tomaron la misma imagen de Guadalupe por Armas, a la que al principio agregaban generalmente 
la del señor Don Fernando Séptimo, y algunos también el Águila de México (...)”. Gil Elorduy y 
Gómez Tepexicuapan, A.: Notas sobre el..., página no numerada. 


7 Vidaurri Arechiga, J. E.: Frenesí de libertad. Proceso militar seguido a Miguel Hidalgo y Costilla. 
Primera Edición 2003, Gobierno del Estado de Guanajuato; pp 140-141. 
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Simbólicamente se le asignó un defensor a Hidalgo, aunque el asunto 
fue prejuzgado desde el inicio pues ya se sabía con certeza que la sentencia seria 
condenatoria. 


En tanto el procedimiento eclesiástico retomo los antecedentes del iniciado en 
1800, el cual después de sustanciar la investigación se determinó la falta de pruebas y se 
había mandado archivar por si en lo sucesivo se aportasen más pruebas? y el proceso se 
reactivó de oficio por el tribunal eclesiástico en 1809. 


El virrey en turno había ordenado desde el 13 de abril la decapitación de los 
principales caudillos de la insurgencia, la que se materializo más que por su orden por la 
de Félix María Calleja del Rey. 


Después de las ejecuciones de los insurgentes, el virrey Félix María Calleja 
del Rey dicto, en 1812, el bando virreinal donde abolió de golpe los fueros eclesiásticos 
autorizando a los comandantes del ejército a juzgar a todo insurgente eclesiástico sin la 
degradación previa;? lo que acabo con centenarios privilegios de inmunidad." 


Una idea de la idea de Hidalgo en el presidio 


Estando en presidio y escuchando el ruido de los fusiles ultimando a sus compañeros, 
quizá y solo quizá llevo a Hidalgo a preguntarse ¿qué le deparaba en aquel lejano lugar?. 
¿que provoco la derrota del plan de independencia?, ¿fue la ambición de poder?, ¿fue la 
lucha ideológica? 


Quizá se auto argumento que la lucha de poder entre facciones es una de las 
armas que debilitan los grandes ideales. Es una clara manifestación del pensamiento 
retrogrado que no acepta que solo se puede trascender cuando los acuerdos se sustentan 
en la misma y única misión que los unió, ¿qué del principio sobre que los iniciadores de 
un cambio no llegan a gozarlo? no se comprendió en su grupo.'' 


8 Ibarra Palafox, F.: Libertad y tradición. El juicio inquisitorial y la causa militar contra Miguel 
Hidalgo, en https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/6/2918/6.pdf, consultado en 25 
de Septiembre del 2019. 


9 Ibarra Palafox, F.: Libertad y tradición... .. 


10 Por estas razones fundamentales, “(...) la inquisición no le daría el gusto al virrey condenando la 
memoria y fama del capitán general de los insurgentes...aunque tampoco la absolvió...la jerarquía 
eclesiástica no deseaba dar plena satisfacción al virrey frente a lo que consideraba un atentado 
a sus tradicionales privilegios (...).”Ibarra Palafox, Francisco: Libertad y Tradición: El juicio 
inquisitorial y la causa militar contra Miguel Hidalgo, en https://archivos.juridicas.unam.mx/ 
www/bjv/libros/6/2918/6.pdf. Consultado en 25 de septiembre del 2019. 


11 Díaz de León, J.: La prisión de Hidalgo. Edición conmemorativa año de Don Miguel Hidalgo y 
Costilla Padre de la Patria Año 2003. Archivo general del gobierno del Estado de Guanajuato; p 
14. 
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Hidalgo esperaba paciente las resoluciones del obispo de Durango en lo 
eclesiástico, en lo militar del jefe militar de las provincias interiores. Sabía que sería 
degradado sacerdotalmente y ultimado. 


Era un estratega por lo que es de suponer que sabía desde que fue capturado 
en Acatitla de Bajan cual sería el resultado final, aunque no el final de la insurgencia. 


Desde un ángulo político fue un verdadero reformador social que utilizo sus 
facultades de liderazgos entre las masas para dar inicio a la sublevación en México y en 
América. 


En Sudamérica Miranda había planificado la insurrección y también en 
México había un plan de rebelión para finales de año. Además, Hidalgo fue invitado a 
participar en el movimiento revolucionario, a instancias de Josefa Ortiz de Domínguez 
e Ignacio Allende -quien contaba con educación militar-. 


Entonces Hidalgo no fue el ideólogo principal, ni era estratega militar; mas 
objetivamente a él se le entrego el comunicado de Josefa Ortiz de que el movimiento 
había sido descubierto y el tomo la decisión de iniciar la insurrección y él fue el primer 
líder de las masas rebeldes. Así que es un hecho irrefutable que fue iniciador de la 
independencia de México y de la Américas hispana. 


Las cabezas de los insurgentes 


Tras el proceso de degradación según el Pontifical Romano “el 29 de julio 
antes de las 6 de la mañana, los clérigos con sus capas negras y sombreros redondos, los 
frailes, ricos comerciantes...entraban al patio del hospital apareció Hidalgo esposado y 
rodeado de guardias. ...ataviado...fue deposicionado sacramentalmente”*” 


Fue llevado al lugar de ejecución el día 30, después de leerle el respectivo 
bando de ordenanza finalmente fue pasado por las armas, su cuerpo expuesto en una 
silla hasta muy tarde y después el comandante general de las provincias internas ordena 
a un Tarahumara, vecino del pueblo ejecutar la decapitación.'* La exposición pública 
del cura entre la sociedad chihuahuense genero un ambiente social de impotencia.'* 


12 Díaz de León, J.: La prisión de Hidalgo..., p. 46 


13 “(...) El 29 de julio de 1811 se procedió a la degradación sacerdotal y al amanecer de un día 
después, el 30 de julio, fue sacado de su celda y llevado a un patio para su ejecución. Su cadáver 
fue expuesto en la plaza y luego decapitado (...)” Gil Elorduy y Gómez Tepexicuapan, A.: Notas 
sobre el..., página no numerada. . 


14 Rionda Arreguin, Isauro: “Transito de los..., p. 19. 
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La cabeza fue puesta en sal y el cuerpo se entregó a los frailes de San Francisco, 
quienes lo sepultaron en la capilla, mientras que una tosca caja de madera se habilito para 
que fuese trasladada a la ciudad de Zacatecas donde fue recibida el día 20 de agosto.” 


La inestabilidad de esos tiempos obligo a que las cabezas de los insurgentes 
salieran de esa jurisdicción hasta el 5 de septiembre rumbo a Aguascalientes a donde 
llegó dos días después.'* 


Rumbo a Lagos en Encarnación nuevamente se detienen, por cerca de un mes, 
y hasta el 11 de octubre reiniciaron su trayecto hacia León, llegando a Guanajuato el 18 
de octubre. 


Calleja ordenó a Fernando Pérez Marañón la exposición de aquellos restos 
para escarmiento del pueblo; por lo que primero los cráneos fueron expuestos sobre 
estacas en la plaza principal y poco tiempo después en jaulas en las esquinas de la 
Alhóndiga de Granaditas. 


Se decidió la ubicación de las cabezas acorde al mayor o menor paso de 
transeúntes de aquel tiempo y ahí estuvieron por más de una década hasta 1823 que se 
reconoce a los insurgentes como héroes en alto grado. 


¿El proceso de Hidalgo fue justo?. La respuesta es un contundente no, desde 
un inicio se sabía que resultaría condenado, solo faltaba decir cuando y como iba ser 
ejecutado. Además, se ajusticio por el más fuerte que no tenía legal competencia ya que el 
rey de España estaba preso por los franceses. 


Sentenciar a quien después se le considera héroe nacional y de las américas 
contiene una moraleja para los jueces que tienen una magna responsabilidad histórica 
en sus resoluciones ya que, si no son justas, simplemente como el caso antecedente se 
están alineando a quien ejerce el poder. O si no actúan con independencia y justicia, en 
la historia, se les depara el olvido, torcedor eterno que juzga y lleva todos los esfuerzos y 
recuerdos humanos al sutil y eficaz patíbulo. Que fundamenta su razón principal en que 
“todos somos dueños de nuestro silencio y esclavos de nuestras acciones y palabras.”'” 


15 Rionda Arreguin, Isauro: “Transito de los..., p. 20. 

16 Rionda Arreguin, Isauro: Transito de los..., p. 20. 

17 Samuel C. A.: El Maravilloso libro de las frases célebres. Samuel C.A. . William Shakespeare. 
2015: p.303. 
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66 Mientras que el imperio permanezca en pie, el mundo 
entero disfrutará de una paz como en tiempos de Augusto, 


pero cuando el imperio se derrumbe, crueles tiranías se 


erigirán por todas partes 99 


Bartolo 
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Sexta sección 
Praxis judicial 


Este apartado de la revista la escriben 
diversos operadores del sistema de justicia 
precisamente porque son los conocen el 
tema y, de forma breve, dan respuestas 
y sugerencias a cuestionamientos de su 
quehacer cotidiano, en una permanente 
búsqueda de las mejores practicas. 
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¿Qué es y qué hace la 


Un punto de vista 


Lic. Katia Caballero Hinojosa* 


La organización que integra el juzgado del sistema penal acusatorio y oral dista de la del 
juzgado tradicional donde el juez era el responsable de todo abarcando temas propios 
que implican decidir el derecho y la administración del juzgado. 


Unos de los problemas del sistema tradicional fue precisamente que el juez 
distraía su función propia de juzgar por la administración del juzgado que también son 
importantes para materializar aquella. 


En el sistema acusatorio, además de los jueces, hay una administración 
integrada por tres unidades organizativas: Causa y gestión, atención al público y 
encargados de sala. Cada entidad integrada por un encargado-responsable y con su 
personal de apoyo y todas bajo el control, mando y responsabilidad del jefe de causa y 
gestión. 


La intención de la administración judicial es evitar que los jueces se distraigan 
de su función propia: Resolver las cuestiones que se le planteen, dirigir todas las 
audiencias y estudiar. 


Para lograrlo la estructura organizacional reparte el resto de las funciones, 
las netamente administrativas y las administrativas del proceso, en las unidades 
organizativas antes indicadas bajo el mando del jefe de causa y gestión. 


* Jefa de unidad de causa de oralidad penal en Guanajuato, capital. Licenciada en derecho por la 
Universidad de Guanajuato. 


NS 


unidad de causa y gestión? 
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La implementación del sistema de justicia penal acusatorio y oral implica una 
evolución de una estructura organizativa que sobrecargaba de responsabilidades a los 
jueces impidiendo que cumpliera eficazmente con sus funciones propias por dedicarle 
más tiempo a las administrativas de forma que dejo de resolver por el mismo, necesito 
de secretarios proyectista; no tenía tiempo para ir a audiencias, lo suplía el secretario 
de acuerdos u otro trabajador del juzgado y, en el mar de encomiendas administrativas, 
no tenía tiempo suficiente para estudiar lo necesario para estar a la vanguardia. 


Ahora la administración judicial asume las funciones que no son propias de la 
judicatura (resolver, atender audiencias y estudiar) logrando una mejor operatividad. 


Llana mente, el jefe de unidad de causa realiza todo no lo propio jurisdiccional 
y, acorde a la ley orgánica del poder judicial del estado de Guanajuato y a los manuales 
del sistema de gestión de calidad, sus funciones son: 


- — Supervisar la debida integración y seguimiento de causas y cuadernillos. 

+ Monitorear plazos y términos. 

+ Designar los roles, funciones y guardias de quienes trabajan en la Unidad de Gestión. 

- Proponer el ingreso, cambio y remoción del personal dela Unidad de Gestión Judicial. 

» — Monitorear la atención al público vigilando la calidad en el servicio. 

- Manejar eficazmente el procedimiento de programación de audiencias. 

»  Esresponsable de la ejecución y seguimiento de los procesos orientados al cliente. 

» Gestionar recurso materiales con la dirección general de administración y la dirección de 
servicios de apoyo. 

» Revisar proyectos de autos, antes de pasar a los jueces. 

- Supervisar el control y registro de los valores. 


Resultando necesario indicar que, además de las precedentes funciones, 
genéricamente el jefe de unidad de causa se encarga de todo lo no previsto siempre y 
cuando no sea jurisdiccional. 


Pues bien, el éxito de jefe de la unidad de causa radica la correcta supervisión, 
administración y gestión del juzgado, lo que impacta a que la impartición de justicia sea 
mejor, más eficaz y más eficiente. 


En conclusión, el jefe de causa y gestión desempeña un papel fundamental en 
los juzgados que integran el sistema de justicia penal acusatorio y oral encargándome 
de la administración de los juzgados permitiendo que los jueces cumplan sus funciones 
propias, sin distractores. Y, la suma de una adecuada administración más buenos jueces 
equivale a mejor sistema de justicia. 
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¿Qué es la causa penal digital? 


Lic. Christian Maribel Sánchez Cornejo* 


La causa penal digital es un conjunto de registros, en un soporte digital, de las 
actuaciones de un enjuiciamiento en sede jurisdiccional construido desde la 
primer solicitud hasta su conclusión. 


Las actuaciones que integran el expediente electrónico, son: promociones, 
proveídos del jefe de unidad de causas, razones explicativas, resoluciones escritas 
de los jueces, audios y videos. 


Acorde al sistema oral, la regla es que la respuesta a la solicitud de las 
partes se haga en audiencia y la excepción es que sea por escrito. Pues bien, la 
solicitud que genera una audiencia y que se integra al expediente electrónico en 
términos genéricos sigue el trámite que a continuación se gráfica: 


Jefa de unidad de causa en Irapuato, Guanajuato. Licenciada en derecho por la Universidad de 
León, plantel Irapuato. 
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1.- Cuando se inicia la 
causa penal digital, se 
determina el número de 
causa, al ingresar los 
datos de inculpado, 
delito y ofendido. 


2.- Cualquier promoción 
se debe ingresar a su 
respectiva causa digital. 


3.- Procede a convocar a las 
partes, ya sea por medio de 
auto para que contenga los 
apercibimientos necesarios 
o bien sin necesidad de ello. 


6.- Verificación de la 
audiencia. 


5.-  Procediéndose a 
realizar las notificaciones 
a las partes y quien deba 
intervenir en E 
audiencia. 


4.- De manera aleatoria 
es designado el juez de 
control que ha de 
celebrar la audiencia. 
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7.- Se realiza la minuta 
administrativa, en la que 
además de constar la 
identidad de la causa y 
de las partes, se señala 
en resumen lo resuelto 
por quien resuelve y se 
determinan los oficios o 
tramites que se 
ordenaron realizar. 


8.- Se efectúan los 
ejecutables ordenados 
en audiencia. 


El flujograma ejemplifica genéricamente como se contruye el expediente 


digital que representa una evolución de las constancias en papel. 
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¿Cómo se hace una acta de 
embargo en derecho mercantil? 
Sugerencias para un actuario 


Lic. Adrián Sierra Silva* 


Es común que en las centrales de actuarios del Poder Judicial del estado de Guanajuato 
a menudo se cambie de personal para realizar las funciones de actuario, algunos con 
amplia experiencia en el tema, otros con nula experiencia, pero el trabajo debe fluir. 


Ante ello, no estorba este tema cuyo conocimiento en lo básico se considera 
útil por el suscrito para el nuevo actuario, puesto que para el de amplia experiencia 
tal vez no lo sea, pero es frecuente que el experimentado apoye con orientación a sus 
compañeros de nuevo ingreso según los casos hipotéticos que surjan durante la labor 
actuarial, cierto es que existen tantas situaciones en la práctica actuarial que es imposible 
referirse a todas. 


En fin, el problema es para cuando llegan los nuevos actuarios a las oficinas 
y éstas tienen la necesidad de seguir laborando de acuerdo a las exigencias del servicio, 
por ello y tomando en cuenta que en las centrales de actuarios en su gran mayoría las 
ejecuciones son mayor en relación al cumplimento al auto de exequendo dictado dentro 
de un juicio ejecutivo mercantil junto con el emplazamiento a juicio, con independencia 
del título que traiga su aparejada ejecución. 


Bajo esa tesitura me permito abordar un poco el tema y para ello me he de 
referir a los artículos relativos del código de comercio donde se fundamenta el auto 
exequendo a cumplir: 


“ Artículo 1392.- Presentada por el actor su demanda 
acompañada del título ejecutivo, se proveerá auto, con efectos de 
mandamiento en forma, para que el demandado sea requerido de pago, 
y no haciéndolo se le embarguen bienes suficientes para cubrir la deuda, 
los gastos y costas, poniéndolos bajo la responsabilidad del actor, en 
depósito de persona nombrada por éste...“ 


* Jefe de la oficialía de partes y central de actuarios de Dolores Hidalgo, C.I.N. Guanajuato, 
Licenciado en Derecho por la Universidad Autónoma de San Luis Potosí. 
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“ Artículo 1393.- No encontrándose el demandado a la 
primera busca en el inmueble señalado por el actor, pero cerciorado 
de ser el domicilio de aquél, se le dejará citatorio fijándole hora hábil, 
dentro de un lapso comprendido entre las seis y las setenta y dos horas 
posteriores, y si no aguarda, se practicará la diligencia de embargo con 
los parientes, empleados o domésticos del interesado, o cualquier otra 
persona que viva en el domicilio señalado, siguiéndose las reglas del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, respecto de los embargos. 


Una vez que el actuario o ejecutor se cerciore de que en el 
domicilio sí habita la persona buscada y después de la habilitación de 
días y horas inhábiles, de persistir la negativa de abrir o de atender la 
diligencia, el actuario dará fe para que el Juez ordene dicha diligencia 
por medio de edictos sin girar oficios para la localización del domicilio.” 


“Artículo 1394. La diligencia de embargo se iniciará con el 
requerimiento de pago al demandado, su representante o la persona con 
la que se entienda, de las indicadas en el artículo anterior; de no hacerse 
el pago, se requerirá al demandado, su representante o la persona 
con quien se entiende la diligencia, para que señale bienes suficientes 
para garantizar las prestaciones reclamadas, apercibiéndolo que de no 
hacerlo, el derecho para señalar bienes pasará al actor. A continuación, 
se emplazará al demandado. 


En todos los casos se le entregará a dicho demandado 
cédula en la que se contengan la orden de embargo decretada en su 
contra, dejándole copia de la diligencia practicada, corriéndole traslado 
con la copia de demanda, de los documentos base de la acción y demás 
que se ordenan por el artículo 1061. 


La diligencia de embargo no se suspenderá por ningún 
motivo, sino que se llevará adelante hasta su conclusión, dejando 
al demandado sus derechos a salvo para que los haga valer como le 
convenga durante el juicio. 


En todos los casos, practicada la diligencia de ejecución 
decretada, el ejecutor entregará también al ejecutante copia del acta 
que se levante o constancia firmada por él, en que conste los bienes 
que hayan sido embargados y el nombre, apellidos y domicilio del 


depositario designado. . .” 


“Artículo 1395. En el embargo de bienes se seguirá este 
orden: 


I. Las mercancías; 


II. Los créditos de fácil y pronto cobro, a satisfacción del actor; 


y 
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III. Los demás muebles del demandado; 
IV. Los inmuebles; 
V. Las demás acciones y derechos que tenga el demandado. 


Cualquiera dificultad suscitada en el orden que deba 
seguirse, no impedirá el embargo. El ejecutor la allanará, prefiriendo lo 
que prudentemente crea más realizable, a reserva de lo que determine el 
juez. 


Tratándose de embargo de inmuebles, a petición de la parte 
actora, el juez requerirá que la demandada exhiba el o los contratos 
celebrados con anterioridad que impliquen la transmisión del uso o de 
la posesión de los mismos a terceros. Sólo se aceptarán contratos que 
cumplan con todos los requisitos legales y administrativos aplicables. 


Tratándose de embargo de bienes muebles, el mismo 
deberá realizarse en la Sección Única del Registro Único de Garantías 
Mobiliarias del Registro Público de Comercio. 


Una vez trabado el embargo, el ejecutado no puede alterar 
en forma alguna el bien embargado...” 


“Artículo 1396.- Hecho el embargo, acto continuo se 
notificará al demandado, o a la persona con quien se haya practicado la 
diligencia para que dentro del término de ocho días, el que se computará 
en términos del artículo 1075 de este Código, comparezca la parte 
demandada ante el juzgado a hacer paga llana de la cantidad reclamada 
y las costas, o a oponer las excepciones que tuviere para ello.” 


Ahora bien, una vez transcrito lo anterior es importante 
indicar que el artículo 1054 del Código de Comercio prevé la aplicación 
supletoria del Código Federal de Procedimientos Civiles al tema de los 
embargos, luego debe tomarse en cuenta al particular por el actuario 
a quien le corresponda ejecutar el auto que nos ocupa el Capítulo VI 
“Embargos” del Título Quinto “Ejecución”, comprendiendo de los 
artículos 432 al 468 del Código Federal de Procedimientos Civiles 
vigente, las siguientes situaciones: 


A) Bienes que no son susceptibles de embargo, al respecto el artículo 434 
del Código Federal de Procedimientos Civiles prevé: 
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“No son susceptibles de embargo: 


L- Los bienes que constituyan el patrimonio de familia, desde su 
inscripción en el Registro Público de la Propiedad; 

[1.- El lecho cotidiano, los vestidos y los muebles de uso ordinario del 
deudor, de su cónyuge o de sus hijos, no siendo de lujo; 

TIT.- Los instrumentos, aparatos y útiles necesarios para el arte u oficio 
a que el deudor esté dedicado; 

IV.- La maquinaria, instrumentos y animales propios para el cultivo 
agrícola, en cuanto fueren necesarios para el servicio de la finca 
a que estén destinados, a efecto de lo cual oirá, el tribunal, el 
informe de un perito nombrado por él, a no ser que se embarguen 
juntamente con la finca; 

V.- Los libros, aparatos, instrumentos y útiles de las personas que 
ejerzan o se dediquen al estudio de profesiones liberales; 

VI.- Las armas y caballos que los militares en servicio activo usen, 
indispensables para éste, conforme a las leyes relativas; 

VIT.- Los efectos, maquinaria e instrumentos propios para el fomento 
y giro de las negociaciones mercantiles e industriales, en cuanto 
fueren necesarios para su servicio y movimiento, a efecto de lo cual 
oirá el tribunal el dictamen de un perito nombrado por él; pero 
podrán ser intervenidos juntamente con la negociación a que estén 
destinados; 

VIIL- Las mieses, antes de ser cosechadas; pero sí los derechos sobre 
las siembras; 

IX.- El derecho de usufructo, pero sí los frutos de éste; 

X.- Los derechos de uso y habitación; 

XI.- Los sueldos y emolumentos de los funcionarios y empleados 
públicos; 

XIL.- Las servidumbres, a no ser que se embargue el fundo a cuyo 
favor estén constituidas; excepto la de aguas, que es embargable 
independientemente; 

XIII.- La renta vitalicia, en los términos establecidos en el Código Civil; 

XIV.- Los ejidos de los pueblos y la parcela individual que, en su 
fraccionamiento, haya correspondido a cada ejidatario, y 

XV.- Los demás bienes exceptuados por la ley. 

En los casos de las fracciones IV y VII, el nombramiento del perito 
será hecho, cuando el tribunal lo estime conveniente, al practicar la 
revisión de que trata el artículo 68.” 


El contenido del anterior numeral deberá tomarse en cuenta por el actuario 
en la diligencia de requerimiento, embargo y en su caso emplazamiento a juicio, 
verificando con ello al momento del señalamiento de los bienes para su traba que los 
mismos no estén dentro de la lista anterior, pues si así fuera, no deben embargarse, 
salvo cuestiones excepcionales y a modo de ejemplo lo previsto en la fracción XI antes 
transcrita. 
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B) Una vez excluido los bienes que no son susceptibles de embargo por el 
código federal de procedimientos civiles, también este considera los siguientes bienes 
que en lo general son susceptibles de embargo y secuestro con un tratamiento especial 
en cuanto a su depositaría, atentos a lo que dispone su artículo 444 que se señala en lo 
conducente que * De todo secuestro se tendrá como depositario o interventor, según la 
naturaleza de los bienes que sean objeto de él, a la persona o institución de crédito, que 
bajo su responsa bilidad, nombre el ejecutante, salvo lo dispuesto en los artículos 445, 448 
y primero y último párrafo del 449...” Cuyos supuestos en lo general se enlistan: 


1.- Embargo de dinero: 


a) Por lo que respecta, a los sueldos o salarios si bien el artículo 435 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles prevé su embargo en los términos ahíindicados, cierto 
es, que la Segunda Sala del más Alto Tribunal de la Nación se pronunció al respecto y en 
jurisprudencia con número de registro 2006672 cuyo rubro es: Salario mínimo. La autoridad 
jurisdiccional puede ordenar el embargo sobre el excedente de su monto, para el aseguramiento de 
obligaciones de carácter civil o mercantil contraídas por el trabajador, en principio, sólo respecto del 
30% de ese excedente. 


Luego, bajo la anterior interpretación se considera aplicable al particular la 
depositaría del numerario embargado a cargo del fondo auxiliar de impartición de 
justicia del supremo tribunal de justicia previo trámite administrativo de acuerdo a lo 
que dispone el artículo 490 del código de procedimientos civiles para el estado también 
aplicado al tema. 


Esto es, una vez trabado el embargo del ingreso excedente del demandado 
en los términos de la jurisprudencia anterior por parte del actuario, tal dinero deberá 
ponerse a disposición del juzgado que dicto la orden de embargo para que previó tramite 
lo ingrese al citado fondo, hasta que en autos se determine lo conducente. 


b) Cuando se embargue dinero en efectivo también corresponde ser depositario 
del mismo al Fondo Auxiliar de Impartición de Justicia del Supremo Tribunal de Justicia, 
previo trámite administrativo de su depósito. En este caso se estila que el actuario 
judicial al dar cuenta con su diligencia al juzgado que la ordeno para su revisión, adjunte 
el numerario embargado para su depósito correspondiente. 


c) Por lo que respecta al numerario contenido en una cuenta bancaria 
propiedad del deudor, una vez embargado o trabado el embargo por un monto o cantidad 
liquida en los términos del auto exequendo, dicho numerario en todo caso se quedará 
depositado en la cuenta correspondiente, pero a disposición del Tribunal que lo dictó, 
salvo determinación contraria que dicte el juzgado sobre el particular. Es importante 
mencionar que no se debe embargar la totalidad del dinero que exista en la respectiva 
cuenta bancaria, sólo hasta el monto líquido en los términos del auto a cumplir. 
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Sobre el particular puede considerarse aplicable la siguiente jurisprudencia 
con registro 2018902 cuyo rubro es: Medida de aseguramiento en materia mercantil. La 
identificación del número de cuenta y de la institución bancaria no constituye un requisito para la 
procedencia del embargo de cuentas bancarias como providencia precautoria, y puede solicitarse 
de forma genérica al juez mercantil para que la otorgue. 


2.- Embargo de alhajas: 


De acuerdo a lo que dispone el artículo 448 del código federal de 
procedimientos civiles prevé el embargo de alhajas, previa identificación del bien 
embargado o individualización concreta del mismo, en este caso la ley señala un 
depositario especial, que lo es una institución de crédito; así, con apoyo también con 
el artículo 490 del código de procedimientos civiles para el estado será una caja de 
seguridad de la institución de crédito que otorgue el servicio del lugar, salvo que no 
existe entonces la del lugar más próximo, ello a costa del ejecutante. 


Bajo este panorama, dichas alhajas no deben estar en poder del ejecutante, 
bajo esa idea se considera que previo embalaje de las mismas con las medidas de 
seguridad que considere el ejecutor a modo de ejemplo, tales, como firmas, sellos, etc., 
deben depositarse en la caja de seguridad que para el efecto se contrate a costa del 
ejecutante y a disposición exclusiva del Juzgado del conocimiento, salvo, que no exista 
en el lugar en todo caso considero que debe de ponerse a disposición del Tribunal junto 
con el acta de la diligencia para que acuerde lo conducente. 


3.- Al respecto el artículo 449 del código federal de procedimientos civiles 
prevé “Cuando se aseguren créditos, el secuestro se reducirá a notificar, al deudor o 
a quien debe pagarlos, que no efectúe el pago al acreedor, sino que, al vencimiento de 
aquéllos, exhiba la cantidad o cantidades correspondientes a disposición del tribunal, en 
concepto de pago...” Así, una vez que sea embargado por parte del actuario el crédito 
y previo trámite que indica el artículo en comento por parte del Juzgado que ordeno el 
secuestro, tal deudor o quien debe pagarlos deberá poner a disposición del Tribunal el 
pago, mismo que debe guardarse en el Fondo Auxiliar para la Impartición de Justicia. 


4.- Cuando el embargo trate de títulos a la orden o al portador, dicho artículo 
449 señala que solo debe practicarse mediante la aprehensión de los mismos. 


De igual forma, indica que si se aseguran dichos títulos de crédito en la 
diligencia de requerimiento y embargo debe nombrarse un depositario cuya obligación 
es señalada por el artículo 449 que en lo conducente prevé *.... Si llegare a asegurarse el 
título mismo del crédito, se nombrará un depositario que lo conserve en guarda, quien 
tendrá obligación de hacer todo lo necesario para que no se altere ni menoscabe el 
derecho que el título represente, y de intentar las acciones y recursos que la ley concede 
para hacer efectivo el crédito...” Para este caso es necesario nombrar depositario para 
cumplir con tal encomienda, designación le corresponde a la parte ejecutante. 
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5.- Del mismo modo que el anterior, también aplica para los créditos litigiosos 
en los términos del artículo 450 de la misma ley, que indica “Si los créditos a que se 
refiere el artículo anterior fueren litigiosos, la providencia de secuestro se notificará al 
tribunal de los autos respectivos, dándose a conocer al depositario nombrado, a fin de 
que éste pueda desempeñar las obligaciones que le impone el artículo anterior.” 


6.- Ahora bien, si dicho secuestro recae sobre bienes muebles distintos al 
dinero y alhajas, el depositario solo tendrá el carácter de custodio de los objetos a su 
cuidado y a disposición del Tribunal, de acuerdo a lo que dispone el artículo 451 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles. Ello, con la salvedad que si se tratan de cosas 
fungibles o fáciles de deteriorarse o demeritarse entonces, el depositario tendrá además 
otras obligaciones. 


De lo anterior es de concluirse que de todo secuestro de bienes muebles habrá 
un depositario o custodio que se designe por la parte ejecutante y bajo su responsabilidad, 
que puede ser el mismo ejecutante, el propio demandado o un tercero debiéndose señalar 
un lugar de depósito a excepción del embargo de bienes muebles sujetos a depósito 
anterior, así como del dinero y alhajas. 


Una vez embargados los bienes muebles con la plena identificación de los 
mismos o individualización concreta, con inventario formal, previa aceptación del 
cargo de depositario y protesta de desempañar tal cargo, se ponen bajo la custodia del 
depositario designado por la parte ejecutante, luego el depositario nombrado designara 
el lugar donde estarán sujetos a su guarda pero a disposición del tribunal los bienes 
materia de su custodia, ello en los términos del artículo 444 del código federal de 
procedimientos civiles. 


No debe de pasar desapercibido para el tema de embargo de bienes muebles el 
registro único de garantías mobiliarias, de ahí lo importante de entregarle una copia o 
constancia de los bienes embargados al ejecutante en la cual existe la descripción de los 
bienes embargados. 


Por último, en algunos partidos judiciales los tribunales exigen garantía al 
depositario de bienes muebles si tal cargo recayera en persona distinta al deudor, para 
ello se recomienda leer los autos y tomar en cuenta si tal exigencia está satisfecha, esto 
antes de ponerlo en posesión de los bienes embargados, de lo contrario no se le pondrán 
bajo su custodia. 


7.- Por otro lado, y por lo que respecta al embargo de bienes inmuebles 
tales como fincas urbanas y sus rentas, o solo sus rentas, así como finca rústica o en 
una negociación mercantil o industrial, la regla de la depositaría cambia, esto es, tales 
depositarios tendrán el carácter de administradores y de interventor con cargo de caja 
con vigilancia hacia la contabilidad. Esto de acuerdo a lo que disponen los artículos 456 
y 460 del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
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Es menester señalar al tema de la depositaria para estos tipos de secuestro, 
que se considera aplicable lo previsto por los artículos 444 y 463 del código federal de 
procedimientos civiles; además todo administrador o interventor en su caso recibirán 
los bienes bajo inventario formal, previa aceptación y protesta de desempeñar el 
cargo. Así, en lo particular antes de poner en posesión tanto al administrador como 
al interventor es importante que previamente hayan caucionado ante el Tribunal el 
manejo de su encargo, de lo contrario sólo se limitara el actuario hacer el respectivo 
inventario bajo responsabilidad del ejecutante. 


8.- De igual forma, la ley prevé el embargo de bienes raíces o derechos 
reales sobre bienes raíces, de cuyo embargo se tomará razón en el registro público 
de la propiedad del partido correspondiente, cuya comprobación lo será con la copia 
certificada de la diligencia de embargo expedida por el Tribunal del conocimiento, ello 
tal como lo prevé el artículo 447 del citado código adjetivo. 


Así, es importarte recordar que el actuario deberá entregar copia o constancia 
de la diligencia de embargo a la parte actora para que con ella acuda al registro público 
de la propiedad correspondiente para su inscripción preventiva del embargo y surta 
efectos contra terceros. 


9.- Con todo lo anterior, seguramente se ha de preguntar el ejecutor cuantos 
bienes debe de embargar en cada asunto, si un tanto de lo reclamado, dos tantos o tal 
vez tres, al respecto el artículo 440 del código federal de procedimientos civiles prevé 
“el embargo sólo procede y subsiste en cuanto baste a cubrir la suerte principal, costas, 
gastos y daños y perjuicios, en su caso, incluyéndose los nuevos vencimientos y réditos 
hasta la conclusión del procedimiento.” 


Pero no hay que pasar desapercibido al momento del señalamiento de los 
bienes para su embargo el contenido del artículo 476 del código de procedimientos 
civiles para el estado de Guanajuato que prevé “* Nunca ni por ningún motivo podrá 
embargarse más de las tres cuartas partes de la totalidad de los bienes del deudor. Sobre 
la cuarta parte restante sólo podrá practicarse embargo, y en la misma proporción 
antes establecida, por virtud de responsabilidad o deudas contraídas con posterioridad 
a haberse practicado secuestro sobre las primeras tres cuartas partes. Lo mismo se 
observará en las ulteriores ejecuciones. El beneficio de este artículo no es renunciable.” 
Por lo tanto, el actuario quien tiene la dirección de la diligencia debe cuidar en todo 
momento que se respete lo previsto en los anteriores numerales. 


C) De igual forma, es importante y toral en es este tema mencionar que la 
Primera Sala del Alto Tribunal en la jurisprudencia con registro 2018317 cuyo rubro 
es: Interés jurídico. por regla general, cuenta con él, el usufructuario que reclama 
en el amparo indirecto el embargo recaído en bienes inmuebles sujetos a usufructo 
señala sobre el embargo y del secuestro en su ejecutoria de la contradicción de tesis 


y 
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305/2017 dentro del apartado denominado “19. Quinto. — Estudio. Debe de prevalecer 
el criterio que sustenta esta Primera Sala, conforme a los razonamientos siguientes:” 
tema “Embargo y secuestro de bienes.” Puntos del 40 al 44 que se me permito transcribir 
para su mejor comprensión: 


“Legislaciones locales. 


40. A efecto de mejor ilustrar la temática abordada, cabe hacer referencia que, 
en términos similares al código federal de procedimientos civiles, los códigos procesales 
correspondientes a los estados de Veracruz y Campeche, regulan los efectos del embargo 
o secuestro de bienes porque refieren que, practicado que sea dicho gravamen, quedarán 
con el depositario que bajo su responsabilidad designe el actor; y reproducen las 
porciones normativas relacionadas con el embargo de cosas muebles distintas de dinero, 
alhajas o crédito, así como tratándose de fincas rústicas y sus rentas o de negociaciones 
mercantiles o industriales.(27) 


41. La regulación del embargo de bienes y secuestro contenida enlos diferentes 
catálogos procesales, permite afirmar que por el embargo queda afectado a un proceso 
judicial y a disposición del Juez, un bien determinado e individualizado, restringiendo o 
limitando las facultades de disposición y goce del mismo, para garantizar el cumplimiento 
de una sentencia o eventual ejecución futura. 


42. El embargo no priva la propiedad o dominio del bien afecto, pues ello, en 
su caso, tendrá lugar mediante el remate judicial, si acogida la pretensión en el juicio, 
el sentenciado no cumple voluntariamente la condena; no obstante, la restricción en la 
disposición y goce del bien, puede producirse tanto jurídica como materialmente. 


43. En efecto, en la dimensión jurídica, la restricción o limitación al uso y 
goce del bien embargado, tiene lugar en la medida en que, una vez trabado el mismo, 
el ejecutado no puede celebrar contratos que confieran el uso o goce de la cosa, sin 
autorización del Juez, incluso, con la anuencia del ejecutante. 


44. Por su parte, en la dimensión material, la restricción o limitación, se 
configura mediante el secuestro, cuyo rasgo característico implica el desapodera miento 
material o físico a una persona de un objeto, con motivo del embargo, con el cual opera 
la sustitución del uso y goce, la que por regla general se deja en depósito a disposición 
del Juez y bajo la custodia de la persona que haya designado el actor; aunque con las 
modalidades propias que pueda configurar esa depositaría, atenta la naturaleza de los 
efectos embargados, cuando recae en fincas urbanas y rentas, sobre estas últimas o fincas 
rurales, negociaciones mercantiles o industriales; en cuyo caso, el depositario en calidad 
de administrador o interventor, se encuentra facultado para recaudar las pensiones 
rentísticas, los frutos civiles o industriales, entre otras atribuciones.” 
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D) Es necesario hacer mención sobre el significado de la frase “trabar 
formal embargo” pues puede darse la ocasión que el actuario sea omiso en anotarla 
en su diligencia, pero ahora no es de preocuparse por la cuestión de la “desaprobación” 
después de la correspondiente revisión oficiosa por parte del Juzgado que dictó el 
auto de exequendo, puesto que la Primera Sala en ejecutoria con número de registro 
185772 en relación a la traba del embargo dijo no ser necesaria tal frase sacramental 
para su validez, cuyo rubro es: Diligencia de embargo en juicio ejecutivo mercantil. 
La declaratoria que en la práctica realiza el actuario, relativa a que sobre los bienes 
designados se traba formal embargo u otra similar, no constituye un requisito de los 
exigidos por la legislación mercantil para la validez de aquélla. Cuya ejecutoria en su 
considerando “Sexto.- Una vez precisada la existencia de la contradicción, lo procedente 
es determinar qué criterio debe prevalecer.” Para lo cual se transcribe en lo conducente: 


“Por tanto, la falta de inclusión de esa declaratoria en el acta respectiva, de 
que se traba formal embargo u otra similar, de ninguna manera puede traer aparejada 
la invalidez de la diligencia de embargo, si es que se cumplieron todos los requisitos 
legalmente establecidos, pues es principio general en nuestro sistema jurídico que lo que 
no está previsto en la ley no obliga y, por tanto, tal manifestación carece de relevancia 
para la validez de la diligencia respectiva, porque no tiene la característica de una 
formalidad legal necesaria para que se tenga por realizado un embargo. 


En este orden de ideas, trabar formal embargo significa dar cumplimiento 
al auto de exequendo que ordena embargar bienes a fin de garantizar el adeudo 
que motivó el ejercicio de la acción respectiva; por tanto, lo que importa es que se 
especifiquen debidamente los bienes sobre los cuales recaerá el aseguramiento, pues 
ello dará seguridad jurídica y legalidad a la diligencia de embargo, lo cual no requiere 
ninguna solemnidad en los términos empleados. 


Esto es así, porque el embargo es una ejecución forzosa ordenada por el 
Estado, a través del órgano jurisdiccional respectivo, para hacer cumplir al demandado 
coactivamente una obligación contraída y de cuya prueba lo es un título ejecutivo, el 
cual se identifica con la afectación sobre un bien o un conjunto de bienes, en cuanto los 
somete a las resultas de un proceso pendiente, por tratarse en el caso de una medida 
cautelar decretada judicialmente para asegurar de antemano el resultado de ese juicio, 
y que consiste en la indisponibilidad relativa de determinados bienes. Siendo el caso 
de que esa afectación se puede llevar, en primer término, respecto de bienes muebles, 
mediante el secuestro o depósito del bien sobre el que recae, en los que por regla general 
el nombramiento de depositario se otorga al propio demandado, quien conservará el 
bien con ese carácter; y, en segundo lugar, en el caso de bienes inmuebles, el gravamen se 
actualiza mediante el simple señalamiento en diligencia judicial y la anotación de dicho 
embargo en el registro público de la propiedad.” 


E) Ahora bien, el nuevo actuario al acudir al domicilio del demandado en los 
términos del artículo 1393 del código de comercio que prevé en lo conducente “No 


y 


Noviembre 2019 | Año l | No. 3 | 


encontrándose el demandado a la primera busca en el inmueble señalado por el actor, 
pero cerciorado de ser el domicilio de aquél, se le dejará citatorio fijándole hora hábil, 
dentro de un lapso comprendido entre las seis y las setenta y dos horas posteriores. . 
. luego, es de preguntarse qué requisitos debe contener la razón de citatorio o acta 
entrega de citatorio y sobre el particular nuevamente con apoyo en la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia que así los resume: 


“.. 1.- Que se cercioró de encontrarse en el domicilio del demandado; 2.- Que no lo 
encontró; 3.- Que indica hora fija dentro de las seis y setenta y dos horas siguientes para 
que lo espere en el mismo a efecto de llevar a cabo la diligencia de notificación; 4.- Que 
dejó el citatorio con un pariente, empleado doméstico o con cualquier otra persona que 
se encontraba en el domicilio; y 5.- La firma del notificador. . .” 


Ello de acuerdo a las siguiente Jurisprudencia 2015689 cuyo rubro es: Citatorio 
previo a la diligencia de embargo, requerimiento de pago y emplazamiento en el juicio ejecutivo 
mercantil. Es innecesario que lo firme la persona, distinta al demandado, con quien se deja. 


De igual forma, es importante mencionar que la hora fija que se señale dentro 
de las seis y setenta y dos horas siguientes para llevar a cabo la diligencia, se considera 
que para fijarla debe tomarse en cuenta los datos obtenidos y plasmados en la razón de 
citatorio o incluso al contexto del lugar o población aplicables al caso concreto, con el 
objeto que el interesado tenga conocimiento del citatorio. Para lo anterior, se considera 
que sirve de apoyo las dos jurisprudencias cuyos rubros son: 


» Registro: 2014523. Instancia: Plenos de Circuito. Emplazamiento. en el acta de 
entrega del citatorio correspondiente, el funcionario judicial debe asentar las 
razones por las que fijó determinada hora para que el demandado lo espere. 

» Registro: 175945. Instancia: Primera Sala. Emplazamiento. para el señalamiento 
de la hora de espera en el citatorio debe atenderse a las reglas de la lógica y de la 
experiencia, o incluso al contexto del lugar o población (interpretación del artículo 
80 del código de procedimientos civiles del estado de Michoacán). 


Bajo ese orden de ideas, cuando el Actuario acuda a cumplimentar su citatorio 
y con ello el auto de exequendo así como el emplazamiento que ordena el artículo 1394 
primer párrafo del código de comercio, debe tomar en cuenta los siguientes requisitos 
que me permito transcribir: 


“... 1.- La diligencia deberá ser conducida por el actuario; 2.- En cumplimiento 
de un auto dictado por el Juez, en el que mande requerir de pago al deudor, a su 
representante o a la persona con la que se entienda la diligencia; 3.- Que en caso de no 
efectuarlo, también se le requiera para que señale bienes suficientes a fin de garantizar 
las prestaciones reclamadas, con el apercibimiento que, de no hacerlo, aquel derecho para 
señalar bienes pasará al actor; 4.- Identificación plena del bien a embargar, mediante su 
individualización concreta; 5.- La diligencia culminará con la designación por parte del 
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ejecutante del depositario, administrador o interventor de los bienes embargados, y con 
el levantamiento del acta respectiva...” 


Lo anterior con apoyo nuevamente en la Primera Sala del Alto Tribunal de 
la Nación, en jurisprudencia con registro 185772 cuyo rubro es: Diligencia de embargo 
en juicio ejecutivo mercantil. la declaratoria que en la práctica realiza el actuario, relativa a que 
sobre los bienes designados se traba formal embargo u otra similar, no constituye un requisito de 
los exigidos por la legislación mercantil para la validez de aquélla. 


Así, y una vez realizado el embargo incluyendo la cuestión de la depositaria, 
acto continuo se emplazará al demandado ya sea de forma personal o por conducto 
de la persona con quien se haya practicado la diligencia para que dentro del término 
de ocho días, comparezca la parte emplazada ante el juzgado correspondiente a hacer 
paga llana de la cantidad reclamada, sus costas o en su defecto a oponer las excepciones 
que tuviere para ello, tal como lo prevé el artículo 1396 del Código de Comercio. 


Por tanto, una vez realizado el requerimiento de pago, el embargo y el 
emplazamiento a juicio ejecutivo mercantil, si bien son actos procesales distintos entre 
sí o actos jurídicos diferentes debe de realizarse de forma correcta todos y cada uno 
de ellos, pero si el emplazamiento se hace de manera incorrecta puede traer como 
consecuencia la nulidad tanto del emplazamiento como el requerimiento y embargo, 
aunque éstos estén bien realizados, ello lo podemos desprender de la siguiente 
jurisprudencia cuyo registro es 200390 de la Primera Sala cuyo rubro es: Emplazamiento 
en juicios ejecutivos mercantiles, nulidad del, comprende al requerimiento y embargo practicados. 


No pasa por alto indicar que si en el requerimiento y embargo se realizó 
de manera incorrecta pero el emplazamiento a juicio es correcto, ello no trae como 
consecuencia la nulidad de este último, cuya cuestión se ha de referir el Juzgado del 
conocimiento al momento de revisar de forma oficiosa la diligencia de requerimiento, 
embargo y emplazamiento. 


Así mismo, puede pasar que al momento del requerimiento de pago a la 
parte demandada, acuda de forma espontánea y voluntaria un tercero, quien se puede 
solidarizar en el adeudo, tan es así que puede señalar bienes de su propiedad para 
garantizar el pago de lo reclamado, bajo ese panorama surge una figura llamada 
expromisión. Al particular puede servir de apoyo la siguiente tesis con número de 
registro 2009700 cuyo rubro es: Expromisión. Si en la diligencia de requerimiento de pago, 
embargo y emplazamiento, el diligenciario omite pedirle a la persona extraña que si se solidariza 
con el demandado que se identifique fehacientemente y que suscriba el acta relativa, ello hace 
presuponer la falta de autorización de aquélla de asumir la deuda. 


FE) Finalmente, con todos los requisitos anteriores, la interrogante es ¿Cómo 
podríamos aplicarlos en la práctica actuarial? Aclaremos los siguientes aspectos. 


1.- Primeramente, veamos el flujo del expediente hasta que llega con el 
actuario para diligenciar el auto de exequendo: 
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INICIO 


Presentación Radicación Se entrega 
de la y auto de ficha o 
demanda exequendo contraseña 


OCA agenda Se solicita 


expediente 
diligencia al Juzgado 
el día 
anterior 


El 


Acude de Revisa 
expediente 


Inicia 
forma expediente E 
diligencia puntual a la se entrega 


e al actuario 


2.- Ahora el flujo sencillo de una diligencia de embargo: 


Inicio 


Acuet Abstención 1.- El ejecutante no acude a la cita; 


de cumplir 
El 


acude de 2.- No se identifica con el actuario; 


forma 
puntual a la encomienda 3.- No está autorizado en autos en términos 
si 


cita amplios; 


4.- No existe el domicilio en la colonia indicada; 


5.- No existe cercioramiento que la persona buscada 
tenga su domicilio en el inmueble señalado para la 


diligencia; 


6.- El ejecutante cancele su diligencia; 


7.- No es el domicilio del demandado; 
8.- Falleció la persona buscada; 


9.- Otras. 
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No acude 


Una vez cerciorado 
desereldomicilo persona > Se estila dejar citatorio fijo en puerta. 
capaz 


acudir al mismo y 


alguna a 
atender el 
llamado 


Si atienden pero no 


está la persona Esta el Hacer 
demandada. Dejar demandado y se diligencia 


citatorio identifica 


1.- No acude persona capaz a nuestro 
llamado a pesar de haber dejado 
Acudir dentro del citatorio; 
lapso comprendido Abstención 


entre las 6 y 72 Si 2.- Existe oposición del demandado o 


horas siguientes al quien se encuentre para atender la 


acta de la razón de diligencia; 


citatorio 3.- Otros supuestos. 


Acude actuario, 
ejecutante y atiende Se pide auxilio de la fuerza pública; 
persona capaz de 
forma puntual y 


Se estila acudir en 


distintos horarios. 
Hacer 


diligencia 


Habilitación 


de horas 


Gaceta Judicial « Poder Judicial del Estado 
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3.- Por último, una propuesta que puede ser de utilidad para el nuevo actuario en funciones 
sobre la diligencia de dejar el citatorio, de requerimiento, embargo y emplazamiento: 


* Propuesta de la razón de citatorio o acta entrega de citatorio: 


Juzgado: 
Expediente: 


En la Ciudad de Dolores Hidalgo, Cuna de la Independencia Nacional, Guanajuato, 
siendo las horas del día del mes de del año dos mil diecinueve, 
“2019. Año del Caudillo del Sur, Emiliano Zapata”, el suscrito Licenciado (a) E 
actuario(a) Adscrito(a) a la Central de Actuarios de este Partido Judicial y designado para 
esta diligencia por cuestión de turno, portando la identificación número ____ expedida 
a mi favor por el Poder Judicial del Estado de Guanajuato, me constituyo en compañía 
de la parte actora quien se identifica con ____ en el domicilio señalado en 
autos ubicado en como el perteneciente a la parte demandada > 
lugar desienado a efecto de dar cumplimiento al auto de mandamiento en forma dictado 
dentro del juicio ejecutivo mercantil arriba indicado así como el Tribunal que lo dicta. 
Por lo que previo a acudir a la puerta del domicilio antes citado, procedo a cerciorarme 
con los medios que tengo que el mismo pertenece a la persona de mi búsqueda tales 
como el mapa de la ciudad, . Acto continuo, toco directamente en 
el domicilio y atendido que soy por una persona quien dijo llamarse_____ además se 
identifica con___, quien manifiesta que la persona de mi búsqueda no se encuentra 
y le pregunto a qué horas por lo regular es localizable en este domicilio a lo que me 
refiere . En razón de no estar la persona que busco en el domicilio en que 
se actúa, procedo a elaborar citatotio y dejarlo en poder de la persona que me atiende 
quien dijo tener la relación de con el demandado, a quien requiero para que se 
sirva esperar al suscrito (a) actuario (a) en este domicilio a las ____ horas, el día 

del mes de del año en curso, fecha que según información anterior es posible 
localizarla para la práctica de una diligencia de carácter Judicial que le concierne, bajo 
el apercibimiento que de no esperar al suscrito la misma se efectuará conforme a lo 
ordenado por el artículo 1393 del Código de Comercio. Á continuación agrego copia 
del referido citatorio a la presente, con lo anterior se da por terminada esta diligencia 
que se elabora para debida constancia legal siendo las horas del mismo día de 
su inicio.- DOY FE. (Nombre y fitma del Actuario) 
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La anterior propuesta de acta de entrega de citatorio se puede adecuar a las 
condiciones prácticas del actuario que corresponda, pero lo importante es que cumpla 
con los requisitos principales que se han hecho referencia párrafos arriba, y además 
ajustarla al mandato judicial a cumplir. 


Es importante en esta razón anotar en forma amplia el cercioramiento con 
el cual se llegue a concluir que en el domicilio señalado como el de la parte demandada 
efectivamente sea el correcto y además corresponda a la persona de nuestra búsqueda, 
y para ello hay que tomar en cuenta el mapa de la ciudad, la tecnología actual usada 
en forma cotidiana, de igual forma ver la placa del nombre del fraccionamiento si la 
tiene, el nombre oficial de la calle, el número de la casa, signos exteriores del inmueble, 
de tal forma que cuando sea leído dicho cercioramiento por cualquier persona ésta 
localice el domicilio sin ningún problema de acuerdo a las referencias anotadas en el 
acta, además debe incluir las entrevistas con los vecinos más cercanos a quienes se les 
interrogará si conocen a la persona que se busca, previa identificación de los mismos si 
quisieren hacerlo. El objeto final es que *. .. no debe perderse de vista que el objetivo de 
la formalidad de asegurar que el emplaza miento se haga en el domicilio del demandado 
es para que éste quede vinculado a proceso, por lo que lo importante es dejar registro 
de los elementos y circunstancias que le permitieron llegar a la convicción o certeza 
de que el lugar donde se encuentra sí es del demandado, y apoyado en la fe pública 
del funcionario judicial, a fin de que lo anterior pueda ser apreciado y valorado por 
las partes y el juez, según su prudente arbitrio. Por lo que no resultaría indispensable 
o exigible cumplir aspectos difíciles o imposibles de lograr, como pretender la plena 
identificación de una persona a través de su descripción física detallada, de manera 
que se invalidara la actuación sólo por no haber dado razón de alguna o algunas de las 
características físicas del sujeto, lo cual representaría un exceso ritual manifiesto en que 
se privilegiaría la forma por sí misma, y no por su objetivo, con lo cual, paradójicamente, 
se vulneraría el debido proceso y el acceso a la justicia.” Así lo dijo la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en jurisprudencia con registro número 2020785 
bajo el rubro es Emplazamiento. Para cumplir el requisito de que el notificador se cerciores del 
domicilio, es innecesaria una descripción detallada de la persona que informa de lo anterior o con 
la que se entiende la diligencia, que se negó a dar su nombre, a identificarse o firmar (interrupción 
de la jurisprudencia 1a./]. 14/95) 


Bajo el anterior panorama tal vez se deba considerar el contenido de la 
jurisprudencia número 163150 de la Primera Sala, cuyo rubro es: Emplazamiento 
de persona física. para establecer el lugar en que debe realizarse es innecesario seguir el orden 
excluyente previsto en las disposiciones sustantivas que regulan el domicilio como atributo de 
la personalidad, en caso de no haberse designado uno convencional (legislaciones de los estados 
de Puebla, Jalisco, Distrito Federal y Chiapas). Lo que implica que dicho criterio puede 
aplicarse al caso concreto, pero ello depende del mandato judicial a cumplir el cual 
debe ser leído cuidadosamente por el actuario. 


De igual forma, es importante anotar el nombre de la persona con la cual 
se deja el citatorio, si ésta tiene alguna relación laboral con el demandado, algún 
parentesco o viva en dicho domicilio, también es cierto que en la práctica se estila dejar 
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el citatorio fijo en la puerta del demandado ello a reserva de la revisión por parte del 
Juzgado. 


Por otro lado, y por lo que respecta a las personas morales que de acuerdo a lo 
que dispone el artículo 326 del código federal de procedimientos civiles que prevé que 
dicho emplazamiento se tendrá por bien hecho si se hace con cualquiera de los miembros 
del consejo, junta o grupo director. En este caso debe practicarse con el representante 
legal, previa acreditación de ello con la documental correspondiente que tenga las 
facultades legales para representarla. 


Puede servir de apoyo el criterio federal siguiente cuyo rubro es: Emplazamiento 
a personas morales en materia civil. Es legal que el actuario entienda la diligencia en el domicilio 
señalado por el actor con el apoderado legal, si éste se ostenta con ese carácter y acredita su 
personalidad con un poder general para pleitos y cobranzas, el cual le fue otorgado sin limitación 
alguna (legislación del estado de quintana roo) bajo el registro 2011555. 


* Por otro lado me permito señalar la siguiente propuesta de formato de la diligencia 
de requerimiento, embargo y emplazamiento para su mayor agilidad en la actividad 
actuarial: 


En la Ciudad de Dolores Hidalgo, Cuna de la Independencia Nacional, 
Guanajuato, siendo las __ horas del día _____ del mes de ____ del año 
dos mil diecinueve, “2019. Año del Caudillo del Sur, Emiliano Zapata”, el 
suscrito Licenciado (a) ___, actuario (a) Adscrito(a) a la Central de Actuarios 
de este Partido Judicial y designado para esta diligencia por cuestión de 
turno, portando la identificación número ______ expedida a mi favor por 
el Poder Judicial del Estado de Guanajuato, me constituyo en compañía 
de la parte actora_____ quien se identifica con____ en el domicilio 
ubicado en______ como el perteneciente a la parte demandada -______ d 
lugar designado a efecto de dar cumplimiento a la resolución de fecha 
ESPE RO dictado dentro del expediente Ejecutivo Mercantil arriba 
indicado del índice del Juzgado -_____ de este Partido Judicial, convencido 
que estoy en el domicilio correcto tal como consta en el cercioramiento 
narrado en razón que antecede donde deje citatorio a la parte demanda 
para que me espere a la hora que aparece en la presente acta del día de 
hoy. Acto continuo procedo a llamar a la puerta del domicilio, acudiendo 
a mi llamado una persona quien dijo ser_______ quien se identifica con 
credencial oficial con fotografía número -____— requiriéndole la presencia 
de la parte demandada a lo que me refiere que no se encuentra. Bajo esa 
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tesitura procedo hacer efectivo el apercibimiento indicado en la razón 
de citatorio, hecho lo cual le pregunto a la persona que me atiende si es 
apoderada, empleada, domestica del demandado, o en su caso si tiene algún 
parentesco amo quehtelicren que RA , hecho lo anterior le hago 
saber el objeto de mi presencia procediendo a cumplimentar el auto de 
exequendo indicado al inicio de la presente al cual le doy lectura íntegra 
en presencia de la persona que me atiende y en cumplimiento al mismo, le 
requiero a la parte demandada por conducto de la persona que me atiende 
para que en este momento haga el pago a la parte actora aquí presente de la 
cantidad der A por concepto de suerte principal más anexidades 
legales que se le reclaman o en su defecto para que señale bienes suficientes 
para garantizar las prestaciones reclamadas, apercibiéndole que en caso 
de no hacerlo este derecho pasará a la parte actora por disposición de ley 
sin ajustarse al orden de embargo que señala el artículo 1395 del Código 
de Comercio, a lo que manifiesta: ______. Tomando en cuenta que el 
deudor por conducto de la persona que me atiende se niega a pagar y además 
se niega señalar bienes suficientes propiedad de la parte reo que garanticen 
las prestaciones reclamadas, concedo la palabra a la parte ejecutante quien 
manifiesta que señala para su embargo bienes muebles que existen dentro 
de este domicilio, para lo requiero a la persona que nos atiende nos permita 
el acceso al interior del inmueble para cumplir lo ordenado en autos 
manifestando que nos concede el acceso de forma voluntaria al interior del 
domicilio de la parte demandada, y en uso de su derecho el ejecutante señala 
los siguientes bienes muebles para garantizar las prestaciones reclamadas: 
E _Acto seguido el suscrito Actuario(a) en nombre de la Ley, 
procedo a declarar y declaro bien y formalmente embargados los bienes 
muebles señalados por la parte actora en esta diligencia para garantizar las 
prestaciones reclamadas en este asunto, los cuales doy fe de tenerlos a la vista 
y han sido descritos por el suscrito ejecutor. Hecho lo anterior, requiero a la 
parte actora para que designe depositario de los mismos y enterado de ello 
manifiesta que designa como depositario a________ , quien se encuentra 
presente y se identifica con credencial oficial con fotografía número ___ la 
cual doy fe de tenerla a la vista, lo que procedo a requerirle sobre aceptación 
y protesta del cargo conferido, haciéndole saber las penas en que incurren 
los depositarios infieles y enterado de ello, manifiesta que acepta y protesta 
cumplir el cargo conferido y señala como lugar de depósito el ubicado en 
A y a disposición del Tribunal que dictó la orden de embargo. Así 
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mismo, y toda vez que está cubierta a satisfacción del Tribunal la garantía 
exigida para tal fin, procedo a entregarle todos y cada unos de los bienes 
descritos y embargados en la presente diligencia, a lo que refiere que los 
recibe en este momento de toda conformidad, teniéndole como discernido 
dicho cargo para todos los efectos legales correspondientes. A continuación 
procedo a emplazar a la parte demandada ____ por conducto de la persona 
que me atiende, a quien le corro traslado con la cédula que contiene la 
orden de embargo decretada en su contra y copia al carbón de la presente 
diligencia que le será entregada al término de la misma, así como las copias 
cotejadas y selladas de la demanda y documento(s) base de la acción y demás 
anexos; haciéndole saber que dispone del término de ocho días hábiles a 
partir de que surta efectos el presente emplazamiento, para comparecer 
ante el juzgado del conocimiento ubicado en calle Algarrobo esquina 
con Hacienda de Burras de esta ciudad, hacer paga llana de la cantidad 
reclamada y las costas, o bien, oponer excepciones que tuviere para ello. 
Igualmente le requiero para que señale domicilio en esta ciudad para oír 
y recibir notificaciones, apercibiéndole que de no hacerlo, las subsecuentes, 
aún las de carácter personal, se le harán por medio de lista que se publica 
en los estrados de dicho Juzgado. Se le precisa que de contestar la demanda 
deberá agregar copias simples del registro Federal de Contribuyentes, así 
como de identificación oficial y de la Clave Única de Registro de Población, 
en caso de carecer de ellos, deberá manifestarlo bajo protesta de decir 
verdad. Así mismo, se hace entrega de copia al carbón al ejecutante para 
los efectos legales a que hubiere lugar. Con lo anterior se da por terminada 
la presente diligencia, firmando en ella los que intervinieron y quisieron 
hacerlo para la debida constancia, siendo la hora de término de la presente 
¡EA horas minutos del mismo día de su inicio.- DOY FE. 


(Nombre y firma del Actuario y de las personas que intervinieron) 


Es menester indicar que dicha propuesta de igual forma puede adecuarse al 
estilo del nuevo actuario y a las exigencias propias del auto a cumplir, pero sin dejar 
por un lado los requisitos que se exigen tanto al requerimiento de pago, al embargo y la 
formalidad del emplazamiento para evitar una futura nulidad de la diligencia, de igual 
forma si el demandado no supiera firmar o no quisiera hacerlo tal circunstancia deberá 
anotarse por el actuario en el acta. 


También es cierto, que en la vida laboral se dan tantos supuestos que pueden 
complicar el cumplimiento del auto que nos ocupa como el emplazamiento a juicio del 
demandado, pues no en todos los casos existen vecinos cercanos que nos puedan dar 
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alguna información sobre la persona de nuestra búsqueda, no obstante que existan 
casas cerca del domicilio materia de la diligencia también existe el problema que 
ninguna persona atienda al llamado del ejecutor para realizar su cercioramiento, o 
también, cuando dicho domicilio esta rodeado de locales comerciales cuyos empleados 
no conocen a la persona demandada, o aún más, con tantas colonias o lugares 
irregulares tenemos problemas hasta para ubicar la colonia. Cierto es, que todo esto se 
puede evitar en gran medida si la parte ejecutante ubicara con exactitud el domicilio 
del demandado, pues suele pasar que el solicitante ignora toda ubicación del inmueble, 
para ello es necesario establecer al momento en que se solicita la ficha algún punto 
de reunión cuando el domicilio es de difícil acceso o localización y luego proceder al 
debido cercioramiento. Pero al final debe cumplirse de forma correcta por el actuario 
designado y por ello es muy importante asentar en la diligencia correspondiente que en 
el domicilio donde se realice la diligencia fue aquel señalado para ese fin por el Juzgado 
del conocimiento y describir los medios que sirvieron al actuario para llegar a la 
conclusión que efectivamente la persona buscada tiene su domicilio en la casa indicada. 
En caso contrario abstenerse de ejecutar el auto exequendo y el emplazamiento a juicio. 


Es recomendable leer tranquilamente el auto a cumplir, y sobre todo contar 
con las copias de la demanda y anexos para emplazar a juicio a la parte demandada, si 
bien, dichos artículos que prevén el emplazamiento a juicio en la vía ejecutiva mercantil 
son omisos sobre las exigencias que deben cumplir las copias de traslado, pero las 
mismas siempre son selladas por el Juzgado que ordena el auto a cumplir. Sin embargo, 
no debe pasar por alto el contenido de la siguiente jurisprudencia que posiblemente 
sea aplicable a nuestro emplazamiento a juicio ejecutivo mercantil. Cuyo registro es 
2017535 de la Primera Sala siendo el rubro: Emplazamiento. la omisión del actuario de 
certificar la entrega de las copias de traslado de la demanda debidamente selladas y cotejadas con 
su original, ocasiona la ilegalidad de dicha diligencia. 


Por último, como actuario y en cumplimiento al auto de exequendo y 
emplazamiento debe atenderse a todos los requerimientos que en su caso indique, pues 
pueden variar dependiendo el juzgado que lo dicte, así como correr traslado con las 
copias indicadas, mismas que deben verificarse si corresponden a los autos a cumplir 
y ajustar el formato que gran tiempo ahorra en la práctica según las exigencias de la 
encomienda. 
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Congreso del estado de Guanajuato.: Código de procedimientos civiles para el estado 
de Guanajuato. 


Congreso federal.: Código de comercio. 
- Código federal de procedimientos civiles. 


Suprema Corte de Justicia de la Nación (tesis y jurisprudencias).: Salario mínimo. 
La autoridad jurisdiccional puede ordenar el embargo sobre el excedente de 
su monto, para el aseguramiento de obligaciones de carácter civil o mercantil 
contraídas por el trabajador, en principio, sólo respecto del 30% de ese excedente. 


- Interés jurídico. Por regla general, cuenta con él, el usufructuario que reclama 
en el amparo indirecto el embargo recaído en bienes inmuebles sujetos a 
usufructo. 


- Diligencia de embargo en juicio ejecutivo mercantil. La declaratoria que en la 
práctica realiza el actuario, relativa a que sobre los bienes designados se traba 
formal embargo u otra similar, no constituye un requisito de los exigidos por la 
legislación mercantil para la validez de aquélla. 


- Citatorio previo a la diligencia de embargo, requerimiento de pago y 
emplazamiento en el juicio ejecutivo mercantil. Es innecesario que lo firme la 
persona, distinta al demandado, con quien se deja. 


- Emplazamiento. En el acta de entrega del citatorio correspondiente, el 
funcionario judicial debe asentar las razones por las que fijó determinada hora 
para que el demandado lo espere. 


- Emplazamiento. Para el señalamiento de la hora de espera en el citatorio debe 
atenderse a las reglas de la lógica y de la experiencia, o incluso al contexto del 
lugar o población (interpretación del artículo 80 del código de procedimientos 
civiles del estado de Michoacán). 


- Diligencia de embargo en juicio ejecutivo mercantil. La declaratoria que en la 
práctica realiza el actuario, relativa a que sobre los bienes designados se traba 
formal embargo u otra similar, no constituye un requisito de los exigidos por la 
legislación mercantil para la validez de aquélla. 
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- Emplazamiento en juicios ejecutivos mercantiles, nulidad del, comprende al 
requerimiento y embargo practicados. 


- Medida de aseguramiento en materia mercantil. La identificación del número 
de cuenta y de la institución bancaria no constituye un requisito para la 
procedencia del embargo de cuentas bancarias como providencia precautoria, 
y puede solicitarse de forma genérica al juez mercantil para que la otorgue. 


Emplazamiento de persona física. Para establecer el lugar en que debe 
realizarse es innecesario seguir el orden excluyente previsto en las disposiciones 
sustantivas que regulan el domicilio como atributo de la personalidad, en caso 
de no haberse designado uno convencional (legislaciones de los estados de 
Puebla, Jalisco, Distrito Federal y Chiapas). 


Emplazamiento de persona física. Para establecer el lugar en que debe 
realizarse es innecesario seguir el orden excluyente previsto en las disposiciones 
sustantivas que regulan el domicilio como atributo de la personalidad, en caso 
de no haberse designado uno convencional (legislaciones de los estados de 
Puebla, Jalisco, Distrito Federal y Chiapas). 


Emplazamiento a personas morales en materia civil. Es legal que el actuario 
entienda la diligencia en el domicilio señalado por el actor con el apoderado 
legal, si éste se ostenta con ese carácter y acredita su personalidad con un poder 
general para pleitos y cobranzas, el cual le fue otorgado sin limitación alguna 
(legislación del estado de Quintana Roo). 


Emplazamiento. La omisión del actuario de certificar la entrega de las copias 
de traslado de la demanda debidamente selladas y cotejadas con su original, 
ocasiona la ilegalidad de dicha diligencia. 


Expromisión. Si en la diligencia de requerimiento de pago, embargo y 
emplazamiento, el diligenciario omite pedirle a la persona extraña que si se 
solidariza con el demandado que se identifique fehacientemente y que suscriba 
el acta relativa, ello hace presuponer la falta de autorización de aquélla de 
asumir la deuda. 


Emplazamiento. Para cumplir el requisito de que el notificador se cerciores del 
domicilio, es innecesaria una descripción detallada de la persona que informa 
de lo anterior o con la que se entiende la diligencia, que se negó a dar su nombre, 
a identificarse o firmar (interrupción de la jurisprudencia la./]. 14/95) 


[e) 
yo] 
[qu] 
2 
(0) 
ua 
o 
yo] 
O 
fa 
yo] 
2) 
2 
[u% 
(0) 
yo] 
[e) 
[am 
0 
O 
fa 
yo] 
pao] 
2 
U 
2 
(0) 
Ú 
(90) 
w 


Noviembre 2019 | Año I | No. 3 | 


66 En caso de discrepancia en la interpretación de la 
atenderse a la lO legis. ' 


ón diseñado 
Sanseferrato. 
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